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Presentación

El tema de las Políticas Sociales reviste una importancia fundamental para la gober- 
nabilidad del continente latinoamericano en los años 90.

Los indicadores de pobreza en la región no se compadecen con los recursos y poten­
cialidades con que cuenta América Latina, ni con el curso de los procesos económicos 
y científicos en el ámbito internacional.

Tampoco se compadece con las altas tasas de crecimiento económico que la región en 
su conjunto experimentó entre 1950 y 1980.

En términos económicos el continente ha crecido. En los aspectos sociales en cambio, 
el mismo período se ha convertido en una época de acumulación de tensiones y pro­
blemas en cuanto a vivienda, salud, educación y empleo, y presenta una masa de po­
bres críticos que cuestionan el funcionamiento y la legitimidad del sistema político.

En este contexto, el desarrollo de políticas sociales, enfocadas no como una gestión 
asistencialista sino destinadas a la rehabilitación ética, política y económica del Es­
tado, y al desarrollo de una política redistributiva global, es de vital trascendencia.

Ello no es sólo una tarea de gobernantes u organismos internacionales, públicos o 
privados, preocupados por el tema. Es, fundamentalmente, una tarea de toda la so­
ciedad, cuyo resultado central debe ser reactivar una relación positiva entre el Estado 
y las organizaciones de base de la sociedad civil.

Durante 1988 y parte de 1989, el Instituto Latinoamericano de Planificación Eco­
nómica y Social, ILPES, del sistema CEPAL, y el Instituto Latinoamericano de 
Investigaciones Sociales, ILDIS, del Ecuador, desarrollaron un amplio programa de 
POLITICAS SOCIALES bajo la perspectiva de un diálogo nacional para el consenso. 
Se trataron aquellos aspectos que parecían relevantes a la luz de las condiciones 
nacionales. La metodología de trabajo incluyó más de cien talleres de discusión sobre 
diferentes temas, que fueron dando forma a documentos que recogían las experiencias 
acumuladas en el trabajo de investigadores individuales, reparticiones estatales, cen­
tros privados de investigación y organismos internacionales.



El resultado final fue una experiencia amplia y motivadora, y numerosas monografías 
y propuestas sobre empleo, salud, educación y otras que hoy presentamos agrupadas 
en la Serie CUADERNOS DE POLITICAS SOCIALES.

Las publicaciones no contienen propuestas acabadas y, en muchos casos, apenas si 
constituyen una mínima expresión de la experiencia acumulada. Con todo, creemos 
que ellas aportan una sólida base de información y orientación sobre las políticas 
sociales, que permite ver su intersectorialidad, la necesidad de su coordinación y la 
amplitud de las tareas que, en este sentido, se debe desarrollar en los próximos años. 
Constituye, además, un buen ejemplo de un trabajo participativo y concertado, tanto 
entre técnicos como entre instituciones.

Dr. Reinhart Wettmann 
Director del ILDIS
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Prólogo

Este documento presenta, de un modo sucinto, orientaciones de política social que se 
consideran apropiadas para lograr la satisfacción de las necesidades básicas de la po­
blación, en una época signada por la crisis económica. Se trata de lincamientos genera­
les que, obviamente, deben adecuarse en caso que se pretenda su aplicación a una espe­
cífica situación nacional.

Pero antes de comenzar lo que directamente tiene que ver con las sugerencias que se 
estima conveniente presentar respecto a la orientación o, mejor dicho, reorientación 
de las políticas sociales, conviene hacer tres consideraciones relacionadas con las polí­
ticas públicas: el factor tiempo, la fijación de prioridades políticas y el clima social e 
intelectual que se requiere para su formulación y ejecución.

En primer término cabe destacar que, en los regímenes democráticos, el tiempo para 
gobernar es muy acotado. En rigor, es un tiempo efímero, que contrasta con otros tem­
pos, como el más prolongado de que dispone la burocracia. Este énfasis en la brevedad 
del tiempo político tiene que ver con la urgencia que tiene cualquier nuevo gobierno 
democrático en llevar a la práctica la reorientación de las políticas públicas que estima 
indispensable. No tiene sentido tratar de fijar cuál es la duración exacta de ese período 
durante el cual el gobierno está “en gracia” para tomar decisiones. Está claro, en todo 
caso, que el mismo no coincide con la duración del mandato presidencial. Lo que im­
porta es enfatizar la necesidad de tomar las medidas claves, lo más pronto posible.

La burocracia teóricamente depende del poder político, pero se encuentra dotada de 
gran autonomía y tiene intereses que muchas veces son contrapuestos a los que sus­
tentan los actores políticos del sistema. Este es un elemento a tener en cuenta en los 
esfuerzos que se hacen por lograr la modernización burocrática. No cabe duda sobre 
la necesidad de tal modernización en América Latina, como se sostiene entre otras co­
sas, en el documento. Ello tiene requerimientos muy complejos, unos endógenos y 
otros exógenos, que son difíciles de alcanzar. Puede afirmarse que las reformas inte­
grales de la administración no han pasado de ser, en la mayoría de los países, buenos 
propósitos y, a lo más, han provocado una lentísima modernización. En el caso del 
Ecuador, así parecen mostrarlo los tres intentos de introducir modificaciones adminis­
trativas que se han emprendido: La Reforma (1963-1966), el Desarrollo Administra­
tivo (1972-1979) y la Reforma Administrativa del Gobierno Constitucional (1979- 
1984).

Con todo, más allá de las modalidades singulares que haya adoptado el orden político, 
la vigencia del régimen democrático implica considerar las exigencias, requerimien­
tos y límites que señala la política. Así, el juego de los actores políticos y sociales va
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definiendo reglas cuya institucionalización requiere tiempo para alcanzar su cabal le­
gitimidad. Así, sucede con los partidos políticos a los cuales la Constitución ecuatoria­
na de 1979 otorga funciones de vital importancia.

El tiempo tiene también un papel central en cuanto al esfuerzo continuo y prolongado 
que se requiere para lograr la transformación de las bases del sustento material de la 
sociedad civil. La experiencia ecuatoriana de la bonanza petrolera muestra, en este 
sentido, las dificultades técnicas que presenta el crecimiento sostenido, así como los 
obstáculos que surgen para alcanzar una distribución equitativa de sus beneficios. Lo 
anterior no significa negar que durante ese corto período el Ecuador pudo recorrer, eta­
pas del progreso económico y social que otras sociedades latinoamericanas transitaron 
en décadas.

El fortalecimiento de la sociedad civil, en un país de economía mixta y con un régimen 
democrático, exige políticas públicas orientadas a impulsar a las organizaciones so­
ciales de los excluidos y a aumentar sus recursos de poder. Esto también necesita un 
largo tiempo para el aprendizaje y la legitimación. Como se ha dicho, la participación 
es un proceso de conquista que, con frecuencia, involucra conflictos pues modifica la 
estructura de oportunidades de participación que, por supuesto, será defendida por 
quienes se benefician de ella.

El señalamiento de todas las posibles asincronías anotadas, entre otros múltiples ele­
mentos que constituyen prerrequisitos para el establecimiento de una capacidad de go­
bernar, no pretende contribuir al escepticismo, sino solo introducir lucidez en las deci­
siones políticas, especialmente cuando apuntan hacia una transformación social.

En segundo lugar, interesa en este Prólogo reiterar algo sabido, pero a menudo olvi­
dado: las prioridades que se fijan entre los objetivos de las políticas públicas son de 
orden político. Los gobiernos democráticos son los únicos que asumen el desafío de 
vincular capacidad y responsabilidad para fijar el tipo y el orden de los problemas a 
resolver. Determinar la agenda, como es obvio, implica señalar prioridades reales, sea 
por acción, sea por omisión, así como tratar las razones declaradas o tácitas que justi­
fican una determinada prelación.

La perspectiva gubernamental es única en su modalidad de discernimiento; su óptica 
abarca el contexto completo de la situación que se intenta modificar. En otras palabras, 
cada Gobierno sabe cuál es su capacidad de gobernar y, por tanto, cuán gobernables 
son determinados problemas de la sociedad.

Con todo, la capacidad de gobernar puede aumentarse mediante recursos técnicos ade­
cuados, como sucede con los avances que se han logrado en la formulación, evaluación 
y seguimiento de proyectos. Otros recursos se refieren al entorno de la política guber­
namental; es decir, al modo en que se relaciona el Gobierno con los grupos sociales, 
con los partidos políticos y con la opinión pública en general.

Aumentar y perfeccionar los recursos técnicos para alcanzar una mayor capacidad de 
gobernar constituyen precondiciones para la formulación y ejecución de políticas pú­
blicas.
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En el campo social, cabe señalar la necesidad de promover un nuevo clima social e in­
telectual en tomo a la política gubernamental. Se trata de establecer nuevas modali­
dades de relacionamiento entre el gobierno y la sociedad y de crear un nuevo ethos para 
la discusión.

Tales nuevas modalidades implican superar el verticalismo que predominó en el pa­
sado. La planificación social requiere ser persuasiva y para ello debe consolidar ciertos 
atributos: involucrar a los órganos decisorios de las colectividades provinciales y co­
munales; articular los puntos de vista sectoriales en una perspectiva social global; es­
tablecer un diálogo permanente entre las sociedades civil y política y, por ende, alcan­
zar una mayor flexibilidad estratégica frente a la interacción con un entorno más dife­
renciado y socialmente dotado de mayor densidad y capacidad expresiva.

Dichos atributos tienen que ser concretados en el contenido de los mensajes persua­
sivos, incluyendo información pormenorizada, completa y permanente sobre los dife­
rentes dominios de la política social. La persuasión supone información confiable y 
abierta. Los órganos de planificación buscan persuadir con sus propuestas a diferentes 
actores informados que así adquieren capacidad para formular propuestas alternativas 
de política. La transparencia de la información, a su vez, permite acotar el campo de 
las controversias.

Para alcanzar una mejor información de la situación social se requiere el apoyo de las 
ciencias sociales. En rigor, ellas deben proporcionar dos tipos de contribuciones: por 
un lado, mostrar las situaciones sociales a través de indicadores cuantitativos y cualita­
tivos, construidos a partir de datos estadísticos (censos, encuestas de hogares, etc.); 
otro, más elaborado, que consiste en estudiar los programas y políticas en ejecución 
a fin de evaluar su impacto, los efectos previstos y no previstos de la acción guberna­
mental.

Esa información estadística y su análisis científico deben ser difundidos adecuada­
mente entre los grupos y organizaciones sociales, los partidos políticos, al mismo 
tiempo que entre la población en general, a través de una política de comunicación so­
cial objetiva.

Toda sociedad debe hacer transparentes sus problemas. Para ello se requiere no una 
elaboración sofisticada de la información, sino una descripción del contexto general 
y de los órdenes de magnitud de los déficits reconocibles como tales. Los diagnósticos 
catastróficos de los técnicos tienen su equivalente social: las propuestas sociales abe­
rrantes. Ambas modalidades opacan el problema social y dificultan el reconocimiento 
de los progresos y ocultan la magnitud de los fracasos.

En definitiva, se necesita un nuevo ethos para la discusión pública de la política social 
que acote los límites de la controversia y promueva la responsabilidad colectiva. Sin 
embargo, reclamarlo queda en pura retórica si no se da una discusión basada en la in­
formación y en el conocimiento de la realidad. En todo caso, una planificación más 
persuasiva necesita de un clima intelectual como el señalado.
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Características de las políticas sociales en la etapa previa a la crisis.

América Latina disfrutó de un largo período de crecimiento económico que se inició, 
para la mayoría de los países, con posterioridad a 1929 y que se aceleró y generalizó 
en la segunda postguerra. Esos avances económicos se tradujeron en un desarrollo 
social también notable. Debe resaltarse, además, que durante buena parte del mismo 
muchos de los países latinoamericanos tuvieron tasas de crecimiento demográfico de 
las más altas del mundo, lo que hace que el esfuerzo realizado resulte todavía más im­
presionante.

Esos avances, que contribuyeron a elevar los niveles de vida latinoamericanos, se die­
ron empero de manera parcial, discontinua, segmentada y desigual. Las razones de que 
no se alcanzaran mayores logros en lo social, pese a que el ingreso promedio de Amé­
rica Latina en 1980 era similar al de Europa en 1950, pueden buscarse en hechos ma- 
croeconómicos, como la fuerte concentración del ingreso que ha marcado el funcio­
namiento de las economías latinoamericanas, y en características específicas de las 
políticas sociales, que es el tema sobre el que conviene insistir en esta ocasión.

Cuando se revisan estas últimas en la fase previa a la crisis económica de los ochenta, 
es posible apreciar algunos aspectos negativos que conviene resaltar.

1. Acceso segmentado.

El acceso a muchos servicios sociales estatales no ha estado abierto a todos los que po­
dían necesitar de ellos. En ciertos momentos históricos, grupos corporativos muy va­
riados fueron obteniendo concesiones gubernamentales, que implicaban el derecho a 
recibir determinadas prestaciones que les estaban reservadas.

Ello fue especialmente notorio en la seguridad social (Mesa Lago 1984), donde el in­
cremento de la protección ha seguido un ritmo similar en cada país latinoamericano: 
los militares han sido quienes primero obtuvieron ese status privilegiado, seguidos por 
otros funcionarios públicos; después los maestros, los empleados de comercio, los 
obreros sindicalizados de los sectores económicamente relevantes, luego los trabaja­
dores manuales y, finalmente, incluso los trabajadores por cuenta propia, los trabaja­
dores agrarios y los campesinos.

Así mismo, las prestaciones reservadas a cada grupo han sido diferentes, más o menos 
amplias según el poder de reivindicación que hubieren demostrado. El financiamiento 
en general tripartito, implica la existencia de un subsidio estatal. El mismo no se dis­
tribuía de acuerdo a la insatisfacción de las necesidades de los que se incorporaban al 
sistema, sino que se entregaba según la capacidad de presión del respectivo grupo. Ob­
viamente, los más pobres carecen de organización y, por tanto, de capacidad para de­
fender sus derechos o intereses en la arena política; consecuentemente, han sido los 
menos favorecidos.

Este proceso de expansión segmentada y de absorción paulatina de grupos sociales ha 
dificultado o impedido un ataque sistemático a la pobreza.
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2. Universalismo.

También ha sido usual en América Latina que el Estado reconociera a todos los habi­
tantes del país el derecho a recibir sus prestaciones, independientemente de su capa­
cidad de pago. Tal decisión ha conducido, a que muchas políticas públicas de naturale­
za social hayan sido regresivas, y a que se perdiera el carácter redistributivista que tien­
de a asignarse a la política social.

3. Regresividad.

Varios estudios sobre el impacto redistributivo de la política social que se han llevado 
a cabo en América Latina sostienen que, en general, las políticas sociales contribuyen 
a reducir las desigualdades en la distribución del ingreso. Sin poner en tela de juicio 
esas conclusiones cabe afirmar que no es así en todos los casos o que, en muchas cir­
cunstancias, esas políticas sociales podrían tener un impacto redistributivo mucho ma­
yor.

En tal sentido los recursos destinados a las políticas de vivienda no siempre se destinan 
a la construcción de casas para los grupos más necesitados, sino que favorecen a sec­
tores medios y a la burocracia pública. Ejemplos similares podrían mencionarse res­
pecto a otras áreas sociales.

Respecto a la educación universitaria gratuita también se han formulado serias obje­
ciones. En América Latina, educar a diez escolares primarios cuesta lo mismo que ha­
cerlo con un universitario. En algunos países, incluso, la relación es más extrema lle­
gando a una razón de 30 a 1 en el caso de Colombia, por ejemplo. Puede pensarse que 
el gasto público debería orientarse en el sentido de ampliar y mejorar la formación es­
colar básica. Ello no implicaría, en manera alguna, entorpecer el acceso de los no pri­
vilegiados a la educación universitaria, ya que sería posible establecer sistemas de es­
tipendios o créditos que les permitieran estudiar. Asimismo tampoco implica que el 
Estado tenga que renunciar a su papel como promotor del desarrollo científico y tec­
nológico.

4. Tradicionalismo, inercia o discontinuidad.

La política social ha mostrado una fuerte inercia y que resulta muy difícil su reorien­
tación. Existe también en este campo mucho de mitología y poca evaluación científica 
de las soluciones que se aplican. Es un área plagada de buenas intenciones mal lleva­
das a la práctica, que, incluso, no suelen ser contrastadas con la realidad. El peso de 
la ideología, entendida en el sentido más amplio, es muy grande.

Por otro lado, también es posible encontrar el defecto inverso: la discontinuidad es co­
mún en la implementación de políticas sociales. Ello hace que las inversiones sociales 
carezcan del tiempo suficiente para “madurar” y para que puedan evaluarse sus resul­
tados. En muchas ocasiones la inclinación de los hombres políticos a introducir inno­
vaciones que marquen su pasaje por el gobierno repercute negativamente sobre accio­
nes que requieren de más tiempo que un período de gobierno para producir sus resulta­
dos.
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5. Surgimiento aluvional de nuevos temas.

En lo social también existen modas. Ellas destacan ciertas preocupaciones o ciertos 
temas a los que se asignan ingentes recursos que, por lo mismo, no pueden destinarse 
a otras actividades más eficaces socialmente.

En definitiva, faltan prioridades claras. Todo tiene igual importancia, entre otras co­
sas, porque, dado el nivel de conocimientos técnicos disponibles, no es fácil comparar 
proyectos que se realizan en diferentes áreas de lo social.

También resulta difícil descontinuar programas, porque tanto la burocracia que vive 
de ellos, como la clientela que los aprovecha, resisten aquellos cambios que los peiju- 
dican, aun cuando la reorientación de recursos sea socialmente racional.

6. Crecimiento institucional acumulativo.

Las modas a que se hizo referencia anteriormente llevan también a una continua crea­
ción de instituciones. La proliferación de organizaciones dedicadas a llevar a cabo 
prestaciones sociales conduce a la competencia interinstitucional. Sé disputan recur­
sos y ámbitos de acción y actúan sin coordinación, con lo cual el rendimiento del siste­
ma público de prestaciones sociales tiende a alejarse cada vez más de su óptimo.

La crisis de los ochenta y el ajuste estructural.

Esas limitaciones del desarrollo social latinoamericano, que vienen de antaño, se han 
agravado ahora a consecuencia de la crisis y las políticas de ajuste. Por lo mismo, el 
desafío social que enfrenta hoy la región exige no solo disminuir o eliminar las desi­
gualdades que subsisten de la etapa anterior, sino también evitar un proceso de regre­
sión social, que es una amenaza latente en muchos países.

Para ello, sin embargo, solo se cuenta con recursos financieros limitados, dado que la 
crisis ha proyectado sus efectos sobre el gasto público. Los indicadores utilizados para 
formular esta apreciación (la participación de los gastos del gobierno central en el PIB; 
el gasto per cápita del sector social; el gasto social como porcentaje del gasto total del 
gobierno central; y el gasto social como porcentaje del PIB) muestran situaciones dife­
rentes de país a país pero, en general, permiten sostener que ha habido una disminución 
de los mismos.

Esto ha tenido consecuencias sobre la oferta y sobre la calidad de los servicios sociales, 
por dos razones. Los gastos se reducen mediante la no renovación de los equipos o re­
taceando los insumos necesarios para una adecuada prestación del servicio.

Por otro lado, la disminución de los gastos también afecta a los recursos humanos, ya 
que al producirse un deterioro del salario real, muchos funcionarios abandonan su em­
pleo, mientras que quienes permanecen se sienten desestimulados, con lo que baja su 
rendimiento.
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Todo lo anterior justifica la afirmación de que resulta imprescindible una redefinición 
de las políticas sociales, que las aleje de su orientación tradicional y las lleve en una 
dirección más adecuada para coadyuvar al desarrollo social.

Lincamientos generales para reorientar las políticas sociales.

La situación presente de los países de América Latina, es de tal tipo que hace inviable 
continuar con el planteo que ha orientado en el pasado a las políticas sociales. No se 
puede seguir planteando “más de lo mismo para todos” (Varsavsky). Hay que buscar 
alternativas.

Es condición previa concebir una manera nueva de actuación del Estado buscando que 
sea más flexible, pero que mantenga su autoridad. Las funciones principales que debe 
asumir son las de compensación y concertación social, doble tarea en tomo a la cual 
será necesario reorganizar toda la administración gubernamental.

No es fácil encontrar maneras de solucionar una situación donde las necesidades so­
ciales y las demandas organizadas aumentan. Sin embargo, es posible enumerar algu­
nos principios que pueden coadyuvar a reorientar las políticas sociales.

1. Aumentar los recursos disponibles.

El intento de obtener mayores recursos para la realización de políticas sociales nunca 
debe abandonarse, aunque solo sea para cumplir la función de advocar en favor de los 
grupos más necesitados y por la construcción de una sociedad mejor. Existe consenso 
en el sentido que el Estado tiene responsabilidad respecto a la prestación de ciertos pro­
gramas sociales y, consecuentemente, debería asegurar el mantenimiento de los recur­
sos necesarios para llevarlos a cabo. Incluso, dado que la misma crisis ha generado 
nuevas necesidades que deben ser enfrentadas a través de políticas sociales, se reque­
rirían más recursos. Sin embargo, no puede afirmarse que así suceda en la práctica. 
Existen compromisos e intereses, así como percepciones alternativas de solución, que 
llevan a priorizar otras áreas. Incluso, se argumenta razonablemente que el esfuerzo 
debe centrarse en la reactivación porque solo a través de ella será pos ible crear puestos 
de trabajo que absorban a desempleados y subocupados. Por otro lado, la misma crisis 
es utilizada como argumento para explicar la reducción de los recursos para lo social.

Sin embargo, puede afirmarse que hay posibilidad de obtener mayores recursos y a 
continuación se mencionarán diversas vías para obtenerlos.

a. Elevar los ingresos tributarios.

El establecimiento de nuevos impuestos o el aumento de la tasa de los ya existentes 
plantea el problema de si en América Latina se ha alcanzado el “techo” tributario. De 
ser así, no sería conveniente aumentarlos porque se estaría desincentivando la activi­
dad productiva y promoviendo la fuga de capitales. Sin embargo, y aun reconociendo 
que la situación tributaria en los países latinoamericanos es muy variada, debe acep­
tarse que se está lejos de la presión tributaria que caracteriza a los países industrializa­
dos. En tal sentido, podría sostenerse plausiblemente que cabe recuirir a la tributación 
para aumentar los recursos disponibles para lo social.
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Resulta fundamental mejorar los sistemas de recaudación, a fin de evitar evasiones im­
positivas y, por esa vía, aumentar el monto de lo que llega a las arcas públicas.

También conviene discutirla conveniencia de establecer impuestos con destino espe­
cífico. Si bien la tendencia predominante entre los expertos en finanzas públicas es ha­
cia la constitución de un tesoro único, puede ser razonable dedicar impuestos específi­
cos ( a las bebidas alcohólicas, el tabaco, o los combustibles) para los programas socia­
les. En todo caso, debe ponerse gran cuidado por cuanto por esa vía se reduce la fle­
xibilidad que debe tener el manejo de los recursos públicos.

b. Incrementar los ingresos públicos no tributarios.

Una segunda alternativa para disponer de mayores recursos para las políticas sociales 
consiste en incrementar el conjunto de recursos que se obtienen por vías diversas de 
la tributación. En tal sentido es posible mencionar diversas alternativas.

i. Tarifar los servicios. En los últimos tiempos se ha dado una tendencia en el sentido 
de cobrar por los servicios sociales estatales. En algunos casos se trata de tarifas no­
minales, en otros de tarifas reales. Las primeras buscan desincentivar la utilización del 
servicio, a partir de que se supone que el público estaría haciendo un “sobreuso” del 
mismo. Se trata entonces, no de recuperar el valor de la atención prestada, sino solo 
de crear una barrera al acceso. Aun cuando diversas encuestas parecen mostrar que, 
en la mayoría de los países latinoamericanos, en realidad, se presta poca atención a las 
necesidades de la población, en especial en los grupos menos favorecidos, el diagnós­
tico que justifica la tarifa asume que la demanda por servicios supera a la oferta, por 
lo que se requiere un mecanismo de racionamiento -la tarifa- para filtrar el acceso.

Con las tarifas reales, en cambio, se intenta recuperar el costo del servicio prestado. 
Aquí el problema es si ello no afecta el impacto redistributivo de las políticas sociales, 
ya que la posibilidad de acceder al servicio queda supeditada a la capacidad de pago, 
a la demanda solvente, de quienes lo solicitan. Además, cobrar por el servicio conduce 
a que el mismo no sea solicitado, con lo que se alcanza justamente el objetivo que bus­
can las tarifas nominales, ya vistas.

Parece necesario, desde un punto de vista fundado en la equidad, cobrar a los usuarios 
pudientes para, con los recursos obtenidos, subsidiar a los que no lo son. En este sen­
tido, pueden mencionarse los cuartos privados que existen en hospitales públicos y, 
también, los cupos universitarios que, en muchos lugares de América Latina, son gra­
tuitos incluso para quienes pueden pagar su educación. Este es un tema polémico, sin 
duda, porque toca tradiciones muy arraigadas. Sin embargo, aquí se trata de poner en 
duda mucho de lo que se hacía en el pasado creyendo que era correcto, a efectos de ade­
cuarlo a tiempos difíciles, como los actuales y, por lo mismo, vale la pena plantear el 
punto. Debe recordarse así mismo que se han buscado alternativas para mantener el 
acceso libre y recuperar parte de los costos. Así, se ha postulado una sobretasa al im­
puesto a la renta pagado por las familias de los estudiantes universitarios (Petrei 1984).

En definitiva, es aconsejable distinguir según la capacidad de pago del receptor del ser­
vicio: quienes tienen ingresos altos deben pagar el costo real, los de ingreso medio de­
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V

berían reembolsar por lo menos una parte, y a los pobres sería conveniente entregarles 
gratuitamente la atención prestada (Comia 1987).

ii. Revalorizar bienes y servicios facilitados por el Estado a la comunidad. Cuando 
el Estado mantiene la propiedad de importantes recursos naturales o productivos pue­
de suceder que los ofrezca a un precio que se encuentra por debajo de su valor de mer­
cado. Ello se hace argumentando que por esa vía la comunidad aprovecha esa dotación 
especial. Pero es necesario tener en cuenta que no todos sus miembros lo aprovechan 
en igual proporción. Paralelamente, el Estado deja de obtener recursos que le permi­
tirían realizar políticas sociales orientadas en beneficio de los más pobres.

Un caso típico se da en los países petroleros. En tal caso, el petróleo y sus derivados 
son patrimonio del Estado; en consecuencia, pertenecen a todos los ciudadanos. Ca­
bría preguntarse entonces cómo podrían beneficiarse todos ellos de manera similar por 
este hecho?. Evidentemente eso solo puede ser el resultado de una decisión política. 
Sin embargo, técnicamente pueden plantearse dos posiciones extremas: una que 
acepta que el precio interno del petróleo sea igual a su costo de extracción y otra que, 
en cambio, iguala el precio interno al precio internacional. En el primer caso, quienes 
consumen petróleo y sus derivados reciben un subsidio equivalente al diferencial entre 
el precio interno y el precio internacional. La alternativa sería que en vez de consumir 
internamente un barril de petróleo, se lo exportara para recibir así el precio internacio­
nal.

Si el consumo de los derivados del petróleo fuera homogéneo en los distintos estratos 
de ingreso, entonces que el precio interno fuera inferior al internacional no tendría im­
pacto distributivo. Pero, la realidad es diferente: los grupos de mayores ingresos re­
lativos consumen proporcionalmente y en términos absolutos, una mayor cantidad de 
petróleo por lo que los bajos precios internos del petróleo tienen un impacto claramen­
te regresivo sobre la distribución del ingreso. En síntesis, quienes apr ovechan los bajos 
precios internos del petróleo son las áreas urbanas y el sector moderno, vale decir, los 
sectores de mayores ingresos relativos.

Para ilustrar esto podría suponerse que el Gobierno vendiera todo el petróleo que pro­
duce a precios internacionales, distribuyera por igual a todos los habitantes, el ingreso 
generado por las exportaciones de petróleo, la situación de los grupos de menores in­
gresos relativos mejoraría considerablemente respecto a aquella situación en que el 
petróleo para el consumo interno tiene precios reducidos.

Pero, debe hacerse notar también que igualar los precios internos de los derivados del 
petróleo con los precios internacionales generaría efectos perjudiciales sobre el con­
junto de la economía: ocasionaría un aumento de los precios internos y, si la medida 
se toma en un momento inoportuno, podría generar expectativas inflacionarias difí­
ciles de eliminar. Así mismo, la actividad productiva local tendría que realizar un ajus­
te de costos al perder la protección que significa ese menor costo interno de produc­
ción. Tal protección, sin duda, es un factor importante para una industria naciente.

De todas maneras, queda claro que desde el punto distributivo, el menor precio relativo 
del petróleo genera un impacto distributivo regresivo, resta recursos al Estado para
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realizar políticas sociales, y promueve un consumo indiscriminado de dicho bien, que 
sería oportuno racionalizar, distinguiendo entre su uso para fines productivos y su uti­
lización para el consumo automovilístico (Flaño 1984).

c. Reorientar el gasto público hacia objetivos sociales.

Es usual, en este sentido, mencionar la conveniencia de reducir los gastos militares y 
destinar los recursos así ahorrados a la realización de políticas sociales. Pero no es la 
única alternativa que puede encontrarse. Es común encontrar que el Estado gasta una 
gran cantidad de recursos en proporcionar subsidios a empresas públicas ineficientes, 
que podrían ser suprimidos para así disponer de lo que anteriormente se gastaba allí, 
en otros proyectos que tengan un real impacto sobre la equidad. Así mismo, en muchas 
ocasiones se realizan obras de exposición, que carecen de cualquier impacto, sea cual 
fuere el criterio que se use para efectuar la evaluación. Por todo ello, puede afirmarse 
entonces que no es que falten recursos, sino que en muchos casos ellos están mal asig­
nados.

Además, dentro del área de los proyectos sociales, es posible encontrar que si bien mu­
chos de ellos son justificables por su finalidad, sería posible encontrar alternativas me­
nos costosas para obtener los mismos fines o que, comparando finalidades, podría en­
contrarse que existen otras más urgentes.

d. Utilizar recursos no públicos.

Usualmente, se tiende a tener en cuenta solo aquel conjunto de recursos que son admi­
nistrados directamente por el Estado, los que provienen de la tributación, del endeu­
damiento público o, como se mencionó, de la venta de ciertos bienes o servicios que 
el Estado facilita a la comunidad. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que la política 
social pública es solo una parte del conjunto de la política social. Pueden distinguirse 
cuatro subsectores de ésta: público, privado o comercial, voluntario e informal (Bus- 
telo 1988). Por lo tanto, una adecuada planificación social debería tomar en cuenta a 
todos ellos y establecer mecanismos de coordinación y, consecuentemente, de mejor 
aprovechamiento de la gama de recursos que en conjunto manejan. Es evidente que 
al igual que en otros ámbitos de la acción pública, la planificación solo puede ser im­
perativa (y esto con muchas limitaciones) para el subsector público, pero tiene que ser 
indicativa y buscar mecanismos de coordinación con los otros.

i. Permitir el desarrollo de servicios privados. Como alternativa, se ha sugerido per­
mitir el desarrollo de servicios privados de salud y educación que se orientarían, fun­
damentalmente, a satisfacer la demanda de quienes poseen medios económicos y tie­
nen interés de recurrir a ellos. Esto permitiría que los recursos públicos destinados a 
los servicios sociales se concentraran en aquellos estratos poblacionales que carecen 
de “demanda solvente”.

ii. Buscar que los propios beneficiarios aporten recursos. En muchas ocasiones los 
que van a recibir las prestaciones de ciertos programas sociales poseen recursos de di­
versa índole, aunque solo sea el esfuerzo propio y la ayuda mutua, que resultaría po­
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sitivo movilizar para la ejecución de tales acciones. Existen tradiciones en muchos paí­
ses, como la minga en el caso ecuatoriano, que deben ser recuperadas y utilizadas pa­
ra prestar servicios sociales a la comunidad.

2. Elevar la eficiencia del gasto social y la eficacia de los programas.

Ante el aumento de las necesidades y el congelamiento o reducción de los recursos, 
corresponde usar mejor lo que se tiene. Así, cobra especial relevancia la preocupación 
por aumentar la eficiencia en la utilización de los recursos disponibles y comprobando 
la eficacia con que se alcanzan los objetivos de los proyectos que se financian con 
ellos.

El tema del impacto redistributivo de la política social adquiere, por tanto, una nueva 
magnitud y tiende a ser el centro de las preocupaciones de los especialistas. Si en épo­
cas de relativa abundancia era explicable, aunque no justificable, que se prestase me­
nos atención al análisis de quiénes se beneficiaban efectivamente de la política social, 
en una coyuntura histórica en que la pobreza aumenta y se reduce el gasto social no 
resulta ético ni razonable obviar la preocupación por ese tema. Los recursos que ac­
tualmente se dedican a lo social deberían destinarse predominantemente a los menos 
privilegiados. Ello exige revisar a fondo la política social, en todos sus aspectos, re­
duciendo las filtraciones que terminan favoreciendo a sectores sociales que no son los 
más necesitados.

Lo anterior solo puede lograrse aumentando el conocimiento disponible sobre el dise­
ño de políticas sociales y su puesta en práctica. Los técnicos pueden contribuir a ello 
facilitando instrumentos útiles en este sentido a quienes toman las decisiones.

Se requiere efectuar el análisis comparativo del impacto redistributivo de diferentes 
tipos de financiamiento del gasto social.

a. Realizar diagnósticos adecuados. Evitar el catastrofismo.

No es posible que una política social sea efectiva y que utilice eficientemente los recur­
sos existentes si no se dispone de un análisis de la situación social que se intenta modi­
ficar y, por lo tanto, si no se conoce con relativa profundidad el tipo de problemas a 
enfrentar. No bastan las evaluaciones cuantitativas de las carencias que sufre la pobla­
ción-objetivo. Es necesario también poseer información adecuada para su interpreta­
ción. Esto obliga a que el diagnóstico esté en relación con los problemas que el país 
se encuentra en condiciones de abordar. Ello exige que se establezcan prioridades en 
la problemática social. En algunos países de América Latina hay tal insatisfacción de 
necesidades básicas primarias como alimentación y nutrición que, probablemente, ca­
rece de sentido pretender abordar problemas que sólo podrán ser resueltos en estadios 
de desarrollo más elevados y una vez satisfechas aquellas necesidades fundamentales.

Asimismo, debe tenerse en cuenta la disponibilidad de recursos con que cuenta el país 
o a los que puede acceder. La satisfacción de las necesidades solo puede hacerse en 
la proporción que lo permiten los recursos disponibles. Sin embargo, en muchas oca­
siones las estimaciones de carencias se efectúan de acuerdo a estándares que pueden 
ser poco adecuados para la región en consideración. Ello es especialmente notable en
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ciertas apreciaciones del déficit habitacional donde se utilizan criterios muy estrictos 
de deterioro de vivienda o de promiscuidad. Así se obtienen resultados “catastrofis- 
tas”, que pueden hacer incluso que las autoridades gubernamentales desistan de ini­
ciar o proseguir programas sociales, porque los objetivos que deberían fijarse a esos 
programas de acuerdo al diagnóstico resultan inalcanzables con los recursos disponi­
bles. Así, éstos terminan siendo asignados a áreas menos prioritarias pero donde pue­
den producir algún impacto. >

b. Disponer de información confiable.

La posibilidad de efectuar buenos diagnósticos depende también de que existan ser­
vicios de información que permitan disponer de la información adecuada no solo para 
cuantificar los problemas existentes, sino para descubrirlos. En América Latina, las 
estadísticas están tan distorsionadas que muchas veces no permiten siquiera percibir 
que existen problemas graves. Así, las tasas de mortalidad infantil oficiales, en mu­
chos casos, muestran cifras que parecen relativamente bajas, pero ello en realidad solo 
es resultado del hecho que las familias no inscriben a los hijos sino hasta que éstos han 
realmente sobrevivido. En consecuencia, las tasas que se calculan lo son sobre una ba­
se de nacimientos, que es falsa.

c. Evaluar los programas sociales.

Los programas sociales no se evalúan usualmente. Por lo mismo, no es posible saber 
si los objetivos para los cuales fueron creados se están alcanzando. Se supone que sí, 
pero en los pocos casos en que es posible encontrarse con una política social realmente 
evaluada, las sorpresas suelen ser notables. Por tanto, una de las primeras recomen­
daciones que es conveniente presentar cuando se trata de reorientar la política social 
consiste, justamente, en insistir en la evaluación. Las metodologías de evaluación más 
comunes no son adecuadas para los proyectos sociales. Así, por ejemplo, el análisis 
costo-beneficio obliga a asignar valores monetarios a variables que no los tienen. Pero, 
es posible utilizar métodos como el costo-efectividad que permiten tener una mejor 
aproximación a las características de los proyectos sociales (Cohen-Franco 1988).

3. Practicar una política compensatoria.

Se trata de aceptar que la escasez de recursos es un obstáculo para la práctica de po­
líticas universalistas. Ello conduce a que se plantee como alternativa restringir las 
prestaciones sociales a los más débiles, sea mediante una selectividad de base terri­
torial, que evite el examen de las situaciones individuales de los beneficiarios 
(Edwards y Batley 1978; Franco 1983), sea directamente mediante la selectividad pu­
ra y simple. Y esto porque la equidad aconseja no aplicar soluciones similares a situa­
ciones radicalmente distintas. En definitiva, hay que “dar más a los que tienen menos”.

El universalismo, como criterio de política social, ha sido regresivo en muchos casos. 
A su vez, las soluciones selectivistas han sido acusadas de marcar con un estigma a los 
beneficiarios de los programas. La discriminación positiva permite combinar lo mejor 
de ambas soluciones y utilizar más apropiadamente de los recursos disponibles.

Si bien el principio de la compensación es bueno porque genera una asignación pro- 
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gresista de los recursos, no está exento de problemas en su aplicación. Así, resulta ne­
cesario establecer cuál será el grado de discriminación a favor de los pobres, lo que ten­
drá que analizarse en cada caso. Asimismo, debe reconocerse que, hasta ahora, ese 
principio no ha sido más que una recomendación tecnocrática, que solo podrá plasmar­
se en la práctica cuando las coaliciones políticas dominantes lo presenten como una 
demanda generalizada.

La aplicación del principio de la compensación exige cumplir con determinadas con­
diciones, que se enumeran a continuación.

a. Elaborar una concepción sintética de lo social.

La gran paradoja que se aprecia en materia de políticas sociales consiste en que, al mis­
mo tiempo que dicho campo se amplía, desbordando a los “sectores sociales”, resulta 
cada vez más necesario comprenderlo como una totalidad dotada de unidad y con ni­
veles claros de jerarquización.

La dificultad primordial para alcanzar esa síntesis está, sobre todo, en que no se cono­
cen suficientemente las interacciones existentes entre los diferentes sectores y aspec­
tos de lo social.

b. Priorizar las necesidades a satisfacer.

Es usual que en política social no existen prioridades claras, que todo sea igualmente 
importante. Asimismo, el crecimiento acumulativo de temas y preocupaciones lleva 
a que la política como un todo se fragmente en múltiples acciones que terminan siendo 
inefectivas porque no producen un impacto de trascendencia en las causas que provo­
can los problemas que se pretenden enfrentar. En muchas oportunidades se ha insistido 
en la necesidad de superar estas y otras limitaciones de los programas sociales. Se pre­
tende, aumentar la eficacia en la prestación de los servicios y mejorar la eficiencia en 
la utilización de recursos escasos. Si bien hay que seguir haciendo esfuerzos en ese 
sentido, ya que existen problemas que pueden resolverse técnicamente en la política 
social, es necesario recordar que las prioridades sociales efectivas dependen de opcio­
nes políticas. En el campo de lo social -como en los otros- es imprescindible que se 
establezcan prioridades efectivas. Pero, debe tenerse en cuenta que esas grandes op­
ciones que se toman respecto al destino de los recursos o al establecimiento de prio­
ridades, trascienden el campo de lo técnico y se enraizan profundamente en la esfera 
de las decisiones políticas. Se trata de una decisión política del más alto nivel, pero que 
no es viable sin conocimientos técnicos adecuados.

c. Recuperar las grandes prioridades sociales.

Las políticas sociales se caracterizan por la agregación continua de nuevas actividades 
y la también continua asunción de nuevas responsabilidades. La multiplicidad de en­
foques, el crecimiento burocrático de los sectores y los avances científicos y tecnológi­
cos suelen provocar una proliferación de programas que provoca desvíos de las gran­
des prioridades. Es necesario insistir en ellas.

Es evidente que cada país tendrá que formular sus prioridades de acuerdo a las carac­
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terísticas que la situación social presenta en él. Asimismo, las sociedades latinoame­
ricanas han aumentado notoriamente su complejidad, por lo cual los planteos excesi­
vamente simples no pueden dar cuenta de una situación que es extremadamente va­
riada.

Pese a ello, teniendo en cuenta la situación de América Latina, puede afirmarse que 
existen algunas tareas básicas que es imprescindible cumplir a cabalidad antes que 
cualesquiera otras. Así, en materia educacional, se trata de alcanzar la erradicación del 
analfabetismo y el fortalecimiento de la escuela básica. En salud, el objetivo primor­
dial es la atención primaria de salud, independientemente de la modalidad que presen­
tan los servicios de salud en cada país. En relación a la vivienda hay que insistir en la 
urgente necesidad de preocuparse por la vivienda popular. Probablemente, centrarse 
en estas metas tenga escasos dividendos políticos, por lo que no sea atractiva para 
quienes tomas las decisiones en cada sector.

4. Redefinir la oferta de servicios sociales.

Por el lado de la oferta hay que preocuparse de cómo hacer llegar los bienes y servicios 
disponibles a los presuntos destinatarios. En muchas ocasiones los programas tienen 
defectos en la manera como se los ofrece. Así, cierta entrega de bienes o servicios, apa­
rentemente gratuita porque el Estado está financiando todo el costo del proyecto, no 
lo es para los particulares que tienen que incurrir en otras erogaciones (como gastos 
de transporte, por ejemplo).

Es en los puntos de encuentro burocrático donde fracasan muchos programas sociales. 
Por ello se requieren estudios que sugieran alternativas de cómo alterar la forma en que 
se realiza la entrega y la concomitante recepción de los bienes o servicios ofertados. 
Hay experiencias por ejemplo que han buscado ofrecer pluralidad de servicios sociales 
en un mismo local, como una forma de coordinación por proximidad física (Schaffer). 
También, en este sentido, puede recordarse la experiencia venezolana de los módulos 
de servicios.

La oferta podría mejorarse si se considerasen elementos de índole cultural, regional 
o local que no habían sido considerados originalmente. Así, por ejemplo, el cambio 
del calendario escolar, en general establecido de acuerdo a las costumbres de la capital 
del país, que no respeta las épocas de cosecha, por lo cual compite innecesariamente 
con el ciclo agrícola y con la utilización de los escolares como mano de obra en esas 
épocas del año.

Otro caso se da cuando el personal de un centro de salud que no cumple regularmente 
su horario, por lo cual los usuarios deben regresar a sus casas sin haber sido atendidos. 
El tener que volver para recibir la atención que necesitan tiene costos elevadísimos en 
sufrimiento de las personas, en gastos no previstos de transporte o en el tiempo ne­
cesario para recibir la atención. Algo parecido sucede con los maestros rurales que no 
asisten a dictar sus clases.

También puede recordarse casos de centros de salud que carecen de los medicamentos 
necesarios para enfrentar las posibles enfermedades de quienes asisten a ellos, o que 
están instalados en un lugar que es poco apropiado para facilitar el acceso de la pobla­
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ción a la que deben servir, o que prestan su atención en un idioma que no es el que habla 
la población de la respectiva zona. Todas estas limitaciones llevan a que la oferta de 
un servicio, en definitiva, sea inefectiva.

a. Realizar una prestación selectiva de servicios sociales.

La aplicación de criterios selectivistas se fundamenta, como se vio, en la necesidad de 
concentrar los recursos escasos sobre los grupos más necesitados de la población a 
efectos de provocar impactos verdaderos y tejer una red de servicios que proteja a los 
grupos más débiles de las consecuencias negativas de la crisis.

b. Focalizar las prestaciones.

Los anteriores comentarios llevan a destacar la necesidad de fijar la población-objeti­
vo de un proyecto teniendo en cuenta el monto de los recursos disponibles. Como éstos 
siempre son escasos, el criterio de pobreza debe ser exigente pues solo así se logrará 
utilizarlos realmente en quienes más los necesitan. La posibilidad de aplicar el criterio 
selectivista o de discriminación positiva tiene como condición que se seleccionen, pre­
viamente, los grupos objetivo de la política social que recibirán esas prestaciones. La 
concentración de recursos en un determinado subconjunto de la sociedad contribuye 
a ampliar el impacto de las prestaciones.

Hay que seleccionar, entonces, las poblaciones-objetivo, o grupos-meta a los que se 
destinarán las acciones sociales. Es probable que uno de los conglomerados centrales 
de atención sea el binomio madre-hijo. Muchos países latinoamericanos muestran 
enormes deficiencias en los indicadores de mortalidad infantil, atención de partos por 
profesionales, etc. que hacen pensar en la conveniencia de dirigir hacia allí un impor­
tante esfuerzo. Además, es claro que cuando es posible conseguir información discri­
minada regionalmente o por estrato social, queda claro que quienes sufren de manera 
notable las mayores deficiencias son justamente los grupos más pobres. Por lo mismo, 
entonces, centrarse en ese grupo implica atacar la pobreza. Asimismo, mejorar la aten­
ción preparto, durante el mismo, lactancia y primera infancia tiene importantes efectos 
sobre la reproducción, lo que afecta a la baja tasa de natalidad.

c. Evitar las filtraciones de recursos.

Por otra parte, en muchas ocasiones programas destinados a los sectores que se en­
cuentran por debajo de la línea de pobreza tienden a favorecer a quienes no son los más 
necesitados. En la tarea de evitar esa filtración de recursos debe tenerse presente que 
cuanto mayor sea el volumen de los considerados “pobres” también será mayor el peso 
de quienes no son pobres críticos. Pueden aparecer ubicados debajo de la línea de po­
breza, especialmente en situaciones de crisis económica aguda, sectores que habitual­
mente no son pobres. En esos casos, el peso de los más pobres se reduce. Y, como es 
sabido, éstos suelen estar atomizados y tienen poca capacidad de organización y de de­
fensa de sus propios intereses (Franco, 1982). En tal situación los mayores receptores 
de los beneficios aportados por los programas gubernamentales suelen ser grupos que 
solo han quedado por debajo de la línea de pobreza a consecuencia de la elevación de 
la misma.
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Los anteriores comentarios llevan a destacar la necesidad de fijar la población-obje­
tivo de un proyecto teniendo en cuenta el monto de los recursos disponibles. Como és­
tos siempre son escasos, el criterio de pobreza debe ser exigente pues solo así se logrará 
utilizarlos realmente en quienes más los necesitan.

5. Facilitar el acceso a las prestaciones sociales, es decir, lograr que los servicios se 
usen.

Se vio en el punto anterior que defectos en la oferta pueden hacer que los potenciales 
destinatarios terminen no recibiendo los bienes y servicios que les están destinados. 
Por el lado de la demanda, también es posible tomar medidas que podrían facilitar el 
acceso a los servicios.

a. Suministrar información sobre los servicios existentes.

En muchos casos, el no uso del servicio deriva de la ignorancia de su existencia. A los 
usuarios les falta, en general, información adecuada de lo que se ofrece en el “mer­
cado” de servicios. La solución más obvia sería educar al presunto cliente y darle la 
información que necesita. Por ejemplo, puede recordarse que en Gran Bretaña se pu­
blica periódicamente la Consumer’s Guide to the British Social Services (Wilnot 
1967,1971,1973,1974,1975,1976,1978). En la actualidad, parece más conveniente 
la utilización de los medios de comunicación de masas no solo para difundir la exis­
tencia de ciertos servicios, sino para que ellos mismos sean instrumentos de difusión 
de mensajes destinados a mejorar las condiciones de educación y salud de la pobla­
ción. No se trata solo de promover sistemas de radio o televisión destinados a la ense­
ñanza, sino pensar en que se requiere utilizar todos los medios de difusión (que son 
concesiones estatales a particulares) para que cumplan con la función social de con­
tribuir al mejoramiento de las condiciones de vida de las grandes mayorías del país. 
En general, estos medios que están disponibles, no se utilizan con la intensidad que de­
bieran.

Pero sucede que, en la mayoría de los casos, no basta con informar a los potenciales 
usuarios de que existe el servicio. Ellos requieren apoyo para moverse en el laberinto 
burocrático, donde las múltiples agencias siguen procedimientos disímiles. Vale de­
cir, se necesita que haya alguien que asuma el papel de negociador, en representación 
del cliente, con todas las consecuencias negativas que ello puede tener al generar de­
pendencia.

b. Superar obstáculos culturales.

En ocasiones las autoridades, con las mejores intenciones, deciden prestar cierto tipo 
de servicios, pero no tienen en cuenta los obstáculos culturales que pueden levantarse 
frente a esa política. La recepción de los servicios puede implicar un cambio de actitud 
o de prácticas tradicionales arraigadas y, por lo mismo, esa política será objeto de con­
troversia. El ejemplo más dramático, en tal sentido, tal vez sea el de la película boli­
viana Sangre de cóndores, basada en hechos reales relacionados con el intento de apli- 
cación de políticas de control de la natalidad.

c. Reducir los costos para los usuarios.
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También es usual que las autoridades consideren que están prestando un servicio “gra­
tuito” porque el erario público sufraga el cien por ciento de los gastos previstos en el 
proyecto. Sin embargo, ello no quiere decir que la recepción de la prestación sea gra­
tuita para el beneficiario. En muchas ocasiones debe incurrir en costos directos o indi­
rectos para acceder a ella, que pueden desestimularlo a recibir ese servicio.

Así la educación pública “gratuita” tiene costos en libros, cuadernos, ropa adecuada 
para asistir a la escuela, matriculas por exámenes, la merienda, el transporte, u otras 
múltiples formas. El Banco Mundial en un estudio sobre Malasia concluyó que las fa­
milias que enviaban a sus hijos a la escuela debían gastar US $ 47 en caso de la ense­
ñanza primaria y US $ 123 en la enseñanza secundaria por cada estudiante en la edu­
cación gratuita.

Para las familias de modestos recursos el mantener a sus hijos en las escuelas tiene un 
costo de oportunidad importante. En el agro, esos niños podrían estar trabajando junto 
a sus padres. En la ciudad, se convertirían en perceptores de ingresos por diversas vías, 
algunas de ellas tal vez delictivas. Por lo mismo, si se quiere lograr la permanencia en 
la escuela de tales niños se requiere no sólo la educación gratuita, sin costos indirectos 
como los mencionados precedentemente, sino incluso pensar en algún otro tipo de 
subsidio que haga atractiva la permanencia en clases tanto para los propios niños como 
para su familia.

d. Considerar las estrategias de sobrevivencia de las familias.

Desde hace algún tiempo se habla en América Latina del tema de las estrategias de so­
brevivencia (concepto originado en Duque y Pastrana 1973), pero normalmente no es 
tenido en cuenta cuando se preparan las políticas sociales, pese a la importancia que 
tiene. Se mencionó la existencia de diversos sectores de la política social. El llamado 
“informal” está conformado, justamente, por las prestaciones sociales que se llevan 
a cabo en el seno de la familia.

Por ello cualquier programa impulsado por el sector público social debería tener en 
cuenta la forma de actuación y de repartición de los bienes que es propia de ese otro 
sector. Así, puede mencionarse el caso de la evaluación del Programa de Promoción 
Social Nutricional de la República Argentina, en el cual se encontró, entre otros hallaz­
gos, que niños participantes del Programa habían aumentado su grado de desnutrición 
durante el desarrollo del mismo. Una investigación en profundidad permitió compro­
bar que ello se debía a que la distribución de los alimentos en él hogar se hacía exclu­
yendo al niño al considerarse que ya había sido alimentado en la escuela, donde solo 
se le brindaba un complemento nutricional, con menos calorías y proteínas que las que 
recibía en su casa con anterioridad (Cohen-Franco 1988).

6. Mejorar la capacidad de administración de los programas sociales.

Un problema central de la puesta en práctica de políticas públicas en América Latina 
es la administración de los programas y proyectos. Como se mencionó, las grandes re­
formas administrativas que se han intentado realizar en muchos de estos países han fra­
casado en general. Parece más adecuado, por tanto, postular simplemente avances par­
ciales y, en esta línea, se sugieren algunas orientaciones.
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a. Evitar duplicaciones y coordinar de las instituciones.

Un problema típico de las políticas sociales es su descoordinación. Como se ha visto, 
en muchos casos los mismos criterios de asignación de recursos conducen a la frag­
mentación de las políticas, a que ellas aborden parcialmente, según su especialización 
funcional o sectorial, aspectos de una problemática que suele ser única, la pobreza. 
Esos criterios hacen que organismos pertenecientes a diferentes sectores del Estado 
se encarguen de la aplicación (nacional, provincial, municipal), de la política, o dirijan 
sus acciones a diferentes poblaciones. Asimismo, las acciones concretas suelen adop­
tar modalidades diferentes (asistenciales, curativas, preventivas, e tc .) y se recurre, 
además, al empleo de medios también distintos. En unos casos, el gobierno presta di­
rectamente el servicio; en otros, promueve la actividad del sector privado, mediante 
subvenciones o mecanismos que lo incentiven a realizar tal tipo de actividades.

Las posibilidades de coordinar tales esfuerzos son dificultosas y, a menudo, los esfuer­
zos resultan estériles. Cada organización tenderá a considerar esencial el servicio que 
ella presta, y percibirá a las otras agencias como potenciales competidoras, más que 
como colaboradoras. Tal manera de ver no es errónea si se piensa que los fondos que 
las nutren a todas ellas provienen de la misma fuente, por lo que si aumentan los otor­
gados a uña, ello implica que otra no los recibirá -como en un juego de suma cero- con 
la consiguiente pérdida de puestos de trabajo y de influencia para la agencia perjudi­
cada.

La necesidad de coordinación en las políticas sociales desemboca, inevitablemente, 
en los problemas de la autoridad y de la articulación de las instituciones que actúan en 
el campo social. Estas cuestiones suelen ser las menos visibles y las que mayor impac­
to tienen sobre la capacidad operativa de las políticas sociales.

El nudo de la cuestión no radica en la tendencia a fundar continuamente nuevas insti­
tuciones para la ejecución de los programas sociales, sino en la dificultad de jerar­
quizar las funciones. La fragmentación sectorial acentúa la tendencia a las prioridades 
horizontales, en que todo es igualmente importante, y se mantienen prioridades de 
épocas en que los problemas eran diferentes. Lo que falta, en rigor, es la autoridad real 
que disponga qué debe hacerse primero. A menudo, el sector social está a cargo de di­
versos organismos o personas que no siempre coinciden en los objetivos o en la mo­
dalidad de su ejecución y que incluso en ocasiones llegan a ser antagónicos.

La solución habitual trata de coordinar instituciones, recurriendo a la creación de co­
mités o comisiones, cuya función sería limitar las autonomías burocráticas, planificar 
conjuntamente la actuación de las instituciones y distribuir los fondos existentes para 
abordar los nuevos programas. En la práctica, tales comités suelen carecer de efecti­
vidad. Se trata, en definitiva, entre otras consideraciones, de adoptar decisiones de na­
turaleza política, en un ambiente en que ninguno de los miembros obtiene gratifica­
ciones de realizar la tarea, ni tampoco es castigado por no llevarla adelante. En conse­
cuencia, prefiere orientar su tiempo a otras actividades donde los réditos políticos pue­
dan ser mayores. En muchos casos, incluso, resulta difícil lograr que los miembros de 
la comisión asistan a sus reuniones.

Por otro lado, esas comisiones se convierten en nuevas áreas de confrontación de per­
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sonas y grupos, en foros de negociación y escenarios donde los sectores sociales, por 
cuenta propia o por interpósita persona, a través de las diferentes burocracias, ejercen 
presión en defensa de sus propios intereses, estrategias y objetivos. Dichas situaciones 
dejan en claro que la burocracia está ligada a los grupos y que su principal objetivo au­
tónomo es su propia conservación.

Lo que falta, en rigor, es autoridad efectiva para establecer prioridades reales. A menu­
do, el sector social es dirigido por diversas autoridades que no siempre coinciden en 
los objetivos o en la modalidad de su ejecución y que llegan a ser, a veces, rígidamente 
antagónicas. La solución de los comités puede ser meramente formal. Tampoco es ne­
cesariamente mejor la creación, postulada a menudo, de un ministerio especial para 
dirigir al sector ya que, en ese caso, todo se jugará en la autoridad real de quien ocupa 
el cargo (Solad et al. 1980).

b. Crear una red descentralizada y desconcentrada de servicios sociales.

En consonancia con una política basada en los criterios de la prestación selectiva de 
servicios sociales, el Estado tiene que estar organizado de modo descentralizado y des­
concentrado.

i. Descentralizar la toma de decisiones. Una característica sobre la que se ha insistido 
mucho últimamente es el carácter centralizador del Estado en América Latina. Podrían 
encontrarse muchas razones para ello, no solo de tipo económico, sino también histó­
rico y cultural (Franco 1982). En el momento actual parece especialmente relevante 
realizar un esfuerzo por trasladar la capacidad de tomar decisiones a instancias descen­
tralizadas. Ello permitirá que se decida con mayor conocimiento de la realidad espe­
cífica, que se logre una mayor participación de los que serán directamente afectados 
por la medida tomada, y que se facilite también el control de los administradores.

Este proceso incluye la desconcentración de los servicios sociales. Ello, sin duda, pue­
de contribuir positivamente a impedir el paralelismo administrativo, las deficiencias 
burocráticas, o la total descoordinación de los organismos administrativos.

En ocasiones se ha pretendido estar llevando adelante un proceso de descentraliza­
ción, cuando en realidad de lo que se trataba era de traspasar los problemas a las regio­
nes, sin hacer lo propio con los recursos, que se mantenían en poder del gobierno cen­
tral. Obviamente, no es eso lo que se está postulando aquí. La descentralización es un 
reclamo generalizado en todo el continente. Pero no basta con efectuar concesiones 
formales en tal sentido; se requiere la descentralización real de recursos, aunque sean 
escasos.

ii. Fortalecer los municipios. América Latina es un continente con municipalización 
insuficiente. Ello tiene enormes consecuencias negativas tanto en el mundo rural co­
mo en las áreas metropolitanas, en especial en las periferias urbanas.

Entre otros elementos importantes, hay que reconocer que el proceso de municipali­
zación tiende a favorecer el desarrollo de la sociedad política y es, probablemente, uno 
de los canales fundamentales para la consolidación de la democracia.



Pero es necesario también ser cuidadosos en lo que se pretende de este proceso. Así, 
no puede pretenderse que la municipalización metropolitana sea una panacea que so­
lucione los grandes problemas de dichas áreas (tránsito, medio ambiente, etc.). A lo 
más, puede vincular a la población con las instancias donde se resuelven los proble­
mas que las afectan.

El fortalecimiento del régimen municipal supone también la organización de una pla­
nificación participativa que facilite la coordinación de los servicios y la distribución 
o localización de los mismos.

c. Obtener la colaboración de los usuarios.

El rasgo más específico de las políticas sociales es que, en su fase de ejecución, re­
quieren contar con el apoyo, la colaboración, la aceptación de los usuarios. Las presta­
ciones sociales son continuas, lo que exige una necesaria relación entre una buro­
cracia, pública o privada, y los usuarios. Cualquiera sea el tipo de política social preva­
leciente, quienes elaboran las decisiones sociales siempre reclaman el apoyo de los 
usuarios. Incluso en el caso de políticas selectivas, dirigidas a poblaciones determina­
das también se requiere contar con una respuesta social organizada o cuasiorganizada. 
Asilo comprueban las experiencias de subsidio habitacional dirigidas a los grupos en 
situación de pobreza crítica y la atención primaria de salud.

Es en el mundo marginal donde surge la participación en su forma típica, aun cuando 
siempre exista la necesidad de participación, adoptando en cada caso formas diferen­
tes. En unas, como la provisión de vivienda, se da como autoayuda (Tumer 1977; Tur- 
ner y Richter 1976). En la enseñanza, la moda de la educación participativa espera y 
exige de quienes reciben la enseñanza una actitud diferente, no meramente receptiva 
(Carióla 1980). Como en estos ejemplos, bajo diferentes formas, toda política social 
exige que los usuarios de los servicios o los que reciben la ayuda, tengan una actitud 
activa y positiva respecto de los beneficios que se les entregan. Esto marca una dife­
rencia respecto de otras políticas y muestra una dificultad en obtener resultados exi­
tosos.

Para consolidar una red descentralizada de servicios sociales se requiere lograr la par­
ticipación activa y consciente de los grupos sociales en las regiones y comunas. Inte­
resa, sobre todo, que allí pueda expresarse la demanda marginal y que ella se vincule 
directamente a los procesos democráticos de adopción de decisiones. El ideal sería que 
la ciudadanía votara por los diferentes proyectos que están en consideración y resol­
viera cuál le conviene más. Nadie sabe mejor que los interesados aquello que les sirve.

Hay que lograr la colaboración activa de los usuarios en las diferentes etapas de diseño, 
elaboración y ejecución de la política social. Una de las vías para lograrlo, que des­
borda los márgenes tradicionales de la participación, es la gestión de los organismos 
de la seguridad social por los propios usuarios. Dado el monto de los recursos que ellos 
acumulan, su capacidad de inversión, y el papel que les ha correspondido en el manejo 
de los servicios de atención sanitaria, los fondos previsionales pueden constituir un 
mecanismo de especial trascendencia para crear nuevas formas de propiedad social.

De hecho, un nuevo tercer sector de la economía, diferente de las propiedades privada
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y pública clásicas, está surgiendo en diferentes países de la región, y a! mismo pueden 
contribuir los fondos de capitalización que pertenezcan a los afiliados a la previsión, 
a los sindicatos y a las cooperativas. Dentro de las perspectivas de transformación es­
tructural latinoamericana, ésta merece especial atención (Cohén et al. 1988).

d. Lograr la persistencia y la continuidad de las políticas sociales básicas.

La persecución de la austeridad, la vocación por la innovación que marque la presencia 
en un determinado cargo, u otras razones tienden a ir contra la persistencia de las polí­
ticas sociales. En muchas ocasiones, resulta vital el darles continuidad. Así, por ejem­
plo las medidas destinadas a sacar a niños de la desnutrición no dan resultados inme­
diatos. Es necesario mantenerlas durante un cierto período. Por tiempos menores, el 
resultado de las acciones es igual a cero. Se trata entonces de esfuerzos y recursos per­
didos. Si no se va a mantener la política por el tiempo que es necesario técnicamente 
para producir el impacto buscado, más vale no iniciarla (Cohen-Franco 1988).
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De acuerdo a los indicadores sociales que diferentes organismos e instituciones vienen 
presentando en los últimos años, los países de América Latina se enfrentan a un gran 
dilema. Realizar una profunda transformación desde la base de su sistema político, 
formulando un proyecto que relance el desarrollo económico y social de una manera 
participativa e integral o enfrentar una acelerada descomposición de sus instituciones 
y de sus patrones de gobemabilidad.

En este contexto, la gobemabilidad debe ser entendida no solo como una capacidad 
técnica y/o política de control de los procesos sociales tal como ellos se presentan en 
la coyuntura y dentro de un margen aceptable de tensión o conflicto, sino como la 
aptitud para introducir los cambios necesarios (económicos, técnológicos, de partici­
pación) y avanzar de manera coherente hacia metas políticas sin situaciones dramá­
ticas de dislocación social. Es decir, se trata de un concepto dinámico referido a la 
capacidad social de autocorrección en la consecución de las metas.

Por ello, la gobemabilidad es un concepto referido a la política como proyecto y no 
a los mecanismos de gobierno, entre ellos la eficacia de la administración, aunque esta 
última sea un componente fundamental de los niveles de gobemabilidad. La racio­
nalidad y la pericia de la administración estatal son elementos claves de la gestión de 
gobierno, pero la gobemabilidad se refiere a la forma en que el cuadro de problemas 
y situaciones se expresa en el cuerpo social y a la manera como el sistema político 
selecciona objetivos y metas y gestiona los recursos económicos y políticos.

Las actuales circunstancias que vive la región, con una profunda caída de las tasas de 
bienestar económico y una pérdida acelerada del control efectivo de la conducta de los 
diversos actores sociales por parte del Estado, se deben, no tanto a una carencia técnica 
en la selección de los métodos para enfrentar un cuadro social complejo y dinámico, 
sino, fundamentalmente, a una falta de objetivos políticos que den coherencia a un 
proyecto de desarrollo nacional. Habida consideración de los profundos cambios eco­
nómicos y sociales que se han operado en el campo internacional y a la heterogeneidad 
interna.

Estas reflexiones iniciales tienen, a nuestro juicio, un profundo significado respecto 
del tratamiento del tema de las políticas sociales, pues ellas, en este contexto, no deben 
ser tratadas bajo el prisma de la ecuación costo-eficiencia sino fundamentalmente de 
la reforma política.

El problema aparece muy claro cuando se plantean cuestiones específicas como el 
contexto macroeconómico de las políticas sociales, es decir, la coherencia que ellas 
tienen con la decisión de actuación en los campos monetario, gasto fiscal, inversiones, 
y otros. O cuando se discuten temas más puntuales todavía como el tamaño, la for­
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taleza y las formas en que actúa el Estado en el campo de las políticas sociales, la 
selección de metas y objetivos, o la identificación de los grupos beneficiarios y la 
forma en que estos participan en el diseño y ejecución de las políticas.

En este sentido, las políticas sociales, es decir, un diseño coherente y con voluntad 
política de ellas, tiene mucho que ver con la reforma del sistema político.

El cuadro social de la región

El terrible deterioro de las indicadores sociales de la región no debe ser interpretado 
como una simple curva estadística. Lo fundamental de las cifras es que representan la 
inviabilidad del sistema político, tal como está funcionando, para potenciar cambios 
y atender a una creciente y compleja cantidad de demandas.

Todas las actividades que cubren lo que tradicionalmente se denomina políticas so­
ciales, esto es, salud, vivienda, educación, empleo y seguridad social, se presentan co­
mo una mancha crítica en la sociedad latinoamericana.

Según UNICEF "los efectos combinados del estancamiento del comercio exterior, la 
caída de los precios, la disminución de la ayuda, la creciente deuda externa y el des­
censo sostenido de los créditos privados, han producido una detención 0 retroceso del 
desarrollo económico en muchos países. Entre 1980 y 1985 el ingreso medio des­
cendió en 17 de los 23 países de América Latina (...) en un 9%} Los esfuerzos 
gubernamentales se han concentrado en la aplicación de políticas de corto plazo 
destinadas a devolver un equilibrio mínimo a las economías, a través de mecanismos 
como recortes presupuestarios en las áreas de políticas sociales, devaluaciones y 
restricciones de crédito, que tienen un fuerte impacto negativo en los sectores de 
menores ingresos.

Ello ha llevado a una situación de riesgo alimentario a una gran porción de la 
población, al deterioro de los salarios reales, a la precariedad de los servicios de salud, 
vivienda y educación, a una absolutamente insuficiente cobertura de seguridad social, 
todo lo cual toma dramática la situación.

Desde 1972-1974, época denominada como de "crisis de escasez" por la FAO, el 
problema de la seguridad alimentaria ha ocupado un lugar importante en los foros 
internacionales y, supuestamente, ha sido un punto central en las políticas guberna­
mentales de la región. Desde esa época y en menos de una década, se pasó de un déficit 
a una sobreoferta de alimentos a nivel mundial, cosa que permitió una reposición de 
los inventarios, y un descenso en los precios de los principales alimentos en el mercado 
internacional. Pero, cuestión muy significativa, el acceso universal a los alimentos por 
parte de la población siguió siendo un problema, y, más aún, se agudizó. Es decir, el 
ingreso disponible para consumo alimentario en amplios sectores de la población 
siguió siendo insuficiente para satisfacer sus mínimas necesidades nutricionales.

1 UNICEF. Estado Mundial de la Infancia-1987, Nueva York, 1987, pág. 2 y siguientes.
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De acuerdo a datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, 
CEPAL, cerca del 44% de la población latinoamericana, es decir, alrededor de dos­
cientos millones de personas, están en el subconsumo alimentario.

Cuadro 1
Estimaciones de la desnutrición y demanda insatisfecha, 

alrededor de 1980 (En porcentajes)

Ingesta calórica por debajo de

1,4 TMB* Norma básicab

Argentina (1982) 5,6 17,9
Brasil (1984)' 24,2 46,0
Colombia (1982) 24,8 48,0
Chile (1982)' 12,5 35,2
Guatemala (1979-1981) 38,7 62,9
Honduras (1982)' 41,3 61,4
México (1977) 25,5 43,3
Panamá (1982) 13,1 48,4
Perú (1978) 40,5 61,8
Venezuela (1982) 12,7 37,5

Fuente: Elaborado por la División Agrícola Conjunta CEPAL/FAOabase de antecedentes estadísticos 
de la distribución del ingreso, CEPAL Serie Distribución del Ingreso; para Brasil, República Federativa 
do Brasil, Programa de A?ao Govemamental.

a 1,4 veces Tasa de Metabolismo Basal.
b J. C. Feres y A. León, "Determinación de las necesidades de energía y proteínas para nueve países 

de América Latina", CEPAL (fotocopia), Santiago, 1988. 
c Norma básica estimada a partir de la relación entre los valores del estudio citado y los calculados 

por Altimir (1979) para países con características demográficas semejantes.

Los problemas de seguridad alimentaria se deben, fundamentalmente a una injusta 
distribución de ingresos en la sociedad, lo que vinculado a dificultades de producción 
alimentaria para consumo interno, la convierten en una de las situaciones de más difícil 
reversión, con un fuerte impacto sobre la salud y el desarrollo educacional de los países 
de la región.

Según el Banco Mundial, países como Brasil, Argentina, México, Venezuela o Perú, 
presentan una concentración en la distribución del ingreso en que el 20% más alto de 
la población se lleva entre el 55 y el 60% del ingreso nacional.2

2 Banco Mundial. Informe sobre el Desarrollo Mundial 1988. Washington, 1988, págs. 306-307.



Cuadro 2
Tasa de crecimiento de la ingesta calórica 

per cápita para consumo humano* 
1960-1985

1960-1970 1970-1980 1980-1985

Centroamérica 0,8 0,5 0,6
Caribe (excepto Cuba) 0,7 0,5 0,6
Cuba 1,5 1,0 2,1
Países andinos 0,3 0,8 -0,1
Cono sur 0,6 -0,2 -0,4
Brasil 0,7 0,6 0,1
México 0,6 1,2 0,8
América Latina y el Caribe 0,6 0,6 0,2

Fuente: Elaborado por la División Agrícola Conjunta CEPAL/FAO, a base de información de la FAO, 
Supply-utilization accounts.

a Tasas anuales entre los trienios 1961-1963,1969-1971,1979-1981 y 1983-1985.

La situación de la salud en la región presenta, también, un cuadro crítico.

Según estadísticas de UNICEF, más de un tercio de la población no tiene acceso a los 
servicios de salud, siendo la población rural la más afectada, con casos extremos como 
los de Ecuador, Bolivia o Argentina en que los porcentajes de población rural sin 
acceso a servicios de salud alcanza al 70, 64 y 79% respectivamente.3

La situación de la vivienda es igualmente difícil. Según un estudio de PREALC, y de 
acuerdo a los patrones habituales de medición, se estima que una población total de 
364 millones de personas ocupaban hacia 1980 46,7 millones de viviendas, de las 
cuales no menos de la mitad de las rurales y un tercio de las urbanas precisaban ser 
reconstruidas o mejoradas. Siguiendo esa pauta, para saldar el déñcit acumulado y 
proporcionar a las nuevas familias una vivienda aceptable en los próximos 20 años, 
habría que construir en el período más de 89 millones de viviendas, que a un costo 
promedio de 5.000 dólares USA para la población de ingresos bajos (50%) y de 25.000 
para el resto, daría un esfuerzo anual igual a 66.750 millones de dólares.4

Según el mismo estudio, es evidente que si se revisan los criterios de análisis, bá­
sicamente la calificación de la calidad de los materiales y la capacidad de la vivienda,

3 UNICEF. Estado Mundial de la Infancia 1989. Nueva York 1989. Págs. 98 y 99.
4 Durán Hernán y Soza, Segio. "Consideraciones acerca del problema de la vivienda en América 

Latina" PREALC/OIT. Monografía sobre empIeo/36 Marzo de 1984.
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el volumen del déficit debe disminuir y por consiguiente el esfuerzo a realizar, pero 
se mantiene en niveles muy significativos.

El problema se acentúa si se vincula con los patrones de asentamiento de América 
Latina que demuestran que para fines de siglo más de las dos terceras partes de la 
población vivirá en ciudades de más de20.000habitantes, más del 50% de la población 
urbana se concentrará en no más de 40 ciudades y América Latina tendrá 3 de las 10 
ciudades más grandes del mundo: México, Sao Paulo y Río de Janeiro.5

La situación de la producción, el empleo y los salarios se presentan tan críticas como 
las anteriores.

En el transcurso del año 1988 el PIB por habitante disminuyó en 1.5% en promedio, 
con casos extremos como los de Trinidad Tobago 39%, Bolivia24%, Venezuela 15%, 
Perú 14% y México 11%.

Cuadro 3 
América Latina y el Caribe: 

evolución del producto interno bruto por habitante

Tasas anuales de crecimiento Variación
acumulada

1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988* 1981-1988*

América Latina 
(excluye Cuba)

-3,5 -4,7 1,4 1,4 1,6 0 3 -13 -6,6

Países exportadores 
de petróleo

-3,1 -7,5 0,1 -0,1 -33 -0,9 -1,4 -123

Boliv’a -6,9 -9,0 -3,0 -2,8 -5,6 -0,3 -03 -26,3
Ecuador -1,8 -4,0 1,8 1,9 0,5 -113 5,0 -7,6
México -3,0 -6,5 i 3 0 3 -6,1 -0,8 -1,7 -10,6
Perú -2,3 -14,1 2,1 -0,3 6 3 3,8 -9,8 -13,6
Trinidad y Tobago -13 -15,0 -6,4 -3,3 -53 -8,1 -53 -38,6
Venezuela -4,0 -8,1 -4,2 -1,4 4,0 0,3 2 3 -14,6

Países no exportadores 
de petróleo

-3,7 -2,9 2,2 2 3 4,6 1,0 -13 -2,9

Argentina -7,2 1,1 0,8 -5,8 4,4 0,3 -0,8 -15,2
Barbados -5,2 0,0 3 3 0,6 4,8 1,4 2,1 4 3
Brasil -1,4 -4,6 3,4 6,0 5,8 0,7 -23 13
Colombia -1,1 -03 1,6 1,6 3,7 3,3 1,9 l l , l
Costa Rica -10,0 -0,3 4,8 -2,1 2,4 1,7 0,4 -8,7
Cubab 3,3 4,3 6,5 3,9 0,3 -4,7 1,0 33,1
Chile -14,5 -2,2 4,3 0,7 3,6 3,7 4,5 1,9
El Salvador -6,5 -0,3 1,3 0,5 -13 0,8 -0,8 -153
Guatemala -6,1 -5,4 -2,8 -3,3 -2,6 0 3 0,6 -193

5 Coulson, Eric. Entidades de Financiamiento para la vivienda del mercado informal. "Revista 
Interamericana de Planificación. Volumen XX No. 80, Diciembre de 1986.
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Cuadro 3 (continuación)
América Latina y el Caribe:

evolución del producto interno bruto por habitante

Tasas anuales de crecimiento Variación
acumulada

1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988* 1981-1988*

Guyana -12,6 -11.7 0,3 -0,8 -1,6 -1,1 __ — -,
Haití -5,2 -1.2 -1.4 -1.3 -1,3 -2,4 -6,8 -21,7
Honduras -5,4 -3,6 -1.2 -1,9 -0,9 0,9 -0,2 -14,1
Jamaica -1.5 -0,4 -2,2 -6,9 1,0 4,1 1,4 -2,8
Nicaragua -4,0 1.2 -4,8 -7,3 -3,9 -1,7 -12,1 -27,4
Panamá 2,7 -2.2 -2,6 2,6 1,3 0,0 -26,6 -24,0
Paraguay -4,0 -6,0 0,0 0,9 -3,3 1,4 3,1 -3,0
República Dominicana -1.1 2,5 -2,0 -4,1 0,8 5,5 -1,3 1,4
Uruguay -10,7 -6,6 -2,0 -0,6 6,3 4,5 -0,8 -9,8

Fuente: CEPAL, sobre la base de cifras oficiales de producto interno bruto. Las cifras de población 
corresponden a estimaciones del CELADE.

a Estimaciones preliminares sujetas a revisión, 
b Se refiere al concepto de producto social global.

Según CEPAL, además, el promedio de inflación alcanzó el 470% con un repunte 
generalizado en todo el continente, mientras los salarios medios reales experimen­
taron un fuerte deterioro, principalmente en actividades como agricultura o construc­
ción, en las que participan trabajadores pertenecientes a los grupos más pobres de la 
sociedad.

Cuadro 4 
América Latina y el Caribe: 

evolución de las remuneraciones medias reales

1980 1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988*

Indices promedios anuales (1980 = 100)

Argentina*1
Brasil

100,0 89,4 80,1 100,5 127,1 107,8 109,5 103,0 97,9

Río de Janeiro* 100,0 108,5 121,6 112,7 105,1 112,7 121,8 102,4 99,8
Sao Paulo1* 100,0 104,7 107,2 94,0 97,9 120,4 150,7 143,2 147,5

Colombia* 100,0 101,4 104,8 110,3 118,5 114,9 120,2 119,7 119,0
Costa Ricaf 100,0 88,3 70,8 78,5 84,7 92,2 97,8 — —
Chile* 100,0 108,9 108,6 97,1 97,2 93,5 95,1 94,7 100,9
México*1 100,0 103,5 104,4 80,7 75,4 76,6 72,3 72,8 —
Perú* 100,0 98,3 100,5 83,7 70,1 59,6 75,5 80,0 52,7
Uruguay' 100,0 107,5 107,1 84,9 77,1 88,1 94,0 98,5 100,8
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Cuadro 4 (continuación)
América Latina y el Caribe:

evolución de las remuneraciones medias reales

1980 1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988*

Variación porcentual11

Argentina
Brasil

11,8 -10,6 -10,4 25,4 26,4 -153 1,6 -5,9 -5,0

Río de Janeiro 5 3 8,5 12,1 -7,3 -6,7 7 3 8,1 -16,0 -12,8
Sao Paulo 8,0 4,7 2,4 -123 4,1 23,0 253 -5,0 4,6

Colombia 0,8 1,4 3,7 5,0 7,3 -3,0 4,9 -0,4 -0,6
Costa Rica 0,8 -11,7 -19,8 10,9 7,8 8,9 6,1 — —
Chile 9,0 8,9 -0,2 -10,7 0,1 -3,8 1,7 -0,3 6,7
México -2,9 3,5 0,9 -22,7 -6,6 1,6 -5,6 0,7 —
Perú 12,4 -1,7 2,3 -16,7 -153 -15,0 26,7 6,0 -34,5
Uruguay -0,4 7,5 -0,3 -20,7 -93 14,1 6,7 4,8 2,3

Fuente: CEPAL, sobre la base de información oficiales.

a Cifras preliminares *
b Salarios totales medios mensuales en la industria manufacturera. Promedio de doce meses. 1988, 

promedio enero-septiembre, 
c Salarios medios en la industria de base, deflactados por el IPC de Río de Janeiro. Promedio de doce 

meses. 1988, promedio enero-mayo, 
d Salarios medios en la industria manufacturera en el Estado de Sao Paulo, deflactados por el índice 

de costo de vida de la misma ciudad. Promedio de doce meses. 1988, promedio enero-septiembre, 
e Salarios obreros en la industria manufacturera, excepto trilla de café. Promedio de doce meses. 1988, 

promedio enero-julio, 
f  Remuneraciones medias declaradas de los adscritos al seguro social.
g Remuneraciones medias de los asalariados en los sectores no agrícolas. Promedio de doce meses.

1988, promedio enero-octubre, 
h Salarios medios en la industria manufacturera. Promedio de doce meses,
i Salarios obreros del sector privado en Lima Metropolitana. Promedio febrero, mayo, agosto y 

noviembre. 1987, promedio de doce meses. 1988, enero-octubre, 
j Indice de salarios medios reales. Promedio de doce meses. 1988, promedio enero-septiembre, 
k Respecto a igual periodo del afio anterior.

La disminución de los salarios ha sido particularmente dramática en países como 
Argentina, Venezuela, México, Ecuador y Brasil, afectando de manera especial al 
salario urbano, lo que junto a las drásticas políticas de ajuste aplicadas provocó vio­
lentos estallidos en Venezuela y Argentina, que perfectamente pueden volver a re­
petirse.
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Cuadro 5
América Latina y el Caribe:

evolución del salario mínimo real urbano

1980 1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988a

Indices promedios anuales (1980 = 100)

Argentina1* 100,0 97,8 97,8 136,9 167,7 117,1 111,1 122,3 95,8
Brasil* 100,0 104,4 104,9 93,0 86,0 88,8 87,1 71,2 67,1
Colombia* 100,0 98,9 103,6 107,9 113,5 109,4 114,2 113,0 111,3
Costa Rica* 100,0 90,4 85,9 99,3 104,4 112,2 118,7 18,6 116,5
Chile* 100,0 115,7 117,2 94,2 80,7 76,4 73,6 69,1 73,4
Ecuador* 100,0 86,2 75,9 63,6 62,8 60,4 65,0 61,4 53,6
México*1 100,0 101,9 92,7 76,6 72,3 71,1 64,9 60,6 53,6
Paraguay* 100,0 103,9 101,9 94,2 93,8 99,6 108,3 122,6 134,2
Perú1 100,0 84,2 77,8 89,2 69,0 60,3 62,5 64,0 60,1
Uruguayk 100,0 103,4 104,6 89,6 89,9 94,1 88,3 91,1 85,6
Venezuela1 100,0 86,2 78,5 73,9 66,5 96,8 92,3 95,3 76,2

Variación porcentual"1

Argentina 17,3 -2,2 0,0 40,0 22,5 -30,2 -5,1 10,1 -21,8
Brasil 2,6 4,4 0,5 -11,3 -7,5 3,3 -1,9 -18,3 -7,4
Colombia 2,5 -1,1 4,8 4,1 5,2 -3,6 4,4 -0,1 -3,0
Costa Rica 1,4 -9,6 -5,1 15,7 5,2 7,4 5,8 0,0 -2,5
Chile 0,3 15,6 1,3 -19,6 -14,4 -5,3 -3,6 -6,1 6,1
Ecuador 65,5 -13,8 -11,9 -16,2 -1,3 -3,8 7,6 -5,5 -12,6
México -6,7 1,9 -9,0 -17,4 -5,6 -1,7 -8,8 -6,6 -11,6
Paraguay 8,2 3,9 -1,9 -7,5 -0,5 6,2 8,7 13,2 9,5
Perú 23,8 -15,8 -7,6 14,7 -22,7 -12,6 3,6 2,5 -3,1
Uruguay -4,6 3,4 1,2 -14,3 0,3 4,7 -6,2 3,2 -6,0
Venezuela 62,8 -14,1 -8,9 -5,9 -10,0 45,5 -4,7 3,4 -22,2

Fuente: CEPAL, sobre la base de información oficiales, 

a Cifras preliminares
b Salario mínimo nacional. 1988, promedio enero-octubre.
c Salario mínimo para la ciudad de Río de Janeiro, deflactado por el IPC correspondiente. 1988, 

promedio enero-octubre, 
d Salario mínimo para los sectores urbanos altos. 1988, promedio enero-octubre, 
e Salario mínimo nacional. 1988, primer trimestre, 
f  Ingreso mínimo 1988. promedio enero-octubre, 
g Salario mínimo vital general. 1989, promedio enero-octubre.
h Salario mínimo en ciudad de México, deflactado por el IPC correspondiente. 1988, enero-octubre,
i Salario mínimo en Asunción y Puerto Stroessner. 1988, promedio enero-noviembre,
j Salario mínimo en Lima Metropolitana para actividades no agropecuarias. 1988, enero-octubre,
k Salario mínimo nacional para mayores de 18 años. 1988, promedio enero-septiembre.
1 Salario mínimo nacional para actividades no agropecuarias. 1988, promedio enero-octubre,
m Respecto a igual período del año anterior.

44



El problema del desempleo abierto ha continuado creciendo, mientras el subempleo, 
respecto del cual existen pocas estadísticas se proyecta como una bomba de tiempo 
principalmente sobre las grandes ciduades, hasta alcanzar según estimaciones tasas de 
50 ó 60% de la PEA.

Cuadro 6
América Latina y el Caribe: desempleo urbano 

(Tasas anuales medias)

País 1980 1981 1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988

Argentina 2,6 4,7 5,3 4,7 4,6 6,1 5 3 5,9 6,5
Bolivia 7,1 5,9 8,2 8 3 6,9 5,8 7,0 5 3 11,7
Brasil 6,2 7,9 6 3 6,7 7,1 53 3,6 3,7 4,0
Colombia 9,7 8,3 9,1 11,7 13,4 14,0 13,8 11,7 11,4
Costa Rica 6,0 9,1 9,9 8 3 6,6 6,7 6,7 5,6 5 3
Chile 11,7 9,0 20,0 19,0 18,5 17,0 13,1 11,9 113
Ecuador 5,7 6,0 6,3 6,7 103 10,4 12,0 12,0 13,0
Guatemala 2,2 1,5 6,0 9,9 9,1 12,0 143 12,6 12,0
Honduras 8,8 9,0 9 3 9 3 10,7 11,7 12,1 13,0 13,1
Jamaica 13,8 11,2 14,3 13,1 12,1 10,9 10,9 8,6 8,7
México 4,5 4,2 4 3 6,6 5,7 4,4 4,3 3,9 3,6
Panamá 10,4 10,7 10,1 11,7 12,4 15,6 12,6 14,1 20,8
Paraguay 3,9 2 3 5,6 8,3 7,3 5,1 6,1 5,6 —
Perú 7,1 6,8 6,6 9,0 8,9 10,1 5,4 4,8 —
Uruguay 7,4 6,7 11,9 153 14,0 13,1 10,7 9 3 9 3
Venezuela 6,6 6,8 7,8 113 14,3 14.3 12,1 9,9 8 3

Fuente: CEPAL.

La situación de la salud y la educación, componentes centrales de las políticas sociales 
y del gasto público con efecto redistributivo, se ha deteriorado sensiblemente, mien­
tras se mantienen altos gastos en defensa.

Según el BID, países como Bolivia, Perú y Ecuador han experimentado fuertes 
contracciones en sus gastos sociales totales en el período comprendido entre 1980 y 
1985, panorama muy similar al de toda América Latina, con fuerte disminución 
principalmente en salud y educación.6

6 BID. Progreso Económico y Social enAmérica Latina. Informe de 1987. Washington 1987. 
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Cuadro 7
Gasto público en salud, educación y defensa. 

Porcentaje sobre el gasto total. Año 1986

Salud Educación Defensa

Bolivia 1,4 11,6 5,8
Perú* 6,2 18,5 27,6
Ecuador 7,3 24,5 11,8
Brasil 6,4 3,0 3,1
El Salvador 7,5 17,5 28,7
Rep. Dominicana 9,0 12,8 8,1
México 1,4 11,5 2,5
Paraguay 3,1 12,2 12,1
Venezuela 8,1 19,8 4,9
Argentina 1,3 6,0 5,2
Uruguay 4,8 7,1 10,2
Chile 6,0 12,5 10,7

*  Cifras para 1983.

Fuente: UNICEF, Estado Mundial de la Infancia, 1989.
Tabla 6: Indicadores económicos, pag. 104 y IOS.

En un contexto como el descrito resultaría inconcebible concentrarse solo en técnicas 
administrativas que aumenten la eficiencia en la gestión de programas y la eficacia de 
la burocracia y sus instituciones.

La administración de la pobreza

Gran parte de los problemas señalados no son nuevos. Solamente se han visto 
agravados por la recesión económica iniciada a principios de los ochentas y la crisis 
de la deuda externa. Es más, muchos de los aspectos de fondo como la desigual dis­
tribución de los ingresos, la obsolescencia acelerada del aparato productivo, la pérdida 
de elasticidad y eficacia del sistema educacional, vienen siendo discutidos desde hace 
más de dos décadas sin que se hayan producido acciones sustanciales para cambiar el 
curso de los acontecimientos. Por lo mismo, el peso del lastre acumulado apunta a 
cambios que tienen que ver con el funcionamiento del sistema y la reforma política y 
no con el simple mejoramiento de los sistemas de gestión.

El último tiempo prácticamente todos los documentos, estudios, evaluaciones y aná­
lisis referidos a las políticas sociales plantean la necesidad de articular una nueva 
concepción sobre ellas, visualizar su intersectorialidad, contar con un fuerte apoyo 
político para dotarlas de recursos e instrumentos apropiados, hacerlas coherentes con 
el manejo macroeconómico de la sociedad, buscar una gestión participativa de los 
propios beneficiarios de manera de aumentar su eficacia y efectuar correcciones en 
proceso, entre otros muchos aspectos.
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Pero son muy escasos los diagnósticos que señalan que la gestión de los gobiernos y 
su visión de los programas sociales es el de la administración de la pobreza. Una ad­
ministración que ubica la asignación de recursos en la justa perspectiva de una capa­
cidad de control social, frente a los desbordes que una situación de pobreza extrema 
pudiera provocar. Desde este punto de vista, las políticas sociales son, para los siste­
mas políticos vigentes en la región, acciones residuales destinadas a aumentar la capa­
cidad de gobierno.

Esta visión, aunque insista programáticamente en los horizontes redistributivos y en 
el pago de una "deuda social" como mecanismo de rehabilitación del estado frente a 
la sociedad, se concentrará en la búsqueda de un cuadro de "acción racional" el que 
siempre estará dominado "por una correcta utilización de los recursos disponibles".

El problema a nuestro juicio es inverso. La única acción racional que cabe en una 
situación económica y social como la latinoamericana, es habilitar una reforma que 
incorpore al funcionamiento y a las decisiones del sistema político a una inmensa 
mayoría de personas absolutamente marginadas, no por falta de recursos sino por las 
prioridades que el sistema se ha asignado.

Esa incorporación debiera determinar, entre otros resultados, un cambio en la elección 
de estrategias y objetivos del conjunto de la sociedad.

El camino de la reforma política

Parece justo reconocer que los esfuerzos de políticas sociales realizados en la última 
década en la región apuntan, en general, a una eficiencia y selectividad en un marco 
de concertación política para la acción, lo que ha permitido avanzar cualitativamente 
en la gestión de programas. En este sentido son muchos los logros técnicos y aparece 
muy fina la discusión acerca de los objetivos y metas, así como de los mecanismos.

Cuando en octubre de 1986 el presidente de Colombia, Virgilio Barco hizo su expo­
sición ante la Asamblea General de las Naciones Unidas acerca de la necesidad de 
coordinar un plan común para combatir la pobreza en el continente, ya existía una 
discusión académica y práctica de más de 15 años. Muchos organismos interna­
cionales, como CEPAL, FIDA, OPS/OMS, ILPES, UNICEF, OIT/PREALC entre 
otros, venían discutiendo el tema dentro de sus respectivas especialidades.

La CEPAL señala que para mediados de la década, entre otros enfoques "las 
estrategias más conocidas (para la superación de la pobreza) es la que hace incapié en 
la promoción de empleos; la que destaca el crecimiento con redistribución; y la que 
propicia la satisfacción de las necesidades básicas".7

Enfoques que sin ser excluyentes entre si, ponían el acento en diferentes aspectos e 
instrumentos -expansión del aparato productivo, insuficiencia en la generación de

7 CEPAL, La Pobreza en América Latina: Dimensiones y Políticas. Estudios e Informes de la 
CEPAL, No. 54 Santiago de Chile 1985 pág. 51.
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empleos productivos, insuficiencia en la formación de capital, ajustes y/o cambios 
institucionales -demostrando la profundidad que para la época ya tenía la discusión del 
tema.*

Por lo mismo, la estructuración de un programa para superación de la pobreza no podía 
resultar nada novedoso, y en gran medida fue el resultado a que habían arribado ONG's 
y Organismos Internacionales, luego de años de acción sin mayores resultados en 
muchos países de la región.

El Documento Técnico del Proyecto Regional de Superación de la pobreza señala que 
"la pobreza y su versión extrema, en las proporciones que registran la mayoría de los 
países de América Latina y el Caribe, no pueden entenderse como simples lunares, 
accidentales o transitorios, en la estrategia histórica de desarrollo"9 y más adelante 
señala que "...eliminar el hambre, la pobreza extrema, es un imperativo ético ele­
mental para cualquier sociedad". Y continúa "una estrategia económica exitosa frente 
a la pobreza es compatible, al menos en principio, con distintos valores y modos de 
organización sociopolítica. Como corresponde a la voz reiterada de los pueblos y 
gobiernos de América Latina y el Caribe, la presente estrategia de acción aspira a 
sociedades sin pobreza estructural -donde todos tengan acceso asegurado a la satis­
facción de sus necesidades básicas- pero aspira además a sociedades más igualitarias 
(en su estratificación social), más democráticas (en los aspectos políticos), más 
participativas (presencia cívico-comunitaria en los diversos órdenes institucionales) 
y con un Estado con mayor capacidad de gobernar".10

El documento citado, presentado en febrero de 1989, es de una transparencia y dra- 
maticidad notables, y marca un hito en este tipo de análisis en la región, pues contiene 
consideraciones de fondo sobre la política: "la pobreza es también, y de manera fun­
damental, falta de poder."11

Sin embargo, la voluntad que expresa no estuvo puesta una vez más en la reforma del 
sistema político como elemento sustancial de la superación de la pobreza. Tanto el 
documento Técnico como la Declaración adoptada sobre el tema en la conferencia 
realizada en febrero de 1989 en Cartagena, Colombia, se vuelcan a soluciones eco­
nómicas, que a pesar de ser fundamentales son insuficientes.

A partir del concepto de "deuda social"12 el documento Técnico señala que "La su­
peración de la pobreza exige una estrategia esencialmente económica que, incidiendo 
sobre las esferas de la producción, la formación de los precios, el consumo y la pro­
visión de servicios por el Estado, asegure a los habitantes que el ingreso familiar crezca 
para alcanzar la satisfacción de las necesidades básicas"13: a continuación la Decla­

8 Ibid, pág. 52.
9 PNUD: Bases para una Estrategia y un Programa de Acción Regional. Documento Técnico. 

Proyecto Regional para la Superación de la Pobreza. RLA/86/0O4 - Bogotá, Colombia, febrero de 
1989. Numeral 2.

10 Ibid. Numerales 37 y 42.
11 Ibid. Numeral 10.
12 Ibid. Numeral 16.
13 Ibid. Numeral 43.
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ración Regional adoptada por los representantes de alto nivel de los Gobiernos de 
América Latina y el Caribe, luego de referirse tibiamente a las desigualdades de in­
greso en la región insiste en un conjunto de medidas de carácter económico.14

Llamamos la atención sobre estos aspectos porque ese parecía ser un momento de 
cambio en el tratamiento del tema y porque resulta muy difícil encontrar un consenso 
y documentos como el citado en la región, y menos en una conferencia internacional.

Es utópico pensar que los gobiernos van a hablar mal de sí mismos o de los sistemas 
políticos que representan y menos en un foro internacional o en un documento para 
señalar líneas estratégicas de acción con otros gobiernos. Pero tampoco se puede 
ocultar el sol con la mano.

La deuda social es una deuda del sistema político, de un sistema que actúa por ex­
clusión, y la pobreza es el resultado más visible de ello. A su vez, la pobreza no es una 
variable circunstancial para el funcionamiento del sistema político, sino un ácido que, 
en las actuales cincunstancias, corroe la legitimidad del Estado, amenazándolo de 
desaparición.

Por lo mismo, las políticas sociales, como parte sustancial de una concepción es­
tratégica para la superación de la pobreza, deben apuntar a una rehabilitación ética y 
orgánica del Estado, y esta es su primera medida de eficiencia y eficacia.

Pero al mismo tiempo, resulta imprescindible discutir y avanzar en la reforma política 
del Estado, a través de un conjunto de acciones que involucren a toda la sociedad para 
que, en el marco de una política redistributiva global (de poder político y de poder 
económico) se viabilice la gobemabilidad del sistema.

Parece oportuno destacar en este contexto una pauta señalada por Arturo Núñez del 
Prado en un artículo sobre las Economías de Viabilidad Difícil15, acerca de los ob­
jetivos centrales de las políticas, los cuales deben ser la selectividad, la austeridad, la 
eficiencia, la equidad y la concertación.

Aunque el autor las plantea principalmente como opción para el desarrollo eco­
nómico, pienso que constituye una guía apta para la rectificación en el funcionamiento 
de un sistema de política excluyeme, porque conjugadas armónicamente las variables 
dan sentido a un proyecto de sociedad:

La selectividad como pauta técnica básica en la adopción de decisiones ante recursos 
políticos y económicos escasos. Una selectividad orientada por el objetivo de la reha­
bilitación del Estado y de la política, entre otros mecanismos, a través del fortaleci­
miento de los recursos de poder de los más pobres.

14 PNUD. Declaración de la Conferencia Regional sobre la Pobreza en América Latina y el Caribe. 
Proyecto Regional para la Superación de la Pobreza. Bogotá, Colombia, febrero 1989. Numerales 
9 y 10.

15 Arturo Núñez del Prado. Economías de Viabilidad Difícil: una opción por examinar. Revista de la 
CEPAL, No. 36, diciembre de 1988.
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“Las viejas certezas han pasado  
y  las nuevas han dejado de ser respuestas 

para convertirse en preguntas”.

Dalton Trumbo, “La noche del Uro”.





I. Introducción.

La oportunidad de este seminario ofrece un inmejorable ámbito para discutir ciertos 
aspectos de la política de seguridad social, que considero sustanciales para compren­
der los términos del actual debate sobre la problemática articulación entre el Estado 
y la sociedad en América Latina. Las profundas transformaciones que están experi­
mentando nuestras sociedades obliga a un correlativo esfuerzo de reflexión crítica con 
respecto al sistema de políticas públicas vigente, y a los efectos de evaluar si el mismo 
cumple adecuadamente con los objetivos que justifican su existencia. La urgencia de 
este debate no reconoce motivos exclusivamente intelectuales, sino que debe asumirse 
como una prioridad política vital para el sostenimiento de nuestros sistemas democrá­
ticos, frente a la sistemática deslegitimación de sus instituciones representativas a que 
nos tienen acostumbrados quienes prefieren una sociedad no participativa.

Desde el comienzo, hay que destacar la existencia de una tradición que pretende pre­
sentar los fenómenos sociales como meras categorías objetivamente mensurables, ig­
norando así su dimensión simbólica, la de aquellas representaciones o construcciones 
que los individuos realizan y transmiten acerca de los fenómenos. La realidad, enten­
dida como problema que nos preocupa interpretar y eventualmente modificar, es una 
construcción social arbitraria que se estructura desde la lucha y el conflicto. Se puede 
avanzar aún más y afirmar que es precisamente en ese proceso de construcción de la 
realidad percibida, donde se define gran parte de esa lucha.

En tal sentido, se nota una particular preocupación por discutir acerca de la eficacia 
de nuestros sistemas de políticas públicas para orientar un proceso sostenido de acu­
mulación que sea capaz de elevar el bienestar y la equidad en nuestras sociedades. Esto 
se vuelve más urgente frente a la continua exteriorización de situaciones sociales con­
flictivas, las que sugieren comportamientos perversos en las acciones y relaciones ins­
titucionalizadas que en un pasado reciente orientaban nuestra dinámica social en un 
sentido positivo, pero que hoy aparecen como elementos deslegitimadores del propio 
sistema político.

Frente a esta situación, resurgen, nostálgicas interpretaciones que reducen todo a la 
identificación de “extrañas intromisiones” en un supuesto funcionamiento “natural” 
de los mecanismos sociales. Por ejemplo, la crisis financiera de los sistemas de segu­
ridad social de mayor maduración en América Latina, es suficiente para que algunos 
pretendan resolver el problema destruyendo directamente la institución, o bien desna­
turalizando sus objetivos, reduciéndolos al otorgamiento de prestaciones simbólicas,
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casi benéficasl. También están quienes opinan que no es necesario debatir las bases 
fundacionales del sistema y que sus expresiones conflictivas simplemente requieren 
más de lo mismo. Esta posición no es solo el resultado de una actitud intelectualmente 
contemplativa, sino que suele identificarse con los intereses de quienes se benefician 
con el funcionamiento actual de los sistemas.

Pero las situaciones críticas permiten también el desarrollo de actitudes reflexivas que 
pugnan por encontrar una racionalidad al problema, que sea algo más compleja y 
oriente el debate hacia la creación de situaciones nuevas. De esta manera, la percep­
ción de una crisis institucional puede convertirse en crítica de aquellos conceptos que 
conforman la base de su principio de organización, exigiendo incluso la revisión de 
sus axiomas para desplazarse hacia otros de distinto nivel y amplitud. Un aporte de este 
tipo puede ser útil también para quienes no se ven afectados momentáneamente por 
situaciones similares, pero que pueden estar interesados en los interrogantes que 
plantea un escenario diferente.

En este trabajo me propongo discutir aquellos elementos que considero claves para in­
terpretar la actual situación de los sistemas de seguridad social más maduros de Amé­
rica Latina, bajo el supuesto que los mismos reflejan con mayor claridad las contradic­
ciones endógenas y exógenas resultantes del principio de organización a partir del cual 
han sido construidos. El propósito es reflexionar primero acerca de la lógica de su gé­
nesis y desarrollo, para tratar de comprender desde esa perspectiva qué es lo que deter­
mina su dinámica actual.

El conjunto interrelacionado de elementos que definen un sistema social no tiene un 
contenido estático, sino que está en permanente modificación por la propia dinámica 
del sistema. Es necesario, por consiguiente, indagar acerca de las condiciones preexis­
tentes que posibilitaron su surgimiento, no para plantear un condicionamiento mecá­
nico del presente por el pasado, sino para comprender el movimiento cualitativamente 
nuevo surgido de tales condiciones.

Toda construcción de una institución social es un intento por modificar y condicionar 
ciertas acciones y reacciones del conjunto del sistema social, de forma tal que los pro­
cesos del conjunto ya no podrán comprenderse sin referirlos a la institución; de la mis­
ma manera, ésta carece de sentido sin su ambiente. Los sistemas de seguridad social 
califican y condicionan, con diferente intensidad la dinámica de desarrollo de nuestros 
países. Definen nuestro particular “Estado Benefactor”, al que podemos identificar 
como un arreglo institucional que pretende otorgar garantía pública para que ciertos 
sectores de la población accedan al consumo de algunos bienes y servicios, mediante 
mecanismos que buscan independizar dicho acceso de las determinaciones propias del 
funcionamiento de los intercambios a través del mercado. Por sus propios objetivos,

1 En lo que sigue, debe interpretarse que los “sistemas de seguridad social maduros“ son aquellos con 
características similares a Argentina y Uruguay, otorgando además una especial preponderancia al 
sistema de jubilaciones y pensiones como determinante de los comportamientos.
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la existencia de estas instituciones representa una contradicción con la lógica del siste­
ma de producción y distribución; por consiguiente, es una expresión potencial de con­
flictos (Offe, 1984).

De esto se desprende que, en la construcción de una institución típica del Estado Bene­
factor, se debe definir previo consenso sobre un sistema de valores, un espacio donde 
predomine la responsabilidad social sobre la individual. Sin embargo, el acuerdo sobre 
el campo de aplicación de esa responsabilidad social no obliga a un consenso sobre las 
formas y el contenido de su efectivo ejercicio. Este es un punto central: un sistema de 
seguridad social tendrá distinta conformación según sea la definición de responsabili­
dad social que se adopte.

A los efectos de este trabajo, definiré al sistema de seguridad social como un arreglo 
institucional que pretende otorgar una prestación social a toda la población que se en­
cuentra incapacitada para generar ingresos por medio del ofrecimiento de su fuerza 
laboral en el mercado. Esta incapacidad puede resultar de la invalidez física o de la ve­
jez (incapacidad supuesta), pudiendo recaer la prestación sobre la persona del incapa­
citado cubierto o sobre su grupo familiar. Teniendo en cuenta esta definición, trataré 
de demostrar que los sistemas de seguridad social maduros están incapacitados para 
cumplir con el objetivo que justifica su existencia y que su crisis actual no es coyun- 
tural, sino el resultado de su propia dinámica.

Para ello, analizaré primero el proceso de formación de los mismos, para identificar 
los elementos que definen su dinámica. Esto me permitirá destacar las contradicciones 
que su crisis actual exterioriza y que definen lo que denominaré un “híbrido institu­
cional”. Lo anterior me permitirá sugerir algunas líneas de reflexión para pensar un 
eventual cambio del sistema que sea compatible con sus objetivos fundantes, que fun­
cione con la dinámica que las inequidades de nuestras sociedades reclaman y que sea 
alternativo a otras propuestas actualmente difundidas que no atacan el núcleo del pro­
blema.

Tal vez el propósito de este trabajo pueda resumirse a esto último, es decir a la identifi­
cación de la cuestión central. Después de todo, aun cuando la posición asumida no sea 
la correcta, discutir acerca de lo central ya es útil y merece que le dediquemos el tiempo 
necesario.

n . Una interpretación de la génesis y desarrollo de los sistemas de seguridad 
social.

a. El seguro social. La responsabilidad social como sumatoria de las responsabilida­
des individuales y el ahorro forzoso.

La expansión del mercado laboral asalariado en América Latina fue el resultado de un 
proceso direccionado desde el poder político y que resultó esencial para la conforma­
ción de las economías capitalistas de mercado en la Región. Como una respuesta a las 
tensiones sociales derivadas de este proceso y al conflicto político propio de la forma­
ción de cada Estado en particular, desde principios de siglo se fueron instaurando insti­
tuciones con el objeto de atender las expresiones más salientes de esa situación, for­
taleciendo al mismo tiempo la relación asalariada. Los sectores dominantes e intere­
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sados en la consolidación del sistema, habían advertido los riesgos derivados de una 
ilimitada anarquía en el funcionamiento de los mercados y en la utilización de la ri­
queza.

Ciertas cuestiones que se referían al orden social necesario para que el sistema se esta­
blezca como dominante, eran fácilmente confundibles y coordinables con el interés in­
dividual (por ejemplo, la prevención de riesgos futuros derivados de la acción laboral). 
La lógica de los originarios seguros sociales europeos fue adoptada como un modelo 
para los países que fueron pioneros en la materia. El mecanismo consistía en identi­
ficar acontecimientos considerados fortuitos y atribuibles a los riesgos propios del tra­
bajo asalariado (accidentes de trabajo, invalidez, vejez, muerte, etc.). A partir de allí, 
se instituían prestaciones sociales que pretendían cubrir las consecuencias dañosas de­
rivadas de los mismos.

Así, desde un comienzo se distinguieron tres elementos para normar las conductas re­
guladas por las instituciones de la seguridad social: el hecho fortuito causante, su con­
secuencia dañosa y el tipo de cobertura reparadora. Como lo determinante para la insti­
tución era el hecho causante vinculado con la relación laboral asalariada, éstas se fue­
ron diferenciando con ese criterio, a la vez que absorvían las heterogeneidades propias 
de esta relación social. Una institución de este tipo puede ofrecer, frente a un mismo 
hecho causante, coberturas iguales para individuos cuya situación se ve desigualmen­
te afectada y/o coberturas desiguales para similares situaciones. Por lo mismo, dado 
que la institución absorve solamente a quienes cumplen tareas laborales formalizadas, 
quedan sin cobertura frente a los hechos causantes del daño quienes realizan informal­
mente su actividad laboral (Paganini, 1987). En resumen, larelación laboral asalariada 
es la condición preexistente de los seguros sociales y el eje sobre el que se construyeron 
los mismos.

Una consecuencia de ésto fue la separación de los instrumentos políticos utilizados 
frente a situaciones de similar contenido “social” pero de diferente impacto en larela­
ción entre el Estado y la Sociedad. Para quienes actuaban en el mercado asalariado, 
la cuestión se derivaba en forma lógica. Empleadores, empleados y eventualmente el 
Estado (como garante del sistema y no solo como empleador), acordaban un compro­
miso contractual por medio del cual los involucrados se obligaban legalmente a apor­
tar recursos para financiar sus compromisos. Los fondos captados se acumulaban en 
una reserva técnica con fines preventivos, la que era, por lo tanto, una condición nece­
saria para la existencia del sistema. La idea era restar del consumo corriente una masa 
de ahorros que permitiera atender contingencias futuras, reconocidas como casos 
“fortuitos”, utilizando para ello la potencialidad actuarial de la “ley de los grandes nú­
meros”. Coerción legal para asegurar el financiamiento, técnica actuarial para su ad­
ministración y fragmentación propia del mercado laboral, caracterizaban estos siste­
mas.

Los derechos y obligaciones que se derivaban de esta institución eran un pilar funda­
mental del sistema. El derecho del asalariado a percibir un beneficio futuro tenía su 
fuente en el aporte al fondo de ahorros que realizaba a lo largo de su vida activa. Por 
otra parte, el empleador, mediante su “contribución” y el Estado, con su garantía, con­
solidaban el interés asociativo. Este esquema era totalmente funcional a las ideas cen­
trales sobre las que se organizaba el orden social. En sociedades donde los individuos
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se relacionaban mediante el supuesto intercambio de equivalentes, los derechos a una 
prestación debían fundarse en una adecuada contraprestación o, de lo contrario, se di­
luía la responsabilidad individual (total ó parcial) que servía de base para el sistema.

La importancia de este punto merece una sintética disgresión. El esquema prestación- 
contraprestación propio del mecanismo contractual de los seguros, solamente tiene 
validez práctica para quienes poseen bienes para ofrecer en el intercambio institucio­
nalizado en el contrato. Esto significa que todo esquema contractual refleja necesaria­
mente las heterogeneidades resultantes de las diferentes capacidades que tienen los in­
volucrados para ofrecer prestaciones y reclamar contraprestaciones. En el caso de los 
seguros sociales, coherentemente con la ideología liberal dominante en la época, esto 
tiene su correlación con una concepción “individualmente preventiva” de las contin­
gencias aseguradas. Es casi una virtud “moral” el ahorrar y prevenir hacia el futuro lo 
cual, bueno es decirlo, tiene incluso un rol pedagógico sobre el propio uso de la libertad 
de disponer de la propiedad de los bienes. En este contexto ideológico, las institucio­
nes sociales deben limitarse a facilitar estos comportamientos que son valorados, casi 
metafísicamente, como positivos (Ewald, 1986).

La supuesta “solidaridad” de los sistemas de seguro social era en realidad la institu- 
cionalización de una “comunidad sectorial de intereses individuales”. Por ello, aun 
cuando las contingencias cubiertas se asumían como “sociales”, quienes no estaban 
en condiciones de formalizar el contrato, no por desinterés, sino porque no encontra­
ban una contraparte interesada en su prestación, quedaban por definición fuera del sis­
tema institucionalizado de protección. Sus contingencias, por consiguiente, se igno­
raban o se debían atender con otros mecanismos. Incluso, al propio interior del sector 
asalariado se fueron creando condiciones contractuales diferentes según la jerarquía 
y la capacidad de presión de los distintos grupos de asalariados. La exclusión y la dife­
renciación propias del mercado laboral activo, se trasladan así a los sistemas destina­
dos a atender la situación de los pasivos. Unos adquieren derechos individuales sobre 
las prestaciones que les ofrecen las instituciones de la sociedad organizada, otros sola­
mente deben esperar caridad o beneficencia. En otras palabras, pese a que la situación 
de todos es el resultado de un mismo sistema social cuyo principio de organización es 
la causa última de las diferencias, a algunos se les reconocen derechos patrimoniales 
individuales, mientras que a otros solo les queda esperar que se los considere como 
carga moral de la sociedad.

Ahora bien, una institución construida en base a estos principios no puede sino repro­
ducir la desintegración y fragmentación propias de nuestras sociedades. Esto es más 
grave cuando se trata de instituciones destinadas a atender cuestiones de alta sensibili­
dad social. Para comprender mejor las derivaciones de este problema hay que indagar 
respecto del “adentro” de esta cuestión, es decir someter a validación la propia concep­
ción de “contingencia social” implícita en una institución de este tipo.

La opinión que le atribuye a las contingencias sociales un contenido “fortuito”, e im­
putable a quienes definen la relación laboral formalizada, ya no es sostenible. Las con­
tingencias sociales, por el contrario, son un requisito para que el tipo de sociedad que 
fuimos conformando funcione, son una expresión del modo en que se produce y se dis­
tribuye la riqueza en la misma, de la forma en que se organiza el orden social. Cuando 
las contingencias sociales se asumen como el resultado inevitable del tipo de sistema
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social del cual todos son necesarios elementos coexistentes, pierde sentido atribuirles 
un carácter fortuito y pasan a ser “certezas”; no son imputables a los individuos sino 
al sistema como unidad. Por consiguiente, dichas contingencias no pueden resolverse 
dentro del esquema prestación-contraprestación ya que el mismo es una reproducción 
mecánica, para los elementos involucrados, de la lógica que regula el intercambio in­
dividual de los mercados. Si es justamente esta lógica el origen del problema, no puede 
resolverse el mismo reproduciéndola para un espacio mayor.

Llevemos la cuestión a un extremo para que se comprenda el punto que pretendo ex­
poner aquí. El pauperismo y la marginalidad social típicos de nuestras sociedades, son 
un claro ejemplo del error que se comete al encarar el problema desde la nostálgica vi­
sión liberal. En nuestras sociedades coexisten individuos que están imposibilitados 
objetivamente para ser considerados integrantes plenos de la sociedad, porque su si­
tuación les impide poseer lo mínimo indispensable para ser, incluso, sujetos de dere­
cho. Se vuelve muy confusa, en consecuencia, la propia atribución de derechos y obli­
gaciones a estos individuos; su existencia como entidad jurídica pierde consistencia.

La integración de estos individuos para que participen de pleno derecho de la dinámica 
social, no como “población objeto” receptora de caridad pública, sino haciendo exten­
sivas a ellos las posibilidades para que accedan a ciertos servicios en similares condi­
ciones que el resto de los ciudadanos, es una prioridad social que compete a todos y 
un reaseguro de los sistemas democráticos. Pero para ello, se debe salir del esquema 
prestación-contraprestación propio de los seguros sociales. Esto, como trataré de fun­
damentar luego, no pudo superarse en la etapa de la “seguridad social” y es el origen 
de las fragmentaciones y exclusiones que se perciben claramente en los sistemas de 
seguridad social maduros.

La visión política de la sociedad que implican los seguros sociales se correlaciona con 
las teorías económicas dominantes en la época de su surgimiento que, coherentemen­
te, también han resucitado en los últimos tiempos. Un sistema que acumula fondos a 
partir de los ingresos corrientes de quienes participan en el proceso de producción, ase­
gura la socialización de una importante masa de ahorros cuya existencia se conside­
raba un prerrequisito para la inversión productiva. La teoría económica dominante 
sostenía que el ahorro ex-ante era lo que determinaba el monto de la inversión me­
diante los ajustes que el precio “tasa de interés” realizaba en el mercado. Como por otra 
parte la propensión al consumo de los asalariados era cercana a la unidad, la conclusión 
lógica era que debían restarse fondos del consumo asalariado mediante mecanismos 
institucionales para transferirlos a los capitalistas, quienes por su conducta “ahorra­
dora”, los transformarían, por simple carácter transitivo, en inversión.

De esta manera, con los mecanismos del seguro social no solo se obligaba a un ahorro 
forzoso sobre los ingresos que captaban los trabajadores, sino que por ser ex-ante (esto 
es planeado) permitía diluir su costo en el sistema de precios relativos. Aquí no me es­
toy refiriendo a la teoría del “mark up”, que atribuye a las cargas de la seguridad social 
un inevitable impacto en los precios absolutos de mercado (Arellano, 1980). Simple­
mente señalo que por ser una situación conocida, es un parámetro del cálculo empre­
sarial que afecta los precios relativos de producción y consecuentemente la distribu­
ción de la renta. El sentido y la intensidad de ese impacto es motivo de otra discusión.
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En otras palabras, el capital necesario para el fondo de salarios se distribuía en el tiem­
po mediante la constitución de un sistema de ahorro forzoso. El esquema teórico se 
complementaba con la visión de los equilibrios parciales de los mercados, que entre 
sus distintos componentes, sostenía que salarios y nivel de empleo ajustaban el mer­
cado laboral automáticamente. A ese mercado se reducirían entonces los impactos de 
las cargas de la seguridad social.

Por otra parte, la cultura impuesta por el esquema de los seguros sociales permitió la 
práctica común de encerrar el análisis de los sistemas dentro de sí mismos, despreo­
cupándose de sus relaciones con el conjunto de las políticas públicas. Las entradas y 
salidas se definían al interior del propio sistema y el desarrollo intelectual se preocupó 
básicamente por las implicaciones jurídicas de estas instituciones. Pero nada es es­
tático cuando de instituciones sociales se trata y nuevos elementos se incorporan al de­
bate.

b. La seguridad social como suma de los seguros sociales. Sistemas de reparto como 
estabilizadores keynesianos del consumo.

Los límites que acotaban el campo de aplicación de los seguros sociales se intentaron 
superar, luego de las profundas transformaciones provocadas por la Gran Depresión 
y la Segunda Guerra Mundial, con la construcción del concepto de “seguridad social”, 
mediante el cual se proponía unlversalizar la cobertura del sistema a todos los ciuda­
danos. Para algunos, el nuevo concepto de seguridad social simplemente refleja un ob­
jetivo distante, un ideal simbólico, principalmente cuando se lo intenta aplicar a Amé­
rica Latina y otras áreas del Tercer Mundo.

Esta visión se justifica si se consideran los instrumentos utilizados para alcanzar la pre­
tendida expansión de la cobertura al universo de ciudadanos. Si bien se generó con­
senso para la extensión de las coberturas, ésto se intentó realizar sin que la relación la­
boral perdiera su importancia como eje de la estructura del sistema. Esta situación con­
dicionó y estableció límites a la dinámica del proceso de desarrollo de la seguridad so­
cial.

Por una parte, las relaciones de trabajo no asalariadas siguen siendo difíciles de incor­
porar, por lo que solo se avanza sobre aquellos trabajadores no asalariados que reciben 
mayores ingresos y están más integrados a la economía formal. Al mismo tiempo, se 
genera un híbrido en lo que se refiere a la ecuación financiera del sistema, porque la 
influencia de los métodos tradicionales del seguro social siguieron siendo predomi­
nantes. Aun cuando no puede afirmarse que existiese una doctrina con respecto al 
cuerpo de principios, basados en la práctica y ampliamente aceptados, que proveían 
la estructura y servían como modelo para legislaciones de numerosos países (Mouton, 
1984).

Pese a que los sistemas de capitalización se ven superados en los hechos por los de re­
parto, no se profundiza sobre la necesidad de repensar la normativa jurídica para adap­
tarla a la nueva situación. Mediante los sistemas de reparto, los ingresos que se sus­
traen al consumo corriente de la población económicamente activa no se utilizan para 
acumular una masa de ahorros, sino que se transfieren en el mismo período para el con­
sumo de la población pasiva contemporánea.
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De esta manera, la política de seguridad social dejade ser un sistema de ahorro forzoso, 
para pensarse como un “estabilizador automático del consumo”. Es que había cambia­
do la visión sobre el funcionamiento macroeconómico del sistema y las nuevas con­
cepciones difundidas por Keynes, tal vez mejor formalizadas por Kalecki, se conver­
tían en una nueva ortodoxia. El ahorro ex-ante ya no se consideraba como un prerre- 
quisito para la inversión, sino que incluso podía hasta ser negativo para la misma. La 
propensión al consumo era una de las variables independientes del nuevo modelo y el 
gasto público podía utilizarse como una poderosa política anticíclica. El pensamiento 
keynesiano es “funcional” a la instauración de los sistemas de reparto y permite la ex­
pansión del Estado Benefactor, dándole un contenido positivo a las transferencias de 
ingresos que el mismo implica.

Esta visión del funcionamiento del sistema capitalista reactualizaba ciertos aspectos 
de la teoría marxista de acumulación, poniendo énfasis en la separación de los proce­
sos de generación y realización del valor. Por ser la propensión al consumo una va­
riable independiente del modelo, que afectaba en forma directa el nivel de empleo y 
de ingreso, cualquier factor que elevara dicha propensión tenía un impacto positivo so­
bre la economía, porque elevaba las ganancias, permitiendo su realización efectiva. 
Keynes se ocupa particularmente de la seguridad social cuando enumera los factores 
subjetivos que harán que los individuos destinen una mayor porción de su ingreso al 
ahorro: constitución de una reserva para contingencias imprevistas; provisión para 
una relación futura de ingresos/necesidades que difiera de la presente (p.ej., por pro­
blemas de edad, cantidad de dependientes, etc.). La solución institucional de estos im­
previstos debería repercutir favorablemente en la propensión al consumo y con ello 
afectar positivamente al empleo y el ingreso (Keynes, 1956).

El motor del sistema era la “demanda efectiva”, por ser la que maximiza la tasa de ga­
nancias. La idea que el ahorro individual presente lleva a un mayor nivel futuro de in­
versión, luego de consumo, era errónea. Para Keynes, ahorro e inversión son variables 
determinadas y no determinantes del sistema. La teoría tradicional se había percatado 
que el ahorro dependía del ingreso pero había pasado por alto que el ingreso dependía 
de la inversión; el ahorro y la inversión no determinan la tasa de interés, como se supo­
nía, sino el nivel de empleo. Una caída en el consumo reducirá la demanda efectiva 
y la rentabilidad de la inversión, lo cual disminuirá el nivel de actividad. Si esto es así, 
la caída del consumo presente (mayor ahorro), no asegura un incremento del consumo 
futuro sino una disminución neta de la demanda. En lugar de ahorrar, se debía incre­
mentar el gasto para que el mayor poder de demanda induzca respuestas positivas por 
el lado de la oferta. Las políticas monetaria y fiscal del Estado aparecían como elemen­
tos esenciales de esta nueva estrategia, cuya visión de corto plazo desvirtúa toda preo­
cupación por el consumo futuro, dado que el mismo es resultado del consumo pre­
sente.

En este esquema pierde sentido preocuparse por la relación actuarial entre los aportes 
presentes y los beneficios futuros; las relaciones relevantes son ahora aquellas que vin­
culan los ingresos y egresos corrientes. Ya no existe necesidad de constituir fondos y 
preocuparse por su valorización. El sistema de seguridad social, financiado por meca­
nismos de reparto, es una forma de transferir ingresos corrientes cuyo monto depende 
del aporte, el beneficio y la tasa de sostenimiento entre aportantes y beneficiarios. La
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preocupación por asumir compromisos de pagos futuros no se justificaba en este 
esquema.

Aquí es necesario detenerse. En el momento de su constitución, e independientemente 
del mecanismo de ñnanciamiento, es de suponer que todo sistema de seguridad social 
que otorgue derecho a percibir un beneficio en función del aporte, ha de funcionar con 
un alta tasa de sostenimiento. Luego, es un sistema potencialmente capaz de acumu­
lar reservas. La diferencia está en que un sistema de capitalización requiere del mante­
nimiento de una reserva técnica para existir, mientras que los sistemas de reparto pue­
den prescindir de ellas. Esto puede explicar por qué en muchos países latinoamerica­
nos se prefirió mantener un sistema híbrido que funcionaba con una normati va propia 
de un sistema de capitalización en cuanto a los derechos individuales que otorgaba, fi­
nanciándose a la vez como un sistema de reparto.

Por un lado, los beneficios se independizan funcionalmente de los aportes, con lo cual 
aquellas variables que deberían ajustarse mutuamente en un sistema de capitalización, 
pasan a ser parámetros de la ecuación financiera. Si las condiciones fiscales y la tasa 
de sostenimiento del sistema permiten un superávit, estos fondos excedentes pueden 
derivarse a otros fines porque no es necesario acumularlos como reserva técnica. 
Como sigue prevaleciendo la noción de “responsabilidad individual” como base del 
sistema, que en el caso previsional se vincula con el concepto de “salario diferido”, las 
cargas destinadas a financiarlo no se asimilan a las imposiciones fiscales típicas sino 
que se consideran más bien como un crédito que el particular tiene contra el Estado. 
Este, mientras tanto va comprometiendo sus futuras recaudaciones en una deuda que 
se acumula desordenadamente y que va introduciendo rigideces en los futuros balan­
ces fiscales.

Esta situación puede apreciarse claramente si se observa la experiencia argentina. Los 
excedentes generados por el conjunto de las Cajas en el período 1950-54, equivalían 
anualmente al 4% del PBI a precios de mercado. Estos fondos fueron colocados a ex­
tensos plazos en títulos públicos que pagaban una tasa de interés muy inferior a la in­
flación. Por otra parte, el Estado, dada la situación de superávit del sistema, no cumplía 
con sus obligaciones como empleador o las abonaba con los mismos títulos públicos 
con los que consolidaba los fondos acumulados. Según estimaciones realizadas, si se 
deflacionaran las adquisiciones anuales de títulos realizadas en el período 1946-61, se 
acumularía un equivalente al 47% del PBI del año 1961 (Feldman, Isuani y Golbert, 
1986).

Todo esto no es una simple comprobación de la magnitud de las transferencias reali­
zadas, sino advierte a la vez sobre los peligros de acumular capitales líquidos en una 
economía inflacionaria y con un mercado de capitales pequeño. Desde otro ángulo, es 
lo que Joan Robinson advirtió también sobre la teoría keynesiana: lo inadecuado no 
reside en la inconsistencia de la teoría sino en su limitado rango, ya que ofrece poca 
luz sobre los problemas de un sistema con escasez de capital para hacer rentable el pro­
ducto potencial (Robinson, 1978). En otras palabras, el debate refiere indefectible­
mente a la teoría de la acumulación en nuestros países subdesarrollados, esto es, una 
específica explicación de la reproducción capitalista del subdesarrollo.
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c. Dinámica y crisis de un sistema de seguridad social híbrido.

Keynes, al comentar el Beveridge Report, había advertido sobre la necesidad de ex­
tender la teoría sobre los fondos destinados a financiar ciertos servicios que el Estado 
tomaba a su cargo. Estos servicios se vinculaban a las áreas que Keynes llamó “técni­
camente sociales” (riesgo, incertidumbre, ignorancia, nivel de ahorro, población). Pe­
ro no estaba claro qué sistemas de transferencias eran los más aptos (Kregel, 1985). 
En cierta manera, tenía conciencia que el nivel de abstracción de su teoría dejaba mu­
chos interrogantes en cuanto a su implementación práctica. Todo esto transformó a la 
seguridad social, particularmente a la política previsional, en un mecanismo confuso 
y contradictorio.

El aporte seguía definiendo el derecho a la percepción de un beneficio cuyo nivel, pa­
radójicamente, no tenía ninguna vinculación con el del aporte. Esto permitió que se 
vuelva práctica común vincular ese beneficio con el salario de mercado que el bene­
ficiario percibía durante su vida activa. Más aún, los salarios considerados eran los me­
jores de la útlima etapa activa. De esta manera, se trasladaba al sistema de seguridad 
social el “status” laboral alcanzado en la vida activa. Al mismo tiempo, la presión de 
los grupos corporativos, favorecida por el híbrido legal descrito, fue filtrando privile­
gios que se traducían en menores responsabilidades en los ingresos del sistema (edad, 
años de aporte, etc.) y mayores beneficios en la apropiación de sus salidas. El resultado 
es un sistema fragmentado, con grupos privilegiados y muchas veces con prestaciones 
múltiples.

De esta manera se fue construyendo una dialéctica entre particularismo y universalis­
mo, con marcado predominio del primero sobre el segundo, que fue desvirtuando el 
pretendido contenido universalista de la política de seguridad social. El mercado for­
mal de trabajo representa un límite difícil de superar cuando se intenta expandir la co­
bertura. Al mismo tiempo, las variables que definen la ecuación financiera del sistema 
de reparto que financia a los cubiertos, empieza a mostrar comportamientos perversos 
para el balance del flujo de fondos. Nuevamente, el caso argentino es significativo para 
ilustrar este punto.

Mientras en las zonas económicamente más desarrolladas se verifican altas tasas de 
cobertura e incluso sobrecobertura, debido a que algunos individuos reciben más de 
un beneficio, en la regiones más atrasadas, donde existe una menor integración de la 
fuerza de trabajo al mercado asalariado, las tasas de cobertura son menores al 50%. Pa­
ra evaluar adecuadamente este punto, es necesario tener presente que a mediados de 
la década del 50 todos los grupos ocupacionales contaban ya con cobertura legal en 
Argentina. Sin embargo, aún hoy el 40% de la población no tiene cobertura real. Pese 
a la generosidad de numerosas moratorias provisionales que se ofrecieron para captar 
afiliados a la Caja de Trabaj adores Autónomos, la baja capacidad contributiva de algu­
nos sectores, el crecimiento del cuentapropismo, la subocupación y las diversas fomas 
de “empleo no registrado”, volvieron inefectivas las medidas destinadas a incorporar 
al sector no asalariado.

Esta incapacidad del Estado para hacer efectivas las disposiciones legales, se refleja 
también en los altos índices de evasión. Esta situación, sumada al sostenido proceso 
de envejecimiento de la población, repercute negativamente en la tasa de sostenimieri-
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to real del sistema. La Caja de Industria, Comercio y Actividades Civiles tenía para 
1983 una tasa de sostenimiento potencial estimada en 2.85, mientras que la real era de 
2.46. La situación en la Caja de Autónomos muestra claramente la ineficacia de los es­
quemas basados en la lógica de laprestación-contraprestación para incorporar a los no 
asalariados: la tasa real se estimaba en 1.92, mientras que la potencial era de aproxima­
damente 3.3. La situación en la Caja del Estado se ve particularmente afectada por la 
utilización del sistema previsional como instrumento prebendario: la tasa de sosteni­
miento, asumiendo una evasión nula, era de 1.4., siendo a la vez la que en 1985 pagaba 
los beneficios medios más elevados.

La dinámica de este proceso ha determinado una permanente necesidad de traslado de 
fondos entre y hacia las Cajas previsionales. Así, se reciclan fondos que se sustraen 
al programa de asignaciones familiares y se realizan sistemáticos aportes desde el Te­
soro Nacional para financiar los déficits del sistema nacional de previsión. Todo esto 
aumentó el peso del sistema previsional en el conjunto de las políticas públicas lo cual, 
en el contexto de una crisis fiscal, obliga a un ajuste por el lado de los beneficios pre­
visionales y de los fondos dedicados a otras políticas de alta prioridad social. Estima­
ciones recientes ubican en alrededor del 9% del PBI a precios de mercado, el gasto total 
del sector público argentino en el sistema previsional. De ese total, 6% sería del siste­
ma nacional de previsión, 1 % de las Cajas especiales que sostiene directamente el Te­
soro Nacional y el resto son los sistemas que las provincias y municipios tienen para 
sus empleados. Comparativamente, el sector público argentino gasta 4% del PBI en 
educación, 5.2% en salud (incluyendo las obras sociales) y alrededor de 2.5% para 
vivienda, seguro de desempleo y asistencia social.

En cierta manera, el avance de los sistemas de seguridad social sobre el resto de las 
políticas sociales se ve posibilitado por las diferentes mecánicas de funcionamiento. 
La mayor parte de las políticas sociales no se manejan con la misma lógica de apro­
piación privada que caracteriza a los sistemas de seguridad social. Para estas políticas 
funciona usualmente el mecanismo típico de la política fiscal: se captan ingresos reco­
nociendo “bases fiscales imponibles” y se gasta conforme a la prioridad determinada 
por el sistema político.

Esta situación es más grave si se considera que, por su propio diseño, el sistema de se­
guridad social no redistribuye progresivamente la renta. En efecto, por un lado se cap­
tan ingresos sobre la nómina salarial, que dada la estructura imperfecta de los merca­
dos en nuestros países, son fácilmente trasladables a los precios o al nivel de ocupa­
ción, estableciendo un punto de equilibrio inferior al pleno empleo. Por otra parte, el 
permanente traspaso de fondos desde el tesoro nacional para atender los desequilibrios 
financieros se hace en un contexto fiscal donde se privilegian los impuestos indirectos. 
Esto se agrava si se considera que un importante sector de la población, que no tiene 
cobertura, financia el sistema como contribuyente de impuestos indirectos. El re­
sultado es un esquema regresivo en la captación de los ingresos. Por el otro lado, dado 
que el sistema otorga prestaciones proporcionalmente a los salarios de mercado perci­
bidos en la vida activa y que se excluye a gran parte de la población de los beneficios, 
se podrá concluir que la regresividad se acentúa por el lado del gasto.

Un sistema que en sus comienzos servía para captar recursos fiscales para su posterior 
transferencia hacia otras áreas, hoy es absorvedor de recursos. Esto es una demostra­
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ción más de la inefectividad de los mecanismos fiscales tradicionales para adaptarse 
a unanueva situación y explica, pero de ningún modo justifica, ciertas preferencias por 
los mecanismos monetarios observadas en los últimos tiempos. Nótese que esto tiene 
su correlación con la aparición de propuestas que buscan volver a mecanismos 
captadores de ahorros líquidos. Esto también es motivo de otra discusión.

Lo que aquí interesa destacar es que las urgencias fiscales dieron lugar a que se comen­
zara a cuestionar la naturaleza jurídica de las cargas destinadas a la seguridad social. 
Así se comenzó a argumentar que las mismas debían considerarse imposiciones fisca­
les al igual que otras obligaciones tributarias y evaluarlas políticamente en consecuen­
cia. Este planteo no se agota meramente en lo formal.

Si los aportes al sistema de seguridad social se identifican con el conjunto de las im­
posiciones fiscales, se abre una puerta para que otros tributos contribuyan al financia- 
miento de dicho sistema. De hecho, en 1980 se intentó sustituir en Argentina parte de 
la financiación del sistema previsional por una participación en la recaudación del im­
puesto al valor agregado, argumentando que dicha reforma tendría impactos positivos 
en el mercado de trabajo (Lo Vuolo, 1986). Este intento no prosperó. Más adelante, 
la crisis financiera del sistema nacional de previsión, reflejada en una sostenida caída 
de la relación salario medio/haber medio, obligó al Poder Ejecutivo a declararlo en es­
tado de emergencia. En este año 1988 se tuvo que recurrir a una imposición sobre los 
combustibles y otros servicios públicos para transferir fondos al sistema previsional.

Esta tendencia no tiene consecuencias meramente fiscales. La equiparación de las car­
gas de la seguridad social con el resto de los tributos hace que pierda todo sentido deri­
var derechos y obligaciones diferentes de ambas imposiciones. Consecuentemente, el 
hecho que se pague un impuesto con afectación específica al sistema previsional, no 
debería otorgar derechos especiales sobre las prestaciones otorgadas por el mismo. 
Este argumento, que suele utilizarse a veces con un criterio exclusivamente fiscalista 
para desconocer el supuesto “compromiso” contraído por el Estado, deja espacio para 
cuestionar la propia lógica del sistema basado en la relación laboral. En otras palabras, 
pone al sistema previsional en condiciones de ser discutido y evaluado en relación con 
el resto de las políticas públicas.

Lo discutido hasta aquí pretende demostrar que la crisis de los sistemas de seguridad 
social de mayor maduración se presenta como dato de un proceso cuya dirección tien­
de a la universalización de la prestación, la desvinculación del derecho al beneficio del 
eventual aporte al sistema y la identificación de la política previsional con el conjunto 
de la política fiscal. Estas tres tendencias no pueden considerarse independientemente 
sino que son partes de un mismo proceso, le dan dirección y contenido a la propia di­
námica del sistema.

Pero al mismo tiempo, se ha señalado la existencia de cono-adicciones internas en este 
proceso, que se originan justamente en sus propios movimientos. Si bien no puede des­
conocerse que la crítica situación económica ha modificado el ambiente de referencia 
de los sistemas de seguridad social, hay un problema con su propia configuración. La 
traslación mecánica del esquema del seguro social al conjunto de la sociedad genera
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comportamientos perversos que no pueden resolverse dentro de ese mismo esquema. 
Según mi criterio, esta es la cuestión central que explica la crisis de los sistemas provi­
sionales más maduros en Latinoamérica.

Frente a esta situación se notan dos posiciones igualmente peligrosas. Por un lado se 
pretende simplemente desconocer la crisis, exigiendo mayor transferencia de riquezas 
al sistema provisional sin modificar los comportamientos perversos descritos anterior­
mente. Por el otro lado, se postula frenar el proceso mediante la construcción de alter­
nativas privadas a los sistemas públicos. Ambas posiciones se basan en el mismo su­
puesto “psicológico”: existe una “expectativa” que cubrir y se refiere a la demanda de 
la población por percibir una prestación vinculada con el salario de mercado de su úl­
tima etapa activa. Es interesante percibir cómo, desde posiciones aparentemente an­
tagónicas, se reivindica la necesidad que las instituciones públicas respondan á las 
“presiones de la demanda” (en un caso directamente y en el otro subsidiariamente), 
que pretende presentarse como “autónoma” cuando en realidad es inducida por la pro­
pia cultura instaurada por los sistemas de seguridad social vigentes. La reflexión final 
de este trabajo refiere a las consecuencias negativas que para nuestras sociedades pue­
den derivarse de esta forma de pensar el problema.

n i. La política de las alternativas a los sistemas híbridos.

a. Más de lo mismo o la prolongación de la agonía de un sistema enfermo.

El análisis anterior intenta fundamentar que este camino significa un permanente tras­
paso del problema hacia adelante, en un proceso que, indefectiblemente, ha de dete­
riorar los beneficios y producir fuertes transferencias en perjuicio de otras políticas pú­
blicas. Pero esta situación, que aparentemente tiene un contenido exclusivamente fi­
nanciero y algunos pueden presentarlo como una “reivindicación social” de la pobla­
ción pasiva frente a otros sectores, significa drenar fondos para seguir profundizando 
el desarrollo de un sistema fragmentado, inequitativo, regresivamente distributivo no 
solo al interior del sistema sino también en relación con los ciudadanos no cubiertos 
y claramente deslegitimador de la acción del Estado.

Un sistema disperso, segmen tado y heterogéneo, posibilita la reproducción, e incluso 
la potenciación, de aquellos privilegios sociales que surgen del ejercicio de la “respon­
sabilidad en el mercado”. Esto no podrá superarse dentro del actual híbrido institucio­
nal, porque es resultado justamente de su propio principio de organización. O sea, un 
sistema estructurado alrededor de la relación laboral en donde el Estado garantiza la 
apropiación individual regresiva de la riqueza social, reconociendo derechos de pro­
piedad sobre las prestaciones otorgadas por el mismo.

Avanzar en el sentido propuesto por los principios de la seguridad social no significa 
más del mismo sistema. La monopolización del debate alrededor del deterioro de los 
beneficios provisionales como resultado de la situación financiera, no ha permitido 
discutir con suficiente énfasis la forma en que las nuevas concepciones de la seguridad 
social modifican la relación de los individuos con el Estado y a través del Estado. La 
crítica situación económica de nuestras economías ha desnudado crudamente que no 
es el hecho causante lo que requiere cobertura o es motivo de preocupación social, sino
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el estado resultante de esos hechos. En ese estado de necesidad se sintetizan los obje­
tivos del sistema social todo y a ellos se deben subordinar las distintas políticas.

La profundización de este esquema de “seguro social expandido” y la reivindicación 
del mismo como una “conquista social”, ha de derivar en una presión insostenible so­
bre el Estado que puede crear el clima propicio para la resurrección de concepciones 
que pretenden retomar a la responsabilidad individual ante la utopía (para ellos, fra­
caso) de la responsabilidad social. De hecho, ya somos testigos de este fenómeno que, 
por supuesto, va de la mano con la pérdida de consenso acerca de los postulados de 
la teoría de la “demanda efectiva”.

b. El festejo de la agonía o la resurrección del sistema con los mismos males con- 
génitos.

La crisis de los sistemas híbridos ha permitido el retomo de concepciones idílicas que 
pretenden recuperar el “sentido común” de la responsabilidad individual, planteando 
la necesidad de crear alternativas privadas al sistema público. Como suele argumen­
tarse que estos sistemas privados de ahorro tienen objetivos similares a los de la segu­
ridad social, creo oportuno señalar que nada justifica esta perspectiva. Los objetivos 
perseguidos en uno y otro caso son incompatibles.

En un caso se trata de una alternativa financiera para acumular ahorros individuales 
privados mientras que en el otro se concretiza la responsabilidad social de transferir 
parte de la riqueza corriente hacia el sector laboralmente pasivo. En los sistemas priva­
dos el derecho a percibir la renta no puede derivarse sino como contraprestación por 
el aporte monetario oportunamente realizado, mientras que en el sistema público el de­
recho sobre la prestación provisional surge del objetivo estado de necesidad de los ciu­
dadanos. En el primero la renta es directamente proporcional a la capacidad de ahorro; 
en el segundo se cubre homogéneamente una incapacidad de consumo.

Sintetizando, la posible acumulación de fondos privados no puede pensarse como una 
alternativa o complemento del sistema público porque ambos tienen objetivos y lógi­
cas de funcionamiento diferentes. Por consiguiente, deben rechazarse aquellas nocio­
nes que ven a los sistemas públicos y privados como “grados” diferenciables de una 
sola política previsional. Esta pretensión no es ingenua sino que responde a un modelo 
social sobre cuyas consecuencias es necesario advertir.

La idea es fragmentar la sociedad para profundizar la diferenciación en el acceso al 
consumo, dejando al Estado la función de proveer bienes a los ubicados en la escala 
inferior de la distribución del ingreso. Esta alternativa, que en un primer análisis apa­
rece como atractiva desde el punto de vista de la equidad, puede derivar rápidamente 
en un Estado “pobre para los pobres” que rescate el viejo esquema de la beneficencia 
caritativa.

Además, creo que, en el actual contexto, de deslegitimación de las políticas públicas 
de los Estados democráticos latinoamericanos, los sistemas privados basados en la 
responsabilidad individual pueden demostrar rápidamente a los que se sustentan en la 
responsabilidad social. Esta conclusión se desprende de la propia lógica de ambos 
sistemas. Si los privados premian la capacidad de ahorro mientras que los públicos



deberían recaudar ingresos tributarios sobre la misma, está claro que los primeros se­
rán preferidos por quienes tienen ingresos por encima de su consumo. Esto puede de­
rivar, por ejemplo, en una resistencia al cumplimiento de las obligaciones tributarias 
destinadas al sistema previsional público, en una exigencia permanente de beneficios 
riscales para el sistema privado y en una presión de los sectores que puedan acceder 
a este último para que la carga del público se reduzca.

c. Muerte y reencarnación del sistema de seguridad social.

Cuando el pensamiento liberal predicó que era racional dejar que cada individuo satis­
faciera sus necesidades en función de sus propias prioridades subjetivas y a partir de 
una distribución del ingreso que venía dada, se apresuró a explicar que las prioridades 
colectivas eran simplemente la suma de las individuales. Así, se pretendía quitar enti­
dad propia e independiente al interés social; este era una simple agregación de una ca­
tegoría que lo precedía: el interés individual. Esta concepción no fue atacada desde la 
seguridad social con la profundidad que merece.

Los riesgos, los daños y los estados de necesidad derivados de los mismos, no son el 
resultado natural y excepcional de actividades que por su especificidad pueden atri­
buirse a ciertos individuos. Si esto es así, entonces las instituciones sociales deben ser 
sistemas orientados a repartir equitativamente los daños sociales o, lo que es lo mismo, 
a distribuir equitativamente las ventajas sociales. De esta manera, el centro de grave­
dad de las políticas públicas se traslada al proceso de redistribución de las rentas entre 
los ciudadanos y quedan desvirtuadas las tradicionales concepciones que ven en las 
denominadas políticas sociales, instituciones “compensatorias” de los movimientos 
concentradores y excluyentes que caracterizan el funcionamiento del mercado.

El desafío es, por el contrario, transformar al conjunto de las políticas públicas en ins­
trumentos eficaces para la construcción intencionada y planificada (esto es, fuera de 
la lógica del mercado) de una sociedad que privilegie una sostenida creación de rique­
za que permita aumentar equitativamente los niveles de bienestar de sus ciudadanos. 
En una sociedad democrática, esto significa convertir al problema social en el centro 
de discusión de los partidos políticos. Para ello, hay que modificar la estructura de fun­
cionamiento de las políticas públicas y transformar a nuestros partidos en instituciones 
aptas para este debate.

Entrando por este umbral, podemos concluir que el paso lógico que sigue a la implan­
tación del sistema de reparto no es el regreso a los viejos esquemas de capitalización, 
como pretenden algunos redescubridores del pensamiento liberal, sino la total asimi­
lación del sistema de seguridad social con las políticas fiscales del Estado. Esto signi­
fica asumir que se aporta al fisco en función progresiva a la capacidad contributiva de 
los ciudadanos, para posibilitar que con esos recursos el Estado lleve adelante las po­
líticas públicas que las instituciones democráticas determinen como más adecuadas 
para el interés social general. Esto permitirá coordinar, evaluar y determinar priorida­
des entre las mismas.

Para el sistema de seguridad social, esto significa otorgar cobertura a todos quienes es­
tán laboralmente incapacitados para generar ingresos mediante el ofrecimiento de su 
fuerza de trabajo en el mercado, asegurando al mismo tiempo el otorgamiento de un
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benefìcio vinculado con algún indicador objetivo del estado de necesidad de la po­
blación cubierta. Como esto puede ser prácticamente imposible de lograr con el instru­
mental político disponible en nuestros países, podría plantearse un beneficio homogé­
neo que asegure al menos que el universo de la población cubierta reciba un ingreso 
básico. Esto facilitaría la evaluación conjunta de ese beneficio con otros que se otor­
guen mediante otras políticas públicas. El financiamiento de este sistema es motivo 
de discusión dentro del conjunto de la política fiscal, privilegiando instrumentos que 
busquen la redistribución progresiva de la renta.

Esto es un horizonte, tal vez tan utópico como en su momento puede haber sido la idea 
clásica de seguridad social. Pero al menos, es la definición de un rumbo que se ajusta 
a un sistema de valores que nos permita convivir en una sociedad más equitativa. Cada 
uno de los aspectos que involucra este trayecto merece una profunda discusión, pero 
eso no invalida la importancia de reflexionar, sin duda imperfectamente, sobre las 
cuestiones centrales que determinan la conflictiva coexistencia de nuestras socie­
dades.
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Este trabajo tiene por objeto discutir en forma introductoria la importancia de la edu­
cación en el contexto de la política social. De modo general, se da mucha relevancia 
principalmente a la universalización de la educación primaria, aunque por diferentes 
razones, dependiendo del punto de vista que se tenga de la política social. En la prác­
tica, la tendencia es hacer mucho menos de lo que se dice en los planes oficiales, de 
manera tal que algunas veces se tiene la impresión de que se trata de un boicot, no disi­
mulado sino conciénte, pero disperso en las grandes contradicciones que caracterizan 
el sistema educativo.

Por un lado, prevalece de manera general la típica incapacidad administrativa, no obs­
tante se deba siempre dar por descontada la dificultad de dirigir una tarea tan compleja 
como es la de alcanzar a poblaciones muy numerosas sin tomar en cuenta las distancias 
y desequilibrios regionales. Por otro lado, permanece la cuestión de la calidad. Cifras 
todavía relativamente pequeñas llegan a terminar la escuela primaria, debido en parte 
a la pobreza de la mayoría de la población, pero también debido a la situación precaria 
de los profesores y del sistema educativo para garantizar una oferta razonable.

La “comunidad de educadores” ha destacado últimamente un discurso dirigido al 
impacto transformador de la educación, después de haber creído, con el mismo ímpe­
tu, que la educación no pasaba de ser una reproducción. Este lenguaje aparentemente 
moderno, aunque pueda tener contenido adecuado en la teoría y en la práctica, ha reve­
lado sobre todo vacíos de formación científica, cuando no se consigue ni siquiera defi­
nir con alguna exactitud los conceptos fundamentales de la propuesta, como son: 
transformación, educación política, animación cultural, etc. Ha contribuido para esto 
la acogida ligera de la revisión de Gramsci concerniente a la teoría marxista que pro­
pagó el entusiasmo en tomo dél intelectual orgánico, pero sin la debida práctica. Tam- 
bién en el campo de la investigación educativa se nota una precariedad, desde su im­
pacto casi imperceptible en las políticas concretas y en los cambios históricos, hasta 
el desvío de posiciones muy conservadoras bajo el disfraz del discurso vacío sobre 
transformaciones1.

Paralelamente a la discusión teórica en tomo del tema, comenzaremos situando lo que 
es política social, para luego analizar el lugar que ocupa la educación dentro de ella; 
haremos también, a modo de ejemplo, una incursión en algunos aspectos de la realidad

1 DEMO, P. Pobreza politica. S. Paulo, Cortez, 1988. ld., A valiamo qualitativa. S. Paulo, Cortez, 
1988.
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brasileña. Es necesario decir que no es en nada representativa de la realidad latinoame­
ricana, que apenas aduce consideraciones posiblemente semejantes a la de otros países 
con problemas similares2.

1. Algo de Política Social.

Sin proponemos polémicas, buscamos presentar en forma sucinta nuestra posición 
sobre lo que es política social. Esto no quiere decir que hagamos una concesión a sim­
plificaciones apresuradas, sino apenas la iniciativa práctica de no afilar curvas teóri­
cas, asumiendo que esta posición es apenas una entre otras posibles.

Para iniciar, es menester aceptar que política social no existe solo dentro del Estado, 
como política pública. En la confrontación entre privilegiados y marginados, la acción 
del Estado no es exclusiva, porque siempre puede haber iniciativas de la propia socie­
dad, inclusive contra el Estado. Éntre técnicos del sector público es muy común la 
creencia de que la política social se encierra en los cuadros públicos, sea porque no 
consiguen ver nada en la sociedad además de la actuación estatal, porque admiten al 
Estado como instituidor de la sociedad, o porque entienden que política solo puede ser 
cuestión pública3.

Tal posición es equivocada, para comenzar por la discrepancia típica entre la com­
prensión que el Estado tiene de las desigualdades sociales y la que tiene la propia socie­
dad. Manejarlas desigualdades sociales desde el punto de vista del Estado difícilmente 
ha de coincidir con la expectativa de la sociedad, a no ser en los casos en que el Estado 
sea, de derecho y de hecho, hijo de la sociedad. En este sentido es muy fácil constatar 
que en la lucha contra las desigualdades sociales las iniciativas de los marginados son 
característicamente más efectivas, encontrando al Estado como adversario. Así, la 
política social no debería estar ligada al Estado, tal como la política de los movimien­
tos sociales populares o cualquier movimiento de ciudadanos organizados4.

La expectativa estatal de dominio exclusivo de las políticas sociales corresponde a la 
necesidad de legitimación política, por lo que son propuestas típicamente con el fin 
determinado de control social y desmovilización popular.5 Difícilmente se encuentra 
alguna política social significativa en términos de combate cuantitativo y cualitativo 
de las desigualdades sociales. Por el contrario, es característica la oferta pobre para el 
pobre, inclusive con aquellas políticas convertidas en públicas por deber cons­
titucional, como es el caso de la educación primaria.

2 MADEIRA, F.R. &  MELLO, G.N. Educaçâo na América Latina. S. Paulo, Cortez, 1985. 
BRASLAVSKY, C. La discriminación educativa en Argentina, B. Aires, GEL, 1985. GIMENO, 
J. B. La educación en América Latina y el Caribe, pris, UNESCO, 1981.

3 DEMO, P. Participaçâo é conquista - Noçôes de política social participativa. S. Paulo, Cortez, 
1988, FALEIROS, V.P. O que é política social. S. Paulo, Brasiliense, 1986.

4 SADER, E. Movimientos sociais na transiçâo democrática. S. Paulo, Contez, 1987.

5 BORDENAVE, J. D. &  CAR VALHO, H. M. Comunicaçâo e planejamento. Rio de Janeiro, Paz 
e Terra, 1980.
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Por un lado, su universalización avanza lentamente sobre todo en calidad, por otro, la 
escuela pública correctamente concebida como área estratégica de ingreso abierto, 
tiende a ser educación de segunda categoría para ciudadanos de segunda categoría.6

Además, es fundamental puntualizar que políticas públicas no son propiamente del 
Estado, sino atribuciones provenientes de la sociedad que la nutre y que mantienen al 
Estado para esto. La prueba de eso está en el hecho usual de que tales políticas, inclusi­
ve siendo obligación del Estado y derecho de la población, solamente se hacen efecti­
vas de alguna forma bajo la presión de la sociedad.

Estas observaciones nos llevan a distinguir tres campos más específicos de las polí­
ticas sociales:

1.1. Asistencias obligatorias.

Se considera generalmente que poblaciones que no se pueden autoabastacer deben ser 
provistas por el Estado a través de asistencias sociales obligatorias por derecho de ciu­
dadanía. La delimitación de tales grupos poblacionales es siempre objeto de polémica, 
aunque algunos son más o menos pacíficos, como por ejemplo: niños hasta los 14 años 
de edad, ancianos y jubilados, deficientes físicos o mentales, algunos grupos en riesgo 
más evidente, portadores de enfermedades graves, madres en situación de gran pobre­
za, mendigos, poblaciones víctimas de desastres.

No se trata de asistencialismo, pero sí de reproducir la pobreza a través de estrategias 
políticas traducidas en donaciones restantes y compensatorias. Aunque el estado ma­
nifieste una gran tendencia a ser asistencialista, las asistencias obligatorias son un de­
recho, correspondiendo al Estado un deber generalmente definido en la ley. Tales asis­
tencias habitualmente no resuelven los problemas de base de las respectivas pobla­
ciones, ya que se trata de carencias estructurales, pues tales soluciones son solamente 
posibles en la perspectiva del autoabastecimiento económico y político.

Sobre todo las políticas de salud y seguridad social, a veces etiquetadas como acción 
social y hasta como bienestar social, se encargan de tales asistencias orientadas hoy 
característicamente al problema del menor necesitado, abandonado e infractor, del an­
ciano o deficiente.7

Es evidente que por detrás de las asistencias debe existir decisión pública, obligación 
del Estado para que sean obligatorias. En el Estado capitalista esta decisión es funda­
mental, sea porque se tiende a agravar fuertemente la pobreza extrema, porque aprecia 
los asistencialismos disparatados y apenas compensatorios o para poner límites a la

6 BUFFA, E. et alii. Educaçâo e cidadania. S. Faulo, Cortez, 1987. RODRIGUES, N. Da 
mistificaçâo da escola á ecola necessària. S. Paulo, Cortgez, 1987. OLI VEIR A, B. A. & DUARTE, 
N. Socializaçâo do saber escolar. S. Paulo, Cortez, 1986.

7 JAGUARIBE, H. et alii. Brasil, 2000. Rio de Janeiro, Paz e Terra, 1985. ABRANCHES, S. H. et 
alii. Politica social e combate á pobreza. Rio de Janeiro,Zahar, 1987.
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actuación pública y a las expectativas de la población. La razón fundamental, entre 
tanto, es la imposibilidad de crear asistencias más allá de las condiciones productivas 
y laborales, por una cuestión de simple contabilidad: no hay cómo mantener gastos 
sociales asitenciales sin los respectivos recursos. Y éstos no caen del cielo, se originan 
en la producción y el trabajo.

En este campo, es típico de la actuación estatal dar prestaciones incipientes que no co­
rresponden a las necesidades reales de los interesados. En el caso de los menores ne­
cesitados, abandonados e infractores o de los ancianos o deficientes, difícilmente se 
alcanzan coberturas significativas. Muchas veces no se llega ni al diez por ciento de 
atención de la demanda, aunque se mantengan aparatos burocráticos inmensos capa­
ces de consumir recursos económicos importantes.8

Además, es fácil constatar la precaria posibilidad de atención en el sentido de la 
capacidad efectiva en asistencias, lo que favorece también a su degeneración en asis- 
tencialismo. Los vicios más frecuentes son la sobrcposición de orientaciones y re­
cursos en un involucramiento de intereses politiqueros en la distribución de las 
asistencias, la falta de recursos económicos, así como la deficiencia técnico-científica. 
Esta última deficiencia viene marcada por la concesión fácil de los asistencialismos 
o por la verbalización vacía de teorías detenidamente radicales que nada tienen que ver 
con la práctica. Un rasgo marcado de esta precariedad está en el emergencialismo, 
muchas veces cubierto de buenas intenciones, de considerar a los pobres dotados del 
derecho de la superviviencia pero que termina etiquetando la pobreza como emergen­
cia, ocultando que ésta es estructural y de la mayoría.

Sin embargo, hay afirmaciones más cerradas, que tratan de aproximar asistencias 
como estrategias consideradas independizadoras, sobre todo las productivas y partici- 
pativas, siempre que sea posible. Así por ejemplo, el menor de la calle tiene derecho 
a asistencia obligatoria siempre y cuando pueda producir y participar para poder inde­
pendizarse en bien de su propio desarrollo.

1.2. Campo socio-económico.

En este campo las políticas sociales dialogan con el aspecto económico buscando 
enfrentar las cuestiones típicas ligadas a la pobreza material. Toda política social que 
se defina como propuesta independizadora, necesita del camino económico no sola­
mente como posibilidad de viabilizar los gastos indispensables sino, y sobre todo, de 
realización de condiciones de producción y de trabajo.

Una de las formas más seguras de agotar las políticas sociales es apartándolas de las 
preocupaciones económicas, por cuanto esto las estigmatiza como residual. Es en este 
sentido que los cambios sociales implican inevitablemente cambios económicos y 
viceversa. Generalmente se ve con razón que la acentuación sobre el binomio ocu­
pación-renta, obedece a la adopción de políticas menos inofensivas, porque ahí se toca 
una cuestión fundamental de supervivencia y de dignidad social.

8 SPINDEL, C.R. O menor trabalhador: um assalariado registrado. Brasilia, Nobel, Min. do 
Traballio, 1985.
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Forma parte de este campo la redistribución de la renta, alcanzada de modo más 
efectivo por la inserción satisfactoria en el mercado de trabajo. Por esto, este campo 
de las políticas sociales gira en tomo del binomio ocupación-renta y a partir de ahí 
alcanza otras áreas tales como:

- Profesionalización, aplicando políticas de mano de obra directamente dependien­
tes de los puestos de trabajo creados por el mercado, que la profesión en sí no los 
crea;

- Vivienda, sobre todo de acceso popular, estrechamente ligada a las condiciones 
salariales de los interesados y del mercado inmobiliario;

Salud, saneamiento ambiental, nutrición, también dependientes de la renta fami­
liar;

- Seguridad, vinculada al contrato de trabajo;

- Microempresa, sobre todo las informales, ligadas a la supervivencia y a las contin­
gencias de la población pobre;

- Mercado informal de trabajo, en parte a la sombra del mercado organizado, en par­
te con reglas propias, determinando posibilidades muchas veces importantes de 
supervivencia;

- Pequeña producción rural, reforma agraria y otras expresiones importantes de 
trabajo y de producción en el campo;

- Urbanización, sobre todo políticas destinadas a los barrios urbano marginales.

Tales políticas se desarrollaron más en los últimos tiempos, por lo menos en el terreno 
teórico y técnico. La mayoría de los programas se destina a recuperar y fortalecer opor­
tunidades de empleo y renta y, en consecuencia, de acceso a otros bienes considerados 
importantes para la población. Esto no significa que tal desarrollo venga acompañado 
por la respectiva reducción de las desigualdades sociales9, al contrario, si de un lado 
es posible observar éxitos favorables, del otro es muy difícil constatar la reducción 
relativa de la pobreza.

Es todavía típico el proceso de concentración de la renta.

1.3. Campo Político.

Este campo nos interesa más de cerca por varias razones, para empezar, por la inclu­
sión de la educación dentro de él. Se trata del problema de la pobreza política compren­
dida como la dificultad de desarrollo de la población organizada, que determina a la 
mayoría de la población como masa de manipulación a manos de la oligarquía. Es la 
dimensión menos estudiada y menos estimulada, porque es también menos alcanzable

9 WOLFE, M. Elusive development. Genebra, UNRISD, 1981.
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por el arsenal metodológico usual. La pobreza política no se puede medir ni planificar, 
no hay indicador de participación, porque esto no depende de números sino de un 
compromiso político.10

El desarrollo social necesita de crecimiento, pero no se restringe a la viabilización 
económica. Al otro lado de la medalla, se encuentra la cuestión de la democracia, que 
también depende de la prosperidad económica, pero que en su esencia es un fenómeno 
político dependiente directamente del pueblo. La cuestión independizadora atraviesa 
no solamente el camino económico, sino también el político, siendo en los dos de igual 
importancia.

Nuestras sociedades son muy pobres políticamente, lo que puede explicar por lo me­
nos un poco las pericias de nuestras democracias, todavía raras, efímeras, perdidas en 
el espacio de la politiquería, de la manipulación y de las oligarquías. La causa más con­
creta de esta pobreza es la falta de organización adecuada de la sociedad civil, sobre 
todo de la población pobre, y también la precariedad de nuestras organizaciones habi­
tuales, como los partidos políticos, los sindicatos, las cooperativas, las asociaciones, 
etc. Todo esto dificulta la instauración del estado de derecho, favoreciendo la persis­
tencia del estado de impunidad, de excepción, de privilegio.

Algunas áreas del campo político pueden ser las siguientes:

- Movimientos sociales organizados, ya sea por grupos de interés, ya sea por co­
munidades;

- Educación, comprendida como consecución primaria y primera para el ejercicio 
de la ciudadanía;

- Identidad cultural, comprendida como la madre de la participación, pues sola­
mente puede tener proyecto propio de desarrollo el grupo social dotado de sufi­
ciente identidad foijada en el camino cultural;

- Proceso de conquista de derechos fundamentales, ya sean los llamados difusos, 
como defensa del consumidor, derecho a la calidad del medio ambiente, derechos 
de ciudadanía; los de las minorías, como derechos de la mujer, del niño, del ancia­
no, del indio, del negro; o los llamados generales o simplemente humanos: derecho 
a la supervivencia, derecho al trabajo, a la información;

- Acceso a la justicia y a la seguridad pública.

Parece claro que de muchas de esas áreas no resultan políticas públicas propiamente 
dichas, además porque lo que se espera del Estado ahí es sobre todo que no obstaculice. 
No le toca al Estado captar los movimientos sociales aunque los pueda apoyar hasta 
cierto punto, por lo menos en el sentido de garantizarles información estratégica, acce­

10 DEMO, P. Pobreza política. S. Paulo, Cortez, 1988. BRANDÁO, C.R. O que é educado. S. Paulo, 
Brasiliense, 1982.
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so a las legalizaciones públicas necesarias y hasta acceso a recursos financieros, desde 
que se reviertan en el camino de la autosustentación y no de la obligación asistencia- 
lista.

Otras áreas son atribuciones que la sociedad hace al Estado, como la justicia y se­
guridad pública, traducidas no como bienes físicos, sino como cualidades sociales 
fundamentales.

Un rasgo esencial de este campo es la capacidad de la población de controlar al Estado 
de abajo para arriba, resultando la marca fundamental de la democracia. Esta es igual­
mente característica importante de los movimientos sociales organizados que deben 
primar por la calidad política de la base y no de las cúpulas, generalmente centralistas 
y poco legítimas.

Se puede decir que entre las pobrezas políticas más típicas de nuestros movimientos 
sociales organizados están las siguientes:

- Una débil representatividad de los dirigentes, muchas veces vitalicios, muchas 
veces impuestos o muchas veces mal elegidos;

- Escasa legitimidad, por falta de reglas de juego en la constitución organizativa;

- Poca presencia de la base, que casi no asiste y es por eso que puede ser manipulada 
por dirigentes centralistas;

- Dependencia excesiva frente a los poderes públicos, por falta de proyectos de 
autoabastecimiento, o por recibir constantes donaciones asistencialistas.

El enfrentamiento de la pobreza política supone pasos típicos, lo que se llama frecuen­
temente planificación participativa, concentrada en tres momentos:

- El autodiagnóstico, a través del cual el grupo toma conciencia política de sus pro­
blemas, y sobre todo comprende la pobreza como represión, injusticia, margina- 
ción;

- Estrategias de enfrentamiento práctico de los problemas detectados;

- Organización política competente bajo la forma asociativa, como demostración de 
capacidad concreta en el trato de los problemas.

Sea como fuere, la consideración de este campo de la política social, lleva a aseverar 
que no es posible instrumentar la pobreza sin la participación del pobre. De modo ge­
neral, es fácil la constatación de que las políticas sociales públicas, están lejos de una 
acción efectiva en términos de reducción de las desigualdades sociales. Muchas veces 
las agravan, sea por los efectos de concentración de la renta, o por la reserva perversa 
de atención estigmatizante para las poblaciones más pobres. Así, la pobreza no es 
objeto, sino sujeto de las políticas sociales. El Estado es visto como instancia delegada 
al servicio de la población.
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2. Educación Política

Al tratar la educación dentro del campo político y no del socio-económico, ni dentro 
de las asistencias obligatorias, significa que atribuimos a la educación una virtud es­
pecíficamente política. La educación no resuelve problemas materiales propiamente 
dichos, por lo menos en términos directos, ni da empleo. Lo que puede resolver son 
problemas de orden político en la perspectiva de la pobreza política.

Para configurar mejor esta postura es necesario delinear los conceptos de calidad 
formal y calidad política. Por calidad formal entendemos la demostración de capa­
cidad técnica y científica conforme a las reglas académicas usuales: dominio del mé­
todo y la teoría. En términos de educación, significa sobre todo el plano de la enseñan­
za y puede ser resumida en la capacidad de aprendizaje de contenidos y de métodos.

Por calidad política entendemos el plano de la formación en sentido educativo estricto, 
significando el desarrollo de la capacidad de ocupación de un espacio en la sociedad 
como actor político. Una de las manifestaciones más frecuentes de calidad política es 
la ciudadanía, principalmente la organizada, expresando otro tipo de capacidad: la ha­
bilidad de ser sujeto de su propio desarrollo, capacidad de organizarse de modo aso­
ciativo, cultivo de la identidad cultural sin provincianismos, formación de una con­
ciencia crítica práctica apta para conquistar y ejecutar derechos fundamentales.11

La educación primaria alcanza obviamente los dos planos, pero es propia de ella el 
plano de la calidad política. En el plano de la calidad formal le toca transmitir al alumno 
la parcela planificada de cantidad curricular en una forma adecuada, lo que supone un 
profesor capacitado y un alumno capaz de aprender. Otros factores entran también en 
escena: el problema de los materiales didácticos, sobre todo el del libro didáctico; la 
atención y nutrición; los equipamientos físicos; y así por el estilo. No hay razón alguna 
para despreciar este lado, toda vez que los estudios para la formación de profesores, 
cuando más, apenas acentúan este aspecto.

En verdad, forma parte del modelo científico predominante dedicarse apenas al as­
pecto de la calidad formal, ya que puede ser fácilmente planificado, seguido y eva­
luado, y también porque se puede expresar en indicadores, índices y porcentajes. Lo 
que se llama didáctica representa muy bien esto: es la estrategia técnica y formal de 
presentar un aula de clases de forma adecuada, de tal manera que una cantidad espe­
cífica de conocimientos sea transmitida con éxito al alumno. Este tipo de calidad 
formal es importante pues nunca será secundario lo que el alumno aprende técnica­
mente en la escuela. Existen técnicas, instrumentos, métodos de alfabetizar, de ense­
ñar a leer, de enseñar a escribir y de hacer cuentas, de memorizar, de hacer ejercicios 
prácticos y así por el estilo.

A pesar de todo, en el fondo todos estos son instrumentos. La generalidad de la edu­
cación primaria no puede ser realizada sin tales herramientas, es claro, pero en ellas 
no se agota, por el contrario, es necesario llevar a la calidad política al plano formativo 
propiamente dicho, o al proceso de formación de ciudadanía de los alumnos. Es en este

11 FREITAG, B. Diário de urna alfabetizadora. Campinas, Papirus, 1988.
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sentido que podemos observar fácilmente contradicciones muy graves que insinúan 
en la práctica un boicot al proceso histórico de formación de la ciudadanía popular, en 
la medida que la escuela primaria, aunque haya crecido mucho en los últimos años, se 
encuentra muy lejos de presentar una calidad satisfactoria. En lo concreto, esta prác­
tica estigmatiza a la población pobre como ciudadanos de segunda categoría para que 
permanezcan en la condición de objeto de manipulación política.

Es necesario siempre tomar en cuenta que en el plano de las realidades sociales no 
existen argumentaciones mecánicas o automáticas, como si hubiese relación necesaria 
de causa y efecto. Así por ejemplo: no se puede ir de la calidad formal a la calidad po­
lítica y viceversa, aunque se condicione. Una persona analfabeta puede desarrollar una 
fuerte calidad política, sin haber tenido una cantidad expresiva de años de estudio, así 
como una persona estudiada puede dedicarse a crear técnicas de explotación de los 
otros. Además, las ideologías más destructivas son elaboradas por intelectuales, no 
por analfabetos.

No se podría transformar jamás esta constatación en elogio de la ignorancia. Lo que 
resulta claro es que la democracia es viable solamente si tuviese su autor característico: 
el ciudadano conciente y organizado. De asumir así la cuestión, la educación primaria 
es algo imprescindible en el combate a la pobreza política. En la primaria no se resuel­
ven problemas económicos propiamente dichos, por más que el lado instructivo esté 
condenado por lo menos a la generación de actitudes positivas. La idea de definir un 
nivel de educación como obligatorio en términos de universalización durante cierto 
período se funda en el reconocimiento de la importancia sobre todo política de este tipo 
de formación. Una persona dotada de este tipo de educación tiene condiciones favo­
rables de resistirse a ser objeto de maniobra política, está en condiciones de compren­
der el contexto socio-económico en el que vive, de vislumbrar el marco de las desi­
gualdades sociales y su posición dentro de ellas y puede lograr una actitud más crítica 
frente al Estado. Al mismo tiempo podría mostrarse como patrimonio común en térmi­
nos de instrucción y de formación, con impactos importantes en la igualdad de opor­
tunidades dentro de un contexto extremadamente desigual.12

Por tales razones, también se atribuye fundamental importancia a la escuela pública 
primaria como garantía más segura de ingreso abierto, independiente de cualquier 
condición social, económica, política o cultural. Todos tienen derecho a ella de modo 
gratuito. Esto no busca provocar conflicto con la iniciativa privada en los países adep­
tos al capitalismo liberal, aunque ella represente con certeza una discriminación inicial 
muy drástica: el ingreso a la escuela privada está limitado a la libertad que el dinero 
proporciona. Siendo la escuela privada de nivel generalmente mejor, la escuela pú­
blica está reservada a los pobres y será más pobre cuanto más pobre sea la población.

Tomando así la cuestión, sería preferible siempre una escuela pública primaria ex­
clusiva que tuviese un buen nivel. El argumento parece convincente: la educación no 
es mercadería, es un derecho que no se compra. Mientras tanto, en la práctica, la preca­

12 SAVIIANI, D. Escolaedemocracia. S. Paulo,Cortez, 1987. WERTHEIN,J. & ARGUMEDO, M. 
Educa^o e participa^o. Rio de Janeiro, Philobiblion, 1985. CURY, C.RJ. Educa£5o e con- 
tradiijao. S. Paulo, Cortez, 1986.
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riedad de la escuela pública ha favorecido mucho el espacio de la escuela privada, 
porque hasta los educadores adeptos de la escuela pública exclusiva acostumbran a 
colocar a sus hijos en la escuela privada. Siendo así, la escuela privada retrocedería 
normalmente si la escuela pública se tomase buena.

Podríamos tratar el tema también de la siguiente forma: la educación tiene relación 
igualmente con la cuestión del trabajo y de la producción y aparece aquí generalmente 
bajo el epíteto de profesionalización, de preparación o de entrenamiento. En la secun­
daria esta función se toma explícita, y hubo inclusive una época en el Brasil en que la 
secundaria profesionalizante era exclusiva. Tal postura fue la herencia de teorías sobre 
recursos humanos que entienden la educación como un entrenamiento para el trabajo 
y para la producción principalmente. Aunque tal postura privilegie el lado de la calidad 
formal, este no es secundario, por cuanto es fundamental la competencia en el trabajo 
y en la producción, no obstante que la especificidad típica de la educación está en la 
otra esfera, la del contenido político, ligada a la formación de capacidad en términos 
de ciudadanía. En la práctica la persona necesita ser competente en ambos lados, como 
trabajador y como ciudadano. Todavía más, la educación considerada no como ins­
trucción, enseñanza, aprendizaje, información, sino como proceso formativo, se rea­
liza propiamente en la perspectiva política, inclusive, cuando ésta se llama profesio­
nalizante. También para la educación llamada superior se aplica el mismo análisis, 
nunca será menor la competencia técnica y científica del estudiante que concluye los 
cursos, mas el fenómeno fundamental será la formación política de una élite intelec­
tual capaz de interferir en el espacio político de la sociedad.13

Por tal motivo, educación no es política asistencial, aunque pueda incluir componentes 
asistenciales como por ejemplo el desayuno escolar, lo que inclusive siendo garanti­
zado por la escuela pública de modo gratuito, forma parte del lado político de las polí­
ticas sociales, siendo ésta uno de los canales de participación.

Ni por eso la educación debe ser sobreestimada en su función política, como si ella 
hiciese sólita el milagro del desarrollo. Como es conocido, parte significativa de lo que 
se llama fracaso escolar, se debe simplemente a la pobreza familiar, sobre la cual la 
escuela no tiene mayor influencia.14 Esto quiere decir que cualquier proyecto de 
cambio más profundo necesita atravesar por lo económico y por lo político, cada cual 
en su lugar, más allá de que las acentuaciones principales puedan variar. Es posible la 
educación transformadora, lo que supone admitir transformación en espacios especí­
ficos como la educación. Sin discutir eso ahora en profundidad, lo mínimo que se de­
bería exigir es la acción práctica radical en educación, única acción coherente con una 
propuesta transformadora por más indulgente que fuese.

A pesar de eso es muy difícil imaginar transformación profunda sin el concurso simul­
táneo de motivaciones económicas y políticas. Si tomamos el ejemplo de la animación 
cultural ahora en moda en el campo de las políticas culturales, su problema principal

13 SALM, C. Escola e trabalho. S. Paulo, Brasiliense, 1980.

14 CHARLOT, B. A mistificagiio pedagógica Rio de Janeiro, Zahar, 1979. BAUDELOT, C. & 
ESTABLET, R. La escuela capitalista. México, Siglo 21,1986.
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y típico, es el de ser apenas animación. Satisface al técnico que puede hasta construir 
informes interesantes al respecto, pero no a la población que continuará animadamen­
te pobre. La animación cultural solo puede tener sentido en la medida en que formen 
parte de ella factores económicos de la realidad, por ejemplo, incentivando identi­
dades culturales productivas.

No se deduce de eso que la escuela deba actuar en la esfera económica directamente 
pues no es órgano de producción. Su tarea específica es la educación, algo de marcado 
contenido político. En esto debe ser competente y forma parte de su competencia no 
verse aislada, sectorizada, desviante. La educación desviada acostumbra a producir 
discursos compasivos, como si la transformación social pudiese ser el resultado de la 
exortación. Para ser transformadora es necesaria la práctica transformadora al lado de 
la teoría.

Parece obvio que en la escuela pública actual difícilmente se produce algo transfor­
mador, por cuanto allí predomina el impacto reproductor. El impacto reproductor pro­
viene de la dinámica económica y política del propio sistema dominante, pero en parte 
es favorecida también por discursos vacíos, pretendidamente radicales, que encubren 
por ejemplo la incompetencia formal y política de los profesores. Incluso influyendo 
todas estas contradicciones, la escuela es un lugar muy importante de elaboración de 
la ciudadanía popular, cuyo impacto a corto plazo en lo máximo sería reformista. E 
incluso más, si la escuela pudiese apenas instruir de manera adecuada, leer, escribir 
y contar, ya sería algo importante capaz de ser asimilado como condición primera de 
la conciencia crítica.

Solamente por un eufemismo laudatorio se podría llamar a esta educación como trans­
formadora. Sin embargo su impacto político jamás es despreciable, ya sea por el lado 
negativo o por el positivo. En la escuela sucede algo de importancia: por la imbeci- 
lización de la población, por esa capacidad de generar un tipo de ciudadano incompe­
tente, o la concientización de la población, para alcanzar resultados positivos es ne­
cesaria una actuación adecuada en dos sentidos: tanto en el sentido de la calidad formal 
como, sobre todo, en el sentido de la calidad política. Es difícil imaginar cómo la edu­
cación sólita podría transformar la sociedad, pero ni por eso pierde su importancia 
insustituible como origen de la ciudadanía popular. Este tipo de actividad dignifica la 
acción del Estado, a pesar de todas sus posibles contradicciones. Desde el punto de 
vista del Estado, qué interesaría al proporcionar la universalización de la educación 
primaria, si de eso resultara la posibilidad de ser más controlado por la población. To­
davía la democracia es precisamente esta contradicción y de ella se alimenta. De lo que 
trata es del asunto de la ciudadanía crítica y organizada. Y al Estado le resulta siem­
pre más fácil y cómodo gobernar una población que sea analfabeta.15

3. Algunos aspectos de la realidad brasileña

Haremos un breve análisis de algunos datos sobre el sistema escolar primario en Bra­
sil, a modo de ejemplo, con la intención de ratificar algunos argumentos favorables a

15 BARREIRO, J. Educado popular e alfabetizado. Petropolis, Vozes, 1980. LIBÁNEO, J.C. 
Democratizado da escola pública. S. Paulo, Loyola, 1986.
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j11
la interpretación política de la educación. Por definición, la cuestión de la calidad j
política no se registra cuantitativamente, por lo que solamente podemos inferir de ma- j
ñera indirecta y aproximada. Inclusive así, es posible ver con alguna claridad la dimen- '
sión de nuestra pobreza política, relacionada aquí con el problema educativo. j

iy
Lo mínimo que se podría decir es que el país está más crecido, más grande de lo que ¡
la situación educacional permitiría. Esto podría insinuar, primero, que para el creci­
miento la educación no desempeña un papel decisivo aunque tenga su lugar. En la 
década de los 70, vimos mayores porcentajes de crecimiento económico, acompañado ¡
deunaevolucióninsignificantedelatasadeescolaridad(1970-67,3%; 1980-67.7%).
Segundo, parece claro que avances cuantitativos no garantizan una necesaria calidad '
formativa. Ni siquiera la mitad de los alumnos que entran en el primer año de primaria 
concluyen el octavo grado, aunque alrededor del 90% de la población en edad escolar 
tenga acceso a la escuela.

Algunos especialistas dicen que el problema ya no sería de cantidad, sino de calidad. '
Esta afirmación es correcta, fundamentalmente cuando se refiere a la matrícula inicial
que representa todavía un dato particularmente precario, porque además de contener
duplicación en los registros con promesas de matrícula, esconden el problema de la
matrícula final. En base a la matrícula inicial la tasa de escolaridad sube mucho,
situándose hoy día alrededor del 85% por lo menos. Pero si revisamos la matrícula :
final vemos que baja al 75%.16 !

El censo de 1980, que recogió los datos alrededor del mes de septiembre (casi al final 
del proceso de matrículas) señala tasas bajas de escolaridad, como muestra el cuadro 
II: 67,7% para todo el país, en el Nordeste no llegaba al 50% y en el Sudeste alcanzaba 
la mejor tasa, prácticamente el 80%.

Para 1985, el Ministerio de Educación publicaba la tasa del 77% de escolaridad, 
discordando con la tasa censal de 1980, porque en 5 años sería prácticamente impo­
sible elevarla en 10 puntos de porcentaje (Cuadro III).

Según el cuadro I, la media de años de estudio en la población de 10 años y más revela 
que el país todavía está marcado que los cuatro primeros años de primaria. Para 1986, 
esta media era de 4.49 años de estudio para todo el país, subiendo en el área urbana 
al 5.19, y descendiendo en el área rural apenas al 2.48. En el Nordeste esta media para 
el área rural era apenas 1.74.17

Aunque sea muy difícil medir la tasa de eficiencia de la primaria, para saber cuántos 
alumnos llegan a terminar con éxito la escuela, el propio Ministerio de Educación hizo 
un intento (Cuadro VII). Según esos datos, del grupo de alumnos comprendidos entre 
1960 y 1967, la tasa de eficiencia habría sido del 20.36%, significando en la práctica

16 FLETCHER, P.R. & CASTRO, C.M. Os mitos, as estratégias e as prioridades para ensino de l a 
grau. Brasilia, IPEA, 1985.

17 WERETHEIN, J. & BORDENAVE, J. D. Educaçâo ruralno Terceiro Mundo.Rio de Janeiro, Paz 
e Terra, 1981.
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que de 100 alumnos matriculados en el 1er grado en 1960, apenas 20 habría terminado 
el 8vo. grado en 1967. En el grupo de 1977 a 1984, esta tasa habría alcanzado casi el 
33%, habiendo alcanzado su punto más alto en el grupo de 1974 a 1981, con casi el 
36%.1S

Tales datos, con seguridad muy discutibles, porque es tremendamente complejo pro­
ducir medidas de flujo, comienzan por la constatación común de la distorsión edad- 
grado y por el hecho por demás conocido de que en el 1 er. grado los alumnos se quedan 
uno o dos años por lo menos, o sea, tienen que repetirlo para poder ser aprobados. Sea 
como fuere, indica un aprovechamiento todavía muy bajo, principalmente si tomamos 
en cuenta que la primaria debería ser universal. En cierta medida continúa siendo se­
lectiva en varios sentidos:

a) porque expulsa sobre todo a los más pobres y con seguridad a los que no tienen 
acceso al pre-escolar,

b) porque no respeta el derecho legalmente reconocido, negándolo a los que más 
necesitan;

c) porque se reserva al pobre una educación pobre.

La tasa bajísima de eficiencia, dejando de lado los problemas técnicos de construcción 
estadística, provienen de muchas causas, entre ellas la misma pobreza de la población. 
Sin embargo, mirando hacia dentro de la escuela, o sea hacia los factores pedagógicos 
del proceso educativo, podemos señalar muchas heridas lacerantes, tales como:

a) el cuadro IV pone en evidencia que casi la mitad (43%) de los establecimientos 
primarios se concentraban para 1985 en el Nordeste (más de 80 mil sobre 187 mil del 
total del país), aunque tuviese apenas el 28% de los docentes; en cambio en el Sudeste 
había apenas un 25% de los establecimientos, pero el 43% de los docentes. Así po­
demos apreciar las grandes diferencias internas en términos de región;19

b) el cuadro V muestra que los docentes presentaban precariedades sorprendentes en 
términos de instrucción. Había en 1985 ciento cincuenta mil docentes sin la debida 
profesionalización para el magisterio, casi el 10% sobre el total de 1.240.000 del país; 
de los 87.200 docentes con primaria incompleta, 58.000 estaban en el Nordeste; de los 
374.000 profesores licenciados para el magisterio, 218.000 estaban en el Sureste;20

c) Según otros datos, alrededor del 75% de las licenciaturas (requerimiento indispen­

18 MIGUEL, G.B. Ensino regular de l 9 grau - taxas de eficiencia. Brasil -1950-84. Brasilia, MEC/ 
SEEC, 03/87. Ver defínigáo da taxa de eficiencia, á pg. 01.

19 Fun^üo docente é usada em vez de “docente”, porque cada docente pode estar lecionado em varias 
escolas.

20 MELLO, G.N. Magistério de 1Q grau - Da competencia técnica ao compromisso político. S. Paulo, 
Cortez, 1986. RIBEIRO.M.L.S. A formado política do professor de l 9e29graus. S. Paulo, Cortez, 
1984.
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sable para ejercer el magisterio) son obtenidas en escuelas particulares de enseñanza 
superior, reconocidas como de nivel muy bajo. Aquí está una de las causas claras de 
la incompetencia formal del profesor, sin hablar de la incompetencia política;21

d) El cuadro VI revela que la media de alumnos que hace flujo normal de grado a gra­
do, en el grupo de 1977 a 1984, era de apenas 33% para el total del país, llegando al 
57% en el estado de Sao Paulo y bajando a apenas el 15% en el estado de Piauí;

e) el cuadro VIII nos señala el costo por alumno en las escuelas públicas, mostrando 
grandes desigualdades: parece claro que la “buena educación” es cara. En el estado de 
Sao Paulo el costo en 1985 era de 202.7 dólares en la red escolar del estado; mientras 
era de 32.6 dólares en el estado de Piauí en la red escolar municipal y el mayor costo 
estaba en el estado de Santa Catarina, con 125.6 dólares, en tanto en el estado de Ceará 
encontrábamos un costo de apenas 21.6 dólares.

f) el cuadro IX señala el predominante mal estado de conservación de las escuelas 
por región; apenas en el Sur había una situación razonable con 46.36% de escuelas en 
buen estado; particularmente, en el Norte y en el Centro Oeste casi no había una sola 
escuela en buen estado.

Tales datos, a pesar de su precariedad, no dejan de revelamos las incongruencias mar­
cadas del sistema primario, al revés de los derechos constitucionalmente reconocidos 
del niño en edad escolar. Con tales inversiones, tales escuelas y tales profesores, es de 
hecho muy difícil obtener tasas razonables de eficiencia. La cuestión de la ciudadanía 
es contradicha en todo momento.

Es contradicha en el profesor mal preparado, empujado a ejercer una profesión sin 
prestigio social y generalmente mal pagada. Para cuidar el desarrollo de la ciudadanía 
popular, sería de suponerse que el profesor fuese, en pleno sentido, un ciudadano tam­
bién. Hoy en día la situación está cambiando poco a poco a través de los movimientos 
de organización política de los profesores, que aunque están cargados de corporati- 
vismo comprensible, insinúan la posibilidad de conquista, sobre todo en lo que se re­
fiere al papel de la escuela pública.

La cuestión de la ciudadanía es contradicha en la administración del sistema, porque 
el Estado se ha mostrado incapaz de dotar de los medios necesarios para su buen fun­
cionamiento: invierte todavía muy poco en la educación, y lo que invierte viene acom­
pañado de los clásicos problemas de influencia politiquera; parte significativa de los 
recursos es mal gastada en un aparato burocrático grande, incompetente, mal pagado; 
los establecimientos son mal conservados y mal equipados; el acceso a los apoyos y 
a los materiales didácticos es todavía precario.

La cuestión de la ciudadanía es sobre todo contradicha en el sistema selectivo, porque 
no se hace un esfuerzo visible por garantizar el avance de los niños pobres en los gra­
dos, es decir en el problema de la repetición constante de los grados, lo que hace

21 TRAMONTIN, R. & BRAGA, R. O ensino superior particular no Brasil: traeos de um perfil, in: 
Ciencia e Cultura 37 (7), Suplemento, p. 76.
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expulsar a los niños de la escuela prematuramente en la mayoría de los casos, mientras 
que en otros casos aguanta multiplicando infinitos años de estudio antes de concluir 
la primaria. La situación del primer grado continúa siendo dramática, exigiendo en la 
práctica un super profesor, muy difícil de producir en el sistema de instrucción vigente.

Mientras tanto, es necesario reconocer avances cuantitativos importantes, como nos 
muestra el cuadro XI. El crecimiento de las matriculas a partir de 1970 fue particular­
mente grande, llegando al 61% en 1985 para el país y al 89% en la red escolar munici­
pal. En la región Norte tal crecimiento llegó a más de 600% en la red municipal. De 
modo general, la red escolar municipal ha crecido más que las otras, más que la estatal, 
que la federal y que la particular, como muestra el cuadro X. La enseñanza particular 
primaria, representaba en 1985, apenas el 12.85% de las matriculas totales. Predomina 
todavía el alumno de la red escolar estatal, sobre todo en las regiones más ricas, lo que 
demuestra que la municipalización puede ser fácilmente mal interpretada y orientada: 
municipalizar no puede entender como relegar a la educación a instancias financieras 
y técnicamente incapaces. Este parece haber sido el caso del Nordeste donde la red 
escolar municipal absorve un poco más que la red escolar estatal; en cuanto que en la 
región Sudeste, la red estatal absorbe el 68%, dejando para la red municipal apenas el 
19%.

Para concluir

Tal vez una conclusión importante sea el reconocimiento de que la educación pri­
maria, para ser unlversalizada, necesita estar amparada por los poderes públicos bajo 
la forma de la escuela pública, con miras al ingreso irrestricto. Sin embargo esto ni de 
lejos garantiza cantidad y calidad. Sobre todo la cuestión de la calidad está menos en 
las manos del Estado que en la capacidad política de la sociedad interesada.

Esta problemática es fácilmente observada en la tendencia típica de considerar a la 
educación como asunto del Estado en sentido negativo, ya sea porque así se la definió 
en la Constitución, o porque no existe ciudadanía suficiente para entender que el Es­
tado es sustentado por los ciudadanos. El Estado abandonado a su suerte no tiene nin­
guna tendencia para realizar la democracia, muy por el contrario, recubre a la educa­
ción pública de tantos problemas que se toma una auténtica armadilla para las pobla­
ciones más pobres, pues éstas son estigmatizadas con una oferta deprimente y des­
preciable.

En la práctica es difícil movilizar a la población en tomo a la escuela pública, inclusive 
porque ésta es gratuita. Se moviliza más fácilmente aquella parte de la población que 
paga la escuela particular cuando ésta quiere cobrar precios considerados exhorbitan- 
tes. Las asociaciones de padres, o de padres y maestros, funcionan muy precariamente. 
En la mayoría de los casos asumen un papel asistencial muy condescendiente, que 
acaba por eximir al Estado de sus obligaciones. En última instancia, la población cree 
que las cosas del Estado funcionan muy mal, siempre, y así es, inclusive la educación.

Tal vez este rasgo muestra más que todo nuestra pobreza política y la condición con­
creta de masa que se puede manipular. Se vuelve muy difícil el desafío de construir 
un proyecto propio de desarrollo en el cual aparezcamos como sujetos de nuestra pro­
pia liberación y no como objetos al margen.
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Cuadro No. 1
Medias de años de Estudio de la Población de 10 años y más.

según regiones y situación domiciliaria -1986

Regiones Total Urbano Rural

Norte 5.03
Nordeste 3.19 4.29 1.74
Sudeste 5.11 5.47 2.86
Sur 4.83 5.49 3.58
Centro-Oeste 4.55 5.19 2.64
BRASIL 4.49 5.19 2.48

Fuente: IBGE, PNAD-1986.
i

Cuadro No. 2 
Tasas de escolaridad, 7-14 años 

por regiones - % -1980

Norte 58.3
Nordeste 49.9
Sudeste 79.9
Sur 75.8
Centro-Oeste 70.1
BRASIL 67.7

Fuente: Censo de 1980.

Cuadro No. 3 
Tasa de escolaridad, 7-14 años 

por regiones - % -1985

Norte 79
Nordeste 67
Sudeste 83

1 Sur 78
Centro-Oeste 81
BRASIL 77

Fuente: MEC/SG/SEEC.
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Cuadro No. 4 
Número y porcentaje de establecimientos primarios 
Docentes y matricula inicial, según regiones -1985

Región Establecimiento % Docentes % Matrícula
inicial

%

Brasil 187.273 100 1’040.553 100 24769.359 100
Norte 14.092 8 54.019 5 1*678.731 7
Nordeste 80.976 43 290.833 28 7*438.889 30
Sudeste 46.218 25 443.303 43 10*057.634 40
Sur 34.010 18 181.871 17 3*655.869 15
Centro-Oeste 11.977 6 70.527 7 1*938.236 8

Fuente: MEC/SG/SEEC.

Cuadro No. 5
Número de docentes por grado de formación según región -1985- (en mil)

R
E
G
i
o
N
E
S

Docentes

T
o
T
A
L

Grado de formación

Primaria Secundaria Superior

Incomp. Compì. Magist. Otro 
compì. compì.

Con
licenc.

Sin
licenc.

BR 1.241 87 63 419 51 374 47
N 54 9 9 24 2 8 1
NE 290 58 29 132 15 49 7
SE 443 8 5 165 12 218 34
S 182 5 13 67 16 79 3
CO 71 6 6 30 5 20 2

Fuente: MEC/SG/SEEC.

Cuadro No. 6
Medias aritméticas y desvíos -

Patrón de los porcentajes de alumnos que permanecieron en cada grado en relación a la
primera -1977-1984

Algunos estados Media aritm. Desvio-padr.

Brasil 32.90 11.68
Sao Paulo 57.12 15.11
Santa Catarina 49.63 18.01
Río de Janeiro 39.68 14.51
Pará 23.03 10.63
Alagoas 21.21 9.33
Bahía 20.41 8.30
Maranhao 16.27 8.16
Piauí 14.80 9.37

Fuente: MEC/SG/SEEC.
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Cuadro No. 7
Evolución en porcentajes del flujo escolar en términos de eficiencia

1960-1984

G
R
u
r
o

Año

Matrícula inicial

Grados

1ro. 2do. 3ro. 4to. 5to. 6to. 7mo. 8tvo. Tasa
eficiencia

60-67 100 42.8 32.6 23.2 14.4 11.2 9.7 8.6 20.36
61-68 100 44.6 32.8 23.9 15.2 12.4 10.8 9.1 21.26
62-69 100 44.3 35.1 22.9 16.1 12.9 11.5 9.7 21.79
63-70 100 44.9 31.8 24.5 16.5 13.3 12.3 10.1 21.91
64-71 100 40.1 32.4 24.1 18.0 14.4 14.1 10.7 21.97
65-72 100 44.9 35.9 27.4 20.5 16.8 16.7 13.0 25.03
66-73 100 44.6 36.9 28.2 22.3 17.9 17.6 13.2 25.81
67-74 100 45.4 36.7 29.4 23.4 21.0 20.1 16.1 27.44
68-75 100 45.6 36.8 30.7 29.0 22.0 21.7 17.2 29.00
69-76 100 49.0 39.7 33.3 29.5 25.1 21.8 18.2 30.94
70-77 100 51.9 41.3 35.0 31.6 25.7 21.5 18.0 32.14
71-78 100 52.6 41.3 34.9 31.7 25.4 22.0 18.0 32.27
72-79 100 51.3 40.8 34.3 31.3 26.0 22.2 17.0 31.84
73-80 100 50.9 40.8 33.9 32.5 26.5 20.0 18.4 31.86
74-81 100 54.7 43.9 37.1 36.7 28.9 24.4 19.3 35.80
75-82 100 54.4 45.1 38.2 38.0 29.8 24.0 19.9 35.62
76-83 100 55.3 46.4 38.7 39.1 29.3 24.5 19.8 36.15
77-84 100 51.4 42.0 35.4 34.7 27.4 22.3 17.5 32.90

Fuente: MEC/SG/SEEC.

Cuadro No. 8
Costo-alumno de las escuelas públicas por estado y esfera administrativa y localización

1985 (en US $)

Estado

Red estatal Red municipal

Urb. Rural Total Urb. Rural Total

Acre 104.4 39.5 48.6 44.1 95.0 47.0
Pará 53.8 52.8 53.1 33.7 27.0 27.4
RN* 91.7 100.9 97.7 55.7 40.6 42.0
Piauí 47.0 24.7 32.6 32.1 22.2 22.4
Alagoas 73.0 56.5 66.1 33.0 19.8 21.1
Ceará 84.1 31.8 67.2 44.7 19.9 21.6
S. Paulo 172.5 222.2 202.7 — — —
Paraná 135.1 65.8 106.7 94.3 59.7 62.7
S. Catarina 120.9 89.2 95.2 100.7 127.4 125.6
Goiás 78.6 113.9 84.0 43.0 36.9 37.5
M. G. Sul 74.7 — 74.7 72.0 40.1 44.5

Fuente: Marques, A.E. & Xavier, A.CR. Costo/alumno en las escuelas públicas de primaria. IPEA/IPLAN, 
Brasilia, 1985.
* Río Grande do Norte.
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Cuadro No. 9
Estado de conservación de la escuela por región ■? 1985

Región Situación de la escuela

Grandes reformas Pequeñas reformas Bueno

Norte 26.03 73.04 0.92
Nordeste 38.04 39.72 22.24
Sudeste 14.79 50.47 34.74
Sur 20.12 33.52 46.36
Centro-Oeste 56.50 41.12 2.38

Fuente: FLETCHER, P. & CASTRO, C. M. A escola que os brasileños frequentaram em 1985. 
IPEA/IPLAN, Brasilia, 1985.

Cuadro No. 10 
Distribución de la matrícula inicial 

por dependencia administrativa según regiones 1970-1985 ( % )

RegJAño Federal Estatal Municipal Particular

NORTE
1970 7.54 60.20 17.71 14.53
1980 12.20 51.03 25.37 11.39
1985 4.64 48.35 38.02 8.98

NORDESTE
1975 0.68 39.44 44.45 15.44
1980 0.21 32.67 52.83 14.29
1985 0.25 41.38 45.47 12.89

SUDESTE
1970 0.34 73.49 11.95 14.21
1980 0.09 63.61 22.38 13.92
1985 0.12 68.05 19.05 12.77

SUR
1970 0.10 55.66 33.99 10.25
1980 0.05 56.52 33.39 10.04
1985 0.10 58.76 29.73 11.41

CENTRO-OESTE
1970 0.54 53.00 34.51 11.94
1980 0.38 66.13 26.09 7.40
1985 0.24 66.98 23.60 9.18

BRASIL
1970 0.65 60.01 25.73 13.61
1980 0.75 52.78 33.64 12.85
1985 0.47 57.25 30.21 12.07

Fuente: SECC/MEC.

93



Cuadro No. 11
Crecimiento de la matrícula inicial por índice y dependencia administrativa, según regiones

1970 = 100

RegVAño Total Federal Estatal Municipal Particular

NORTE
1970
1980
1985
1988*

100
203
300
362

100
329
185
214

100
172
241
290

100
291
645
781

100
159
186
225

NORDESTE
1970
1980
1985
1988*

100
180
198
221

100
56
73
82

100
149
208
231

100
214
203
226

100
167
166
190

SUDESTE
1970
1980
1985
1988*

100
133
140
148

100
36
50
55

100
115
130
136

100
249
224
239

100
130
126
135

SUR
1970
1980
1985
1988*

100
118
121
125

100
55

117
120

100
120
127
132

100
116
106
109

100
116
134
139

CENTRO-OESTE
1970 100
1980 178
1985 215
1988* 235

100
123
95

104

100
222
272
298

100
135
147
159

100
110
165
182

BRASIL
1970
1980
1985
1988*

100
147
161
174

100
170
117
133

100
129
153
164

100
192
189
207

100
138
143
157

Fuente: SEEC/MEC. 
* Estimativo.
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1. La coyuntura presente

Tal vez uno de los hechos más significativos ocurridos en América Latina en los últi­
mos años ha sido la intensa crisis económica que se experimentó a comienzos de la dé­
cada de los ochenta, propulsada por los profundos cambios en los sistemas financieros 
internacionales como producto de los ajustes de las economías desarrolladas. De una 
situación en que el financiamiento externo es barato y abundante, con tasas de interés 
bajas e incluso, en ocasiones, negativas, se pasa a otra en que hay una restricción de 
financiamiento, con tasas de interés consecuentemente altas, debidas a una fuerte limi­
tación de los recursos disponibles en los centros financieros internacionales para los 
gobiernos y economías subdesarrolladas. El hecho de que las economías latinoameri­
canas se hubieran readecuado, en mayor o menor medida, a las condiciones imperan­
tes en la década de los años setenta, hace que los efectos de estos ajustes sean devasta­
dores en la mayoría de los casos, especialmente en las economías que mostraban un 
alto grado de apertura a los mercados internacionales y volúmenes muy altos de endeu­
damiento extemo público y/o privado.

El presente trabajo trata de explorar, sobre la base de la literatura disponible sobre el 
tema y en términos globales, los efectos que esta crisis ha tenido sobre el sector vivien­
da en América Latina1, bajo el supuesto de que se están iniciando procesos de ajuste 
que debidamente orientados, pueden servir para que las políticas de vivienda canali­
cen sus estructuras de subsidios a atender preferentemente a los sectores más pobres 
de la sociedad. Esto significaría una búsqueda conciente de los gobiernos por entender 
que la solución de la necesidad habitacional es una de las necesidades básicas de la po­
blación, junto con nutrición, educación y salud entre otras. Se postula, asimismo, que 
en América Latina se está produciendo un cambio gradual entre la opción inicial de 
fuerte restricción del gasto fiscal a una más caracterizada por un incremento y reorien­
tación del mismo.

* El presente trabajo constituye una versión abreviada y modificada de un documento más extenso 
escrito por Andrés Necochea, cumpliendo un encargo de la División de Desarrollo Social de la 
CEPAL. Se agradecen los enriquecedores comentarios de Adolfo Gurrieri, Guillermo Rosemblut 
y Pablo Trivelli, con los que se logró mejorar mucho el documento. Los errores que restan, sin em­
bargo, son de responsabilidad exclusiva del autor.

1 Es indudable que los países de América Latina no representan una realidad homogénea sino, al con­
trario, un universo con muchos grados de heterogeneidad dados por su historia reciente, su tamaño, 
el nivel de desarrollo alcanzado, etc. Sin embargo, haciendo ciertas salvedades, parecen existir pa­
trones de validez más o menos generales para el conjunto. Son esos patrones justamente los que 
aquí se tratan de apuntar.
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Esta posición, aparentemente optimista, se debe a que la crisis ha tenido, por lo gene­
ral, una mayor repercusión sobre los sectores más pobres, expresada en los mayores 
niveles de desempleo y caída de los salarios reales como producto de la baja generali­
zada de los niveles de actividad económica en la sociedad; y que frente a esta coyuntu­
ra se abren dos opciones extremas: la primera, de fuerte restricción del gasto, que tien­
de solo a agudizar los efectos negativos en las economías antes descritos, incremen­
tando el tamaño del sector informal, la quiebra de las empresas y el subempleo, entre 
otros, situación que parece políticamente intolerable en el largo plazo, plazo que ya 
se está cumpliendo después de varios años de postcrisis. Un segundo camino, de reac­
tivación por la vía de la generación de empleo argumenta en favor de un mayor com­
promiso del Estado en el sector de la construcción como mecanismo reactivador; esta 
construcción no necesariamente se refiere a viviendas, pero puede serlo si se toma en 
consideración su conveniencia en términos de generación real de empleo por unidad 
invertida -que es mayor en la medida en que la solución por la que se opte sea de más 
bajo costo - el efecto muy bajo que tiene este tipo de actividad sobre la balanza de pagos 
al tener un muy bajo componente de divisas, la disposición de los organismos financie­
ros internacionales (BID y Banco Mundial) de abrir líneas de crédito para financia- 
miento de programas de vivienda para sectores de bajos ingresos y, finalmente, los 
efectos saludables que sobre el escenario político tiene el alivio, aunque sea parcial, 
del déficit habitacional.

Es indudable, sin embargo, que el problema habitacional tiene su origen, en gran medi­
da, en la distribución desigual del ingreso familiar en América Latina. De esta manera, 
políticas orientadas a mejorar su distribución, contribuirán también a aliviar el proble­
ma habitacional de la población. Asimismo, éstas tenderán a satisfacer el conjunto de 
necesidades básicas de los habitantes dado que se incrementarán las capacidades de 
consumo de los sectores más pobres, capacidad de consumo que normalmente debiera 
orientarse hacia la satisfacción de sus necesidades más elementales como primera 
prioridad. Sin embargo, la experiencia ha demostrado que tales políticas no han sido 
exitosas en la mayoría de los casos en que explícitamente se ha tratado de aplicar, refi­
riéndose esta situación a condiciones estructurales de la economía, condiciones que 
se relacionan más bien con la distribución del poder económico y político en la socie­
dad. Su implementación requiere de cambios estructurales que no se han producido 
en forma fluida en este conjunto de países.

Estas dos opciones que se abren a los gobiernos latinoamericanos parecen necesaria­
mente excluyentes. La primera, de restricción del gasto público, que según algunos 
se justifica dados los altos costos que la crisis significa sobre el erario nacional en tér­
minos de pago de la deuda misma o, al menos, de los intereses2. La adopción de este 
camino a comienzos de la crisis significó una disminución real del P. I. B. del orden 
del 9% entre 1981 y 1985, disminución que en algunos países supera el 20%, expresán­
dose en desempleo y condiciones generalizadamente críticas3. Esta caída real en el ni­

2 “Los países de la Región en 1986 tuvieron que destinar el 35% de sus ingresos provenientes de la 
exportación de bienes y servicios solo para el pago de los intereses de la deuda externa” (von 
Knebel, 1987).

3 Ibid.
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vel de actividad económica permite suponer que esta opción, de mantenerse vigentes 
las políticas de restricción del gasto, significa una caída de los niveles de demanda real 
- no subsidiada- de vivienda por debajo de sus índices históricos; y, por otra, que el 
Estado no dispondríá de recursos para financiar programas sociales subsidiados de vi­
vienda en forma incrementa!.4

Así, el manejo de la crisis deberá hacerse con otros mecanismos de ajuste, aunque sin 
incrementar en forma importante el gasto fiscal.5 Esto significa que la única opción 
viable en el mediano y largo plazo sería una de reorientación del gasto, más que una 
de restricción del mismo.6

Esta opción que se abre a las políticas de vivienda asociadas con el gasto público con­
siste, por consiguiente, en derivar hacia el sector una mayor cantidad de recursos que 
los históricamente asignados, sobre la base de sus implicaciones favorables sobre el 
empleo, especialmente en el de los de menores niveles relativos de capacitación y edu­
cación, como una de las formas de paliar los efectos sociales negativos de la crisis. Es­
to implicaría un alto nivel de compromiso del Estado en programas de construcción 
de vivienda popular por las condiciones más arriba mencionadas.

Cabe mencionar, adicionalmente, que el rol que los organismos internacionales de fi- 
nanciamiento, tales como el BID y el Banco Mundial, jueguen en esta coyuntura puede 
ser importante en la medida en que sus recursos se orienten hacia el apoyo de una es­
trategia de esta naturaleza. El hecho de que la mayoría de los gobiernos estén intere­
sados en obtener divisas para el pago de sus compromisos extemos, hace atractivo re­
currir a ellos a fin de obtenerlas y, de paso, reorientar el gasto fiscal a la solución de 
los problemas de los sectores más pobres. En la medida en que ésto sea comprendido 
y al parecer habría una creciente tendencia a pensar en esos términos (Buckley y Re- 
naud, 1988), su rol puede pasar a ser cada vez más protagónico en esta coyuntura.

La reorientación del gasto público hacia la satisfacción prioritaria de las necesidades 
básicas de la población significa un sacrificio de los aportes que el Estado ha venido 
haciendo tradicionalmente a los sectores altos y medios altos de la sociedad en el gasto 
social (Rodríguez, 1985). Esto es y ha sido particularmente cierto en el caso de las polí­
ticas habitacionales. No es impensable, sin embargo, que el espacio que el Estado 
abandona en su readecuación sea cubierto por otros sectores privados de financia- 
miento, dado que la inversión inmobiliaria aparece como particularmente atractiva en 
este contexto (Buckley y Renaud, 1988).7 Esta readecuación, sin embargo, no se produ-

4 Ingram, 1984, muestra claramente este punto.
5 Ibid.
6 La posición de la CEPAL ha sido que la reducción del gasto no se justifica y que la opción abierta 

es la de reorientar gasto y producción y comprimir la demanda interna como opciones de política 
frente a la restricción externa. Véase, por ejemplo, Eyzaguirre y Valdivia, 1987 y también, Lagos, 
1987.

7 Estos autores muestran que para el sector privado, la inversión en vivienda para estratos medios 
y altos es de las más rentables y seguras dado el alto valor residual de las mismas, el carácter relati­
vamente estable de su precio y a la valorización que experimentan por la apreciación del mercado 
de suelos.
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eirá en forma automática ya que estos sectores, que tienen acceso muy directo al poder, 
no van a ceder sin oponer resistencia sus tradicionales regalías de acceso a los recursos 
públicos para subsidiar sus necesidades.

Finalmente, vale la pena cerrar esta introducción destacando el hecho de que después 
de un período relativamente escaso de publicaciones sobre vivienda popular en Amé­
rica Latina se muestra un renovado interés en el tema.®

En efecto, desde una perspectiva de reformulación de políticas, en el Brasil se reestruc­
tura en su totalidad el Banco Nacional de la Vivienda, la institución de mayor enverga­
dura en el Continente, luego de una fuerte crítica al rol regresivo que su inversión había 
tenido. En México, el FONHAPO modifica sus mecanismos financieros en función 
de las necesidades de los sectores de menor capacidad de pago, adecuando los pagos 
a las capacidades reales de la población en términos de salarios mínimos y su evolu­
ción (Huelsz, 1987). En Chile se revisa, a partir de 1985, la orientación del gasto en vi­
vienda, derivándose una cantidad significativamente mayor a subsidiar las necesida­
des habitacionales de los sectores de pobreza extrema. En Costa Rica, se reestudia un 
plan de vivienda basado fuertemente en la capacidad de captación de recursos exter­
nos provenientes de las agencias internacionales de financiamiento.

Desde la perspectiva de la producción académica, el tema es retomado en diversas pu­
blicaciones latinoamericanas, especialmente por las organizaciones no gubernamen­
tales de asistencia técnica a pobladores. El tono dista mucho de tener el pesimismo es­
tructural de los años sesenta, reemplazándosele por otro más optimista en relación a 
las perspectivas de solución de los problemas de vivienda de los sectores más pobres.9 
Finalmente, parece necesario agregar que no sólo se retoma el tema, sino que el nú­
mero de artículos y publicaciones sobre vivienda económica aumenta considerable­
mente, especialmente en el seno del Año Internacional de los Sin Casa, como designó 
Naciones Unidas a 1987.

2. Antecedentes de las actuales políticas habitacionales

2.1. Cité y conventillos en el siglo XX.

El acceso de los sectores pobres de la sociedad a la vivienda se logró, hasta la década 
de los años cuarenta y cincuenta, en la mayoría de los países de América Latina, fun­
damentalmente a través del arriendo de piezas de conventillo en las áreas centrales de

8 En la década de los afios setenta hay una tendencia a desplazar de las publicaciones especializadas 
el tema de la vivienda popular en América Latina. Se mantienen las publicaciones de conjuntos 
habitacionales desde una perspectiva de arquitectura, especialmente los que se construyen para 
satisfacer las necesidades de vivienda de los estratos medios y altos. La autoconstrucción y la 
producción informal de vivienda, que tuvieron mucha presencia editorial durante la década 
anterior, parecen tomarse como solución consensual para el problema habitacional popular, sin 
mover ello a producción de literatura al respecto.

9 Vale la pena destacar que este optimismo es compartido por posiciones de corte más bien estruc­
tural como los trabajos de Ricardo Lagos (Lagos, 1987) y los de la escuela liberal (Torche, 1987).
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las ciudades.90 Eran éstos construcciones especialmente diseñadas para ello o casas se­
ñoriales deterioradas abandonadas por sus dueños y arrendadas por piezas por familias 
enteras. Se pagaba por ellas una alta renta y se obtenía una localización que, aunque 
mínima en superfìcie, permitía caminar hasta los lugares de trabajo sin necesidad de 
incurrir en gastos de transporte. Las condiciones de vida en ellos era muy precaria sien­
do tildados de insalubres e inhumanos. La renta obtenida por los propietarios fue nor­
malmente muy alta, estimándosele en algunos casos en Buenos Aires del orden del 
36% anual a fìnes del pasado siglo (Scobie, 1986).

El tema de la vivienda tendrá un rol crecientemente protagónico en el debate político 
del siglo XX. El legado de este periodo es fundamentalmente un conjunto de principios 
básicos de regulación de las relaciones que rigen los alquileres. Esta legislación, con 
obvias modificaciones, en muchos casos se encuentra vigente y normando el mercado 
formal del arriendo; se ha agregado a éste un mercado informal creciente que no se rige 
por tales disposiciones y que abarca aproximadamente a un tercio de los hogares de 
bajos ingresos en América Latina (Gilbert, 1987).

2.2. Cambios a mediados de siglo.

A partir del proceso de industrialización substitutiva del siglo XX las relaciones entre 
los gobiernos y la población, en materia de vivienda, experimentan algunas modifica­
ciones importantes que vale la pena destacar.

a) El desarrollo de una base industrial abre paso al surgimiento de una clase obrera 
estable y creciente, con una orientación política progresista, con ingresos relativamen­
te estables y con capacidad de presión y participación política por la vía de sus organi­
zaciones, tanto sindicales como de los partidos políticos que los representan. Su legiti­
mación como clase coincide con la época del máximo apogeo del modelo de substitu­
ción, época en que se produce un crecimiento significativo del ingreso nacional en mu­
chos países.

b) Un proceso de cambio gradual de población de las zonas rurales hacia los centros 
urbanos, especialmente hacia las grandes ciudades de América Latina. Al igual que en 
el caso de la industrialización, hay países en que este cambio se produce tempranamen­
te (Cono Sur, por ejemplo), mientras que en otros, de base poblacional más rural, se 
inicia más tardíamente. Este proceso de urbanización durará varias décadas, estando 
vigente hasta hoy y atenuándose solo en la medida en que se inicia la aplicación de me­
didas destinadas a disminuir la expansión demográfica global.

c) La consolidación de una clase media urbana, que se desempeña en la propia buro­
cracia del Estado o en el creciente sector terciario de la economía, asociado al desa­
rrollo industrial y a la intermediación comercial.

d) El incremento de una clase urbana que no encuentra una inserción clara en el mer­
cado laboral estable ( de empleados y obreros) y que debe, por lo tanto, recurrir a sus

10 La palabra conventillo se usa solo en algunos países de América Latina. Tiene su equivalente en 
el concepto de la vecindad, mesón o tugurio en otros.
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propios recursos para resolver sus problemas laborales y de vivienda, al margen del 
sistema formal. Esta será tildada de marginal, conceptualizándosela posteriormente 
como el sector informal de la economía. Vale la pena destacar que en la mayoría de 
los casos no tendrá una representación política propia, dada su heterogeneidad, y que 
las organizaciones que de ella surgen serán poco integrales y básicamente gremiales.

e) El término de una serie de largas dictaduras, incorporando nuevos espacios de de­
mocratización que permiten la expresión de las mayorías a través de las urnas, abrién­
dose así nuevos espacios de participación política y legitimando la movilización como 
mecanismo de presión política sobre el gobierno.

f) A pesar del surgimiento de la clase media, la distribución del ingreso se caracteriza 
por una fuerte regresividad, que refleja las articulaciones de los diferentes grupos so­
ciales con el poder político y que, en una perspectiva de consumo, segmenta fuerte­
mente la demanda en mercados muy diferenciados. Un grupo alto que concentra una 
proporción muy significativa del ingreso desarrolla un patrón de consumo de produc­
tos suntuarios, mientras los segmentos más bajos de la distribución mantienen ingre­
sos de subsistencia que limitan fuertemente su participación en el consumo, incluso 
de productos esenciales. Las clases medias consolidadas, que tienen capacidad de par­
ticipación y presión política a través de los partidos y organizaciones que los represen­
tan, presionan fuertemente sobre los recursos del Estado con miras a mejorar su patrón 
de consumo, especialmente el de bienes intermediados por el Estado: vivienda, salud 
y educación, apropiándose así de una porción significativa de los subsidios que éste 
otorga. En términos estrictamente de distribución de los ingresos, esta clase incluye 
tanto a los sectores obreros como a los empleados y burócratas. Los grupos más po­
bres, a su vez, al no encontrar una forma clara de inserción en la estructura de poder, 
no logran presionar sobre los recursos del Estado sino en forma más bien esporádica 
a través de manifestaciones callejeras y tenderán a ser conceptualizados como prota­
gonistas de los movimientos sociales urbanos. Esos movimientos estarán fuertemente 
marcados por los intereses de los sectores obreros, que asumirán su liderazgo a través 
de sus propias organizaciones políticas, instrumentándolos como base de poder, pero 
sin ser funcionales a sus intereses o reivindicaciones frente al Estado en la mayoría de 
los casos (Valdés, 1986).

Esta nueva rearticulación de clases sociales hace que el mundo relativamente pacífico 
del siglo XIX se transforme en otro con una alta efervescencia política, en el que los 
grupos organizados encuentran cauces efectivos de acceso al poder y a los beneficios 
de él derivados. El tema de la vivienda, por su alta capacidad movilizadora, encuentra 
un lugar central en este contexto.

Los términos de las reivindicaciones demandadas al Estado se modifican. Ya no se le 
pide que asuma un rol de mediador de conflictos, de generación de normas mínimas 
de habitabilidad de los espacios, o de regulación del mercado de arriendo. La restric­
ción de las libertades del propietario de la vivienda hace que el arriendo sea cada vez 
menos atractivo para el capital y que, por lo tanto, se restringa fuertemente su oferta 
formal para los sectores populares y que en substitución aparezca la demanda de vi­
vienda en propiedad como interc; central de las diversas clases, ya que el discurso polí­
tico ha incorporado el concepto de déficit habitacional en su formulación y ha acep­
tado una responsabilidad del Estado en su solución.
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Esta nueva articulación va a beneficiar directamente a los que tienen mayor capacidad 
de presión sobre el Estado, normalmente los grupos que tienen canales directos de par­
ticipación política u organizacional en la estructura de poder, ya que serán estos los 
caminos para hacer presentes las demandas habitacionales. Así, las nuevas políticas 
de viviendas en propiedad van a estar dirigidas preferentemente a los grupos medios 
altos -empleados y profesionales independientes- y a los sectores medios de ingresos, 
representados por los obreros y asalariados. El sector informal, creciente en estas eco­
nomías, será normalmente excluido de estas formas reivindicativas, quedando la solu­
ción de su problema habitacional liberada a su propia capacidad, al margen de los re­
cursos fiscales, especialmente en los sectores más pobres. Finalmente, dado que los 
segmentos más altos de la distribución de ingresos tienen capacidad de pago, recurri­
rán a los recursos del Estado por vías más indirectas, especialmente a través de la for­
mulación de políticas de financiamiento hipotecario con tasas de interés relativamente 
bajas, a través de las cuales percibirán parte importante de los beneficios que el Estado 
estará dispuesto a otorgar; el argumento central de esta acción será el de que la cons­
trucción para este estrato genera empleo y moviliza recursos que, de no existir incen­
tivos fiscales, no se canalizarían hacia el sector construcción sino hacia otras formas 
de consumo suntuario, argumento de dudosa validez dado el carácter que la vivienda 
asume en estos estratos.

3. Las políticas de vivienda antes de la crisis

El inicio de la planificación habitacional y del diseño de políticas de vivienda en pro­
piedad se plantean junto con las nociones de desarrollo económico y Estado moderno, 
a partir de los años cuarenta, coincidiendo en alguna medida, con la creación de la 
CEPAL en 1948. Su diseño original está fuertemente influido por las formas de ope­
ración en los países anglosajones, trasladándose estas experiencias sin mayor crítica 
a las realidades de algunos países pioneros de América Latina.

La experiencia acumulada a la fecha por la operación, diseño y evaluación de resulta­
dos de diversas políticas es considerable, ya que se han intentado múltiples vías de so­
lución al problema habitacional y se han hecho diversos análisis sobre el tema. En ge­
neral existe consenso en que las políticas habitacionales han tendido a ser insuficientes 
ante las necesidades cada día más urgentes de la población, de modo que se han incre­
mentado significativamente los volúmenes de población afectados por situaciones de 
carencia de vivienda. Entre las razones que explican este hecho, vale la pena destacar; 
la insuficiencia del financiamiento asignado al sector habitacional; la fuerte regresi- 
vidad en la transferencia de subsidios a la población debido a la fuerte segmentación 
de los mercados y a la estructura de los subsidios; un enfoque marcadamente sectorial, 
con una gran prescindencia de los factores relacionados con el sistema urbano y el ur­
banismo en las ciudades mayores; una operación aislada de la acción de otras políticas 
sectoriales en los casos en que se ha tratado de aliviar situaciones de pobreza o pobreza 
extrema, con los consiguientes problemas de traspaso de efectos negativos; una opera­
ción altamente centralizada, monolítica y alejada de los canales de participación real 
de los afectados en la solución de sus problemas; y tolerantes de la operación de me­
canismos informales de provisión de vivienda, tanto por la aceptación de situaciones 
de tenencia precaria como por aceptar de hecho las construcciones al margen de las 
normas vigentes.
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3.1. Insuficiente financiamiento del sector.

El acceso a vivienda en propiedad se ve generalmente dificultado por ser un bien de 
alto costo en el mercado, al que solo puede acceder un sector muy minoritario de la 
población en forma autónoma. Este hecho sintetiza varios elementos de la estructura 
social que vale la pena analizar brevemente.

Por una parte, la fuerte regresividad en la distribución del ingreso dificulta el acceso 
de los sectores más pobres a formas de financiamiento bancario privado debido a que, 
para estas instituciones, sus formas de ingreso y los niveles del mismo no constituyen 
garantías suficientes y no permiten cubrir ni siquiera los costos operacionales del cré­
dito. La proporción de población en estas condiciones es muy alta, llegando en algunos 
casos a afectar a más del cincuenta por ciento de los jefes de hogar de algunos países 
(Muñoz, 1979). La situación de los sectores medios asalariados no dista mucho de la 
de los sectores más pobres, porque aspiran normalmente a una vivienda terminada cu­
yo costo es muy alto en el mercado, sin tener una capacidad de ingresos suficiente para 
pagar las mensualidades resultantes de operaciones financieras hipotecarias a tasas de 
interés real. Así, en ambos casos, el mercado se hace ineficiente para resolver el pro­
blema habitacional de la población en términos de la capacidad de pago de los habi­
tantes (Rosenblut, 1983).

Por otra parte, los montos de inversión requerida para resolver, desde una perspectiva 
fiscal, el problema parecen muy grandes y en constante expansión debido a dos fenó­
menos de igual signo que aumentan las necesidades: por un lado, la rápida expansión 
demográfica que encuentra su apogeo en las décadas de los años cincuenta y sesenta 
y por otro, el rápido proceso de urbanización de la población con una significativa 
orientación hacia los mercados laborales de las principales ciudades de cada país, las 
que concentran las mayores carencias en un momento dado.

El carácter oligopólico y monopólico con que opera el mercado de tierra en la mayoría 
de las ciudades latinoamericanas hace que el precio unitario de ésta se acreciente per­
manentemente en un espiral ascendente, debido al fuerte carácter especulativo de la 
gestión inmobiliaria (Trivelli, 1982). Siendo la tierra uno de los insumos básicos de 
los programas de vivienda, con una fuerte incidencia en el costo final de las soluciones, 
estos incrementos inciden directamente en la cantidad, también creciente, de recursos 
necesarios para resolver el problema de cada unidad de vivienda. Los propietarios de 
la tierra ven en las políticas de vivienda una forma de enriquecimiento por la vía de 
captación de la renta generada por las plusvalías derivadas de la inversión pública en 
infraestructura y equipamiento, tanto como de la gestión de otros entes privados en el 
espacio circundante (Vetter y Ramalho, 1981).11

Este conjunto de factores tiende a agobiar a los gobiernos, que al no ver la posibilidad 
de resolver el problema del déficit habitacional en un plazo prudencial, tienden a pos­

11 Así, además de encarecer la soluc o cada vivienda, contribuye a la regresividad de la distribu­
ción de los ingresos al transferir montos muy importantes de recursos a los propietarios del suelo 
que, normalmente, pertenecen a los estratos más altos de ingresos en la sociedad.
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tergar la solución o a desligarse de la misma por los efectos inflacionarios que el incre­
mento del gasto público puede tener. El argumento es que existen otras prioridades de 
inversión en infraestructura de apoyo a la producción. Así, y ante la enorme magnitud 
del problema, se asignan partidas presupuestarias insuficientes para subsidiar las ne­
cesidades habitacionales de la población que lo requiere, dejando que el mercado ope­
re simplemente. Estas partidas presupuestarias insuficientes son, a su vez, captadas 
por los sectores más organizados y con mayor capacidad de ejercer presión sobre la 
estructura de poder.

Dado este conjunto de restricciones, el Estado busca nuevas opciones de financia- 
miento del sector habitacional, tratando de derivar hacia éste instrumentos financieros 
de largo plazo como complemento de su inversión directa. El carácter relativamente 
permanente del bien vivienda lo hace objeto ideal de las instituciones que emiten docu­
mentos financieros de largo plazo, como las que administran los fondos provisionales 
o las compañías de seguros. Se abren así dos alternativas de financiamiento del sector: 
la primera compromete directamente los recursos del Estado en la solución del proble­
ma por la vía directa de su inversión; la segunda, en cambio, viabiliza la canalización 
de recursos privados hacia el mercado inmobiliario y, en algunos casos, esta viabiliza- 
ción incluye subsidios estatales indirectos a la demanda.

3.1.1. Fuentes privadas de financiamiento de la vivienda.

Las fuentes privadas de financiamiento de la vivienda han estado tradicionalmente 
presentes en el mercado financiero latinoamericano a través de diversas instituciones 
de crédito hipotecario que operan con créditos a largo plazo y con tasas de interés de 
mercado (Renaud, 1984). Junto con la compra de vivienda al contado o con créditos 
bancarios, ésta es una de las formas en que el mercado ha tratado de aumentar su co­
bertura en materia habitacional. El aumento se expresa en el hecho que, al aumentar 
los plazos de la deuda, el pago mensual resultante disminuye permitiendo incorporar 
segmentos de ingresos no tan altos a la estructura de demanda habitacional. La garantía 
hipotecaria del bien adquirido hace que el riesgo sea muy bajo en operaciones de esta 
naturaleza.12

A partir de los años sesenta se produce una fuerte proliferación de instituciones priva­
das de crédito hipotecario en América Latina. Ellas materializan las aspiraciones de 
canalizar financiamiento privado hacia la construcción de vivienda, permitiendo al 
Estado derivar sus recursos hacia otros gastos. Esta proliferación, sin embargo, se 
orienta preferentemente a satisfacer las necesidades de los sectores cuya demanda tie­
ne solución de mercado, al estar capacitadas a pagar un dividendo mensual igual o si­
milar al arriendo de viviendas formales. El monto de los recursos que hacia este tipo 
de mecanismos se derivan depende mucho de las características de la legislación vi­
gente y de la demanda que exista por tales créditos, según la distribución de ingresos 
existente. La oferta, sin embargo, no es ilimitada y tiene cierto precio de escasez en

12 De hecho, este mecanismo opera en forma preferencial en los países desarrollados. En ellos los re­
cursos fiscales están dirigidos estrictamente hacia el apoyo de los sectores que se encuentran por 
debajo de la lútea de pobreza, quedando el resto de la población fuera del alcance de los programas 
subsidiados.
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períodos señalados. Sin embargo, existen diversos factores agregados que permiten 
corregir la escasez relativa por la vía de aumentar la oferta y llevar así el precio a un 
punto de equilibrio con el resto de la economía.

Un hecho de general aceptación es que tales sistemas de financiamiento se concentran 
en la atención de a lo más el diez por ciento más rico de la población. (Palma y S anfuen- 
tes, 1979 y Necochea, 1986) y deja marginado de acceder a vivienda en propiedad a 
través suyo a un conjunto muy importante de hogares de cada país.13

Tal como se ha visto, la crisis de 1982 significó una fuerte caída de los ingresos reales 
de los sectores asalariados -medios y bajos-. Con ello, una proporción aún mayor de 
población quedó al margen de estos sistemas de mercado de acceso a la vivienda, de­
biendo recurrir a sistemas informales para resolver su problema habitacional o presio­
nar sobre los recursos del Estado para obtener subsidios en su compra de vivienda.

Uno de los problemas que adicionalmente dificulta el acceso de estos sectores es el 
conjunto de ineficiencias de estos sistemas, que se expresan en altos costos de opera­
ción en tales créditos. Existe un amplio margen para disminuir estos costos mejorando 
la operación, pudiéndose recuperar importantes segmentos de estratos medios, que 
pueden operar así por esta vía.14

3.1.2. Financiamiento insuficiente y condiciones habitacionales.

La insuficiencia de financiamiento ha generado una situación dual en los beneficiarios 
de las políticas de vivienda. Por una parte, un conjunto de habitantes resuelve su pro­
blema con cierta holgura gracias a la ayuda del Estado y se apropia de gran parte de 
los beneficios de las políticas públicas de gasto social por la vía de fuertes subsidios 
indirectos. El resto de la población se ve obligada a recurrir a las tomas de terrenos, 
al aniendo de viviendas precarias en un mercado informal (Gilbert, 1977) o al allega­
miento, compartiendo la vivienda de otra familia (Necochea, 1977).

Así, una proporción significativa de la población pasa a tener como condición habita­
cional permanente una vivienda con grandes carencias, con alto grado de hacinamien­
to y promiscuidad, situación que se refleja en los crecientes déficits que arrojan los es­
tudios basados en los censos latinoamericanos.

13 Una forma alternativa de este sistema de financiamiento hipotecario es el de los subsidios cruzados 
al interior del sistema. Se trata de mantener un equilibrio en la cartera de préstamos de modo que 
los estratos más altos de ingreso -que solicitan los mayores créditos- tengan que pagar tasas de inte­
rés más altas que las de captación del dinero, mientras los estratos que solicitan montos más bajos 
son subsidiados con tasas por debajo de las de mercado. El problema es que, al limitar la redistri­
bución sólo al interior del grupo de demandantes de vivienda deja fuera del esquema redistributivo 
a los estratos muy altos, que no recurren a él por contar con fuentes más convenientes de financia­
miento y a los segmentos muy bajos, que a pesar de tener dividendos subsidiados, no cuentan con 
los ingresos suficientes como para pagar el dividendo mensual. Sus posibilidades son así muy limi­
tadas.

14 Entre éstos, cabe mencionar los mutuos hipotecarios, que a diferencia de las letras presentan costos 
bastante menores. Asimismo, existe la posibilidad de bajar las primas de riesgo y los costos de ad­
ministración de la cartera.
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3.2. Alta regresividad en la transferencia de subsidios estatales.

Del análisis sobre la estructura de financiamiento de los programas habitacionales se 
desprende que son éstos altamente regresivos en los efectos que tienen sobre los dife­
rentes segmentos de la distribución de ingresos, dado que sus beneficios son estructu­
ralmente derivados hacia los sectores medios y altos de la población.

Un reciente estudio de ECIEL (Nahcum, 1987) indica que el estrato alto, definido co­
mo el primer quintil de la distribución de ingresos, concentra la mayor parte de las 
transferencias de subsidios de vivienda otorgados por el Estado en varios países de 
América Latina sobre los que hay información.

Bajo estas condiciones de regresividad que se dan en el gasto social, condiciones que 
también se reproducen en otros rubros tales como Previsión Social, Salud y Educa­
ción, es poco probable que se logre erradicar la pobreza y la pobreza extrema de los 
países (Rodríguez, 1985). El Estado reproduce así las tendencias concentradoras de 
ingreso de la economía en su conjunto, en vez de atenuar las diferencias. Estas tenden­
cias globales han sido de mayores niveles de concentración en las últimas décadas y 
los gobiernos latinoamericanos han mostrado una gran incapacidad de reorientar su 
propio gasto en beneficio substantivo de los sectores más pobres, incluso por esta vía 
del gasto directo. Se concentra así aún más el ingreso (Muñoz, 1979 y Heskia, 1981). 
De mantenerse esta tendencia, las perspectivas de opciones rupturistas se hacen más 
viables, por sobre las de cambio gradual de las estructuras como ajustes del modelo 
capitalista periférico.

El rol que en este proceso de incremento de los niveles de regresividad tuvieron los 
períodos anteriores a la crisis, en que las tasas de interés y reajustabilidad del sistema 
de crédito fue negativo (Massad y Zahler, 1987) es muy significativo. Normalmente, 
los créditos fueron captados por los estratos altos y éstos obtuvieron así los mayores 
beneficios del gasto del Estado en todos los rubros.

Si el sistema fuera congruente con la lógica económica de la historia reciente, se podría 
esperar que la crisis desplazara a los estratos medios y altos de los subsidios habitacio­
nales al menos, ya que las tasas de interés deberían llegar a sus niveles normales de 
mercado de operación. Sin embargo, dado el alto grado de poder económico de los es­
tratos altos y, sumados a los medios, de poder político, parece difícil pensar que se pro­
ducirá un cambio en el patrón concentrador derivado de las políticas sociales. Es muy 
probable que éstos busquen las alianzas necesarias para que el patrón se mantenga, sal­
vo que exista una clara conciencia de la necesidad de cambios importantes. Esta pare­
ce, sin embargo, una coyuntura favorable para reeditar la discusión y buscar los meca­
nismos para lograr que los sectores más pobres reciban una cuota más significativa de 
los beneficios que se desprenden de los subsidios del Estado.

3.3. Marcada sectorialidad de las políticas de vivienda.

Desde tempranas épocas en este siglo es el Estado, a través de su inversión en vivienda, 
el que construye la mayor parte de la ciudad y es el responsable de su expansión. Este 
hecho ha sido ampliamente debatido en el medio académico a partir de la década de 
los años sesenta. El diseño de políticas habitacionales, sin embargo, ha permanecido
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ajeno a los efectos urbanos que a través suyo se producen, que pueden significar un 
deterioro significativo de las condiciones de vida de la población que se incorpora, es­
pecialmente en términos de patrones de accesibilidad interna en la ciudad y de segre­
gación socioespacial (Trivelli, 1982).

Este hecho se demuestra a través de a lo menos tres carencias importantes que caracte­
rizan a las políticas: falta de preocupación por la localización de los proyectos en la 
ciudad; tendencia a invertir en las grandes ciudades, más que en el resto del sistema 
urbano-rural; y masividad en el tratamiento de las soluciones.

3.3.1. Falta de preocupación por la localización en la ciudad.

La falta de preocupación por la localización de los programas de vivienda al interior 
de la ciudad, especialmente de los programas destinados a atender las necesidades ha- 
bitacionales de los sectores de bajos ingresos, se relaciona fundamentalmente con la 
lógica de operación del mercado de suelo urbano, que hace que, desde una perspectiva 
estrictamente de costos privados, sea más barato construir en la periferia más lejana, 
en vez de hacerlo en puntos más cercanos.15

La minimización del gasto de inversión como única lógica en la toma de decisiones 
sobre localización de programas de vivienda, junto con el interés de los estratos altos 
de autosegregarse para maximizar la captación de excedentes derivados de la inver­
sión pública, llevan a un patrón altamente segregado de crecimiento urbano.16 Así, las 
políticas de vivienda actúan por exclusión de los pobres de los bienes urbanos fuer­
temente concentrados en el centro de las ciudades (empleo, comercio, servicios y es­
parcimiento), condenándolos a vivir en una periferia subdotada de equipamiento y le­
jos de los destinos habituales de sus desplazamientos.17 Con ello se les hace recorrer 
largas distancias para llegar al trabajo, distancias que no solo significan parte impor­
tante de su tiempo, sino que también consumen parte importante de su magro ingreso 
en el pago de tarifas altas de transporte público urbano (Thompson, 1982).

En general, se demuestra esta falta de preocupación por la localización de los proyec­
tos en el hecho de que el debate político sobre vivienda se da normalmente en términos

15 Esta situación no es así cuando se analizan los costos sociales de localizaciones alternativas entre 
centro y periferia. Un reciente estudio de la Universidad Católica de Chile muestra que es social­
mente más rentable utilizar los terrenos urbanos intersticiales en localizaciones subcentrales para 
la construcción de programas de vivienda social para población de muy escasos recursos dado el 
alto costo que para el Estado significa concurrir al acondicionamiento de terrenos periféricos. El 
cálculo se hizo incluso sin incluir los costos sociales de transporte, con los que la ecuación se hace 
altamente positiva en favor de localizaciones menos periféricas (Universidad Católica de Chile, 
1976).

16 Vetter y Ramalho, op. cit.
17 Véase, por ejemplo, los casos de estudio presentados en Necochea, 1988 sobre los desplazamientos 

cuotidianos de familias pobres de Santiago. Allí se muestra que en la actualidad una típica familia 
pobre gasta una proporción muy significativa de su ingreso en que el jefe de familia viaje al trabajo 
todos los días (incluso un 15% del ingreso), y que el resto de los miembros del hogar tienden a vivir 
confinados a su vecindario más inmediato para el resto de sus actividades: educación, compras, di­
versión y vida social.
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de número de unidades faltantes (déñcit) o logros obtenidos en el número de unidades 
entregadas por el Estado. Es bastante más escaso el debate sobre las condiciones de 
habitabilidad de las soluciones entregadas. Estas condiciones están dadas además, por 
accesibilidad a salud, educación, esparcimiento, comercio, servicios, infraestructura 
pública urbana espacio público, en general, todos los elementos que constituyen el ca­
rácter propio de la ciudad. Refuerza aún más esta argumentación el hecho de que los 
organismos de financiamiento internacional generalmente operan líneas paralelas de 
crédito para todos estos rubros, líneas que son administradas por agencias diversas y 
departamentos diversos, con prioridades independientes entre sí.1®

3.3.2. Concentración de la inversión en pocas grandes ciudades.

El gasto social de vivienda tiene un gran componente político en su decisión, tendien­
do a atender las necesidades de los grupos con mayor capacidad de presión. Histórica­
mente, éstos han sido los estratos medios y altos que se encuentran de preferencia en 
las grandes ciudades. Esto explica, en buena medida, el que los presupuestos no se dis­
tribuyan en forma homogénea en el espacio nacional, sino que tengan un sesgo impor­
tante hacia las grandes metrópolis. Como los recursos son insuficientes para atender 
todas las necesidades, quedan más postergadas las de la población que habita en ciuda­
des pequeñas o zonas rurales, lugares en los se producen las situaciones más críticas 
de pobreza extrema en los países de América Latina.

Estos últimos, es decir los pobladores rurales, presentan una inserción precaria a la tie­
rra al no tener propiedad del lugar en que habitan y trabajan. Son así los grupos más 
difíciles de alcanzar por políticas destinadas a satisfacer las necesidades de vivienda 
en propiedad. De no mediar programas con un componente complementario de desa­
rrollo rural, es difícil acercarse a ellos, ya que normalmente las políticas requieren ser 
mediatizadas por los propietarios de la tierra donde residen los pobladores campesi­
nos. Así, dependen, en los casos en que habitan en los grandes predios, de la voluntad 
del propietario para resolver su problema habitacional; además, cuando los poblado­
res rurales viven en las márgenes de los ríos o eñ terrenos marginales sin propietario 
definido, el hecho de no tener propiedad del suelo dificulta cualquier solución de su 
problema residencial que permita mejorar sus condiciones habitacionales en forma 
permanente (Bengoa, 1987).

Las políticas de vivienda recientes han tendido simplemente a eludir el tema, no mos­
trándose mucho interés ni en la literatura académica ni en la divulgación de experien­
cias exitosas de soluciones habitacionales rurales. Este segmento poblacional, uno de 
los más pobres y vulnerables, nuevamente ve peijudicada su situación por la incapa­
cidad de las políticas públicas de adecuarse a sus necesidades y realidad.19

18 En los casos de invasión de terrenos o programas con un fuerte componente de autoconstrucción, 
este problema se agudiza aún más, de no mediar un esfuerzo significativo de colaboración del Esta- 
do con las organizaciones vecinales en el aprovisionamiento de equipamiento e infraestructura, da­
das las enormes dificultades de carácter técnico involucradas en estas faenas.

19 Esto es coincidente con el hecho de haber sido éste, salvo contadas excepciones, uno de los sectores 
sociales menos organizados y que ha mostrado los menores niveles de movilización en los últimos 
tiempos.
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Este patrón de gasto social en vivienda e infraestructura urbana también se expresa en 
los programas en que los gobiernos han recurrido y operado a través de créditos ex­
ternos. En efecto, gran parte de los créditos que el Banco Mundial y el Banco Intera- 
mericano de Desarrollo han concedido para vivienda e infraestructura urbana se han 
concentrado en las mayores ciudades del país correspondiente. En el cuadro 5 se apre­
cia que las cifras del Banco Mundial alcanzan a un 60.6 % y del BID a un 49.3 % en 
créditos para inversión en ciudades capitales o de más de 500.000 habitantes. Los ha­
bitantes del resto del sistema urbano menor y del mundo rural reciben una proporción 
muy medrada del total de US $ 2.207.4 millones que se invierten en vivienda e in­
fraestructura urbana entre 1970 y 1979 con créditos externos. ( Blitzer y Hardoy, 
1983).

3.3.3. Masificación en el tratamiento de las soluciones habitacionales.

Las familias, las viviendas, las regiones son, por lo general, muy heterogéneas; tam­
bién lo son sus problemas habitacionales. Esta heterogeneidad no se ve reflejada, ge­
neralmente en el diseño de políticas habitacionales. Por el contrario, los organismos 
encargados de su diseño tienden a buscar soluciones masivas tipificadas que suelen 
dejar fuera de consideración los problemas que aquejan a las familias, así como los re­
cursos de que ellas disponen para resolverlos. Se produce así un desajuste entre las ne­
cesidades y las respuestas del Estado que significan, por lo general, un despilfarro de 
recursos al tener el poblador, en muchas ocasiones, que rehacer partes de su vivienda 
para adecuarla a sus reales necesidades.

Así, familias de diferentes tamaños, unipersonales o extensas, son consideradas como 
homogéneas en el tipo de solución que se otorga a través de los programas oficiales 
de vivienda. Son de superficie mínima, en soluciones muy masivas, segregadas a la 
periferia, que tienden a homogenizar zonas enteras de la ciudad en términos de ingre­
so, tamaño del hogar, edad, etc., en función de la variables que actúan como defini- 
torias para la decisión de asignación de vivienda a una familia en particular. Los con­
juntos tienden a reflejar las características que se fijan en las políticas, constituyendo 
difícilmente un tejido social urbano adecuado para una sana convivencia social.20

La existencia, además, de estos mecanismos de selección de postulantes, tiende una 
vez más a favorecer a las familias debidamente establecidas, nucleares y con capaci­
dad de ahorro, descripción que corresponde a una familia de niveles medios o altos de 
ingreso. Por esta vía, por lo tanto, también se suele excluir de los beneficios de las polí-

20 Un estudio ya clásico (FINHEP/IBAM, 1981) compara el medio urbano de dos barrios como am­
biente para crecer y desarrollarse en comunidad. Uno de ellos es un barrio del centro deteriorado 
de Sao Paulo, el otro es un conjunto residencial moderno con todos los avances que la escasez de 
recursos permiten, aunque con áreas verdes rodeando grandes bloques de departamentos. La vita­
lidad del tejido social en el barrio deteriorado aparece como un medio de mucho mayor capacidad 
formativa que el de los departamentos, que se caracterizan por una cierta monotonía en lo espacial 
(los departamentos son todos muy semejantes) y en su caracterización social Gas familias fueron 
seleccionadas con criterios semejantes y, por lo tanto, son relativamente parecidas). El estudio con­
cluye que como medio para desarrollo de relaciones humanas, el barrio deteriorado es mucho más 
saludable que el de departamentos ya que en este último se suelen perder los contactos personales, 
las relaciones sociales y la armonía entre los vecinos.
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' ticas situaciones habitacionales más deterioradas que suelen caracterizar a los grupos
más pobres: la de los ancianos, de los grupos familiares incompletos, de las madres 
solteras o abandonadas por su marido, o las de parejas que no han regularizado su 
relación en un matrimonio y son simplemente convivientes, independientemente de 
la urgencia que sus situaciones merezcan.

3.4 Desligadas de otros programas de atención de extrema pobreza.

El sector vivienda, con este enfoque, muy sectorial y marcadamente orientado a fami­
lias tipo de niveles socioeconómicos relativamente altos o medios en el mejor de los 
casos, suele también operar desvinculado de otros programas de atención a personas 
en situación de pobreza extrema o, al menos, de pobreza. Así, las exigencias de pago 
de dividendo o de aportes a organizaciones habitacionales suele tener no solo un costo 
monetario, sino también un costo en desnutrición, y desescolaridad ya que se percibe 
que si no se cumplen los compromisos de la deuda habitacional, se perderá la casa, úni­
co elemento de estabilidad familiar normalmente. Para pagar el dividendo de la casa 
las familias son capaces de sacrificar alimento y vestuario, lo que redunda en proble­
mas de salud, finalmente. La ayuda que el Estado presta para mejorar las condiciones 
habitacionales de las familias puede así derivar, dadas sus condiciones de ingresos, 
en mayores costos visibles en programas de recuperación de desnutridos, de educa­
ción de adultos, o de subsidio laboral (Torche 1987). Cuando se trata de erradicar, des­
de una perspectiva de subsidios estatales la extrema pobreza, deben hacerse baterías 
de programas, siendo imposible lograrlo con una acción de tipo sectorial. Ello lleva 
al diseño de políticas conjuntas con otros organismos en los casos en que el interés de 
las políticas sea el de erradicar la pobreza extrema.

Parece interesante acotar que, por lo general, la acción de las organizaciones privadas 
de asistencia técnica que operan con los sectores más pobres en un tipo de trabajo parti- 
cipativo y descentralizado, han llegado al mismo convencimiento. No es posible ata­
car los efectos de las situaciones de pobreza extrema sin recurrir a baterías de progra­
mas en los que se incluyan variables de generación de empleo, de reeducación labo­
ral, de salud y de mejoramiento de condiciones habitacionales y nutricionales (Dono­
so, 1987).

3.5. Tolerante de un sector informal de vivienda.

La insuficiencia y la regresividad en la distribución de los beneficios de los programas 
de vivienda generan, en muchas ocasiones y en distintos países, una presión sobre el 
sistema social en general, y sobre el sistema político en particular, en busca de solu­
ciones efectivas de los problemas habitacionales.

- En la década de los años sesenta y comienzos de los setenta, se produce una movili­
zación social motivada por reivindicaciones habitacionales, especialmente en función 
del acceso a la tierra o a vivienda en propiedad. Esta movilización es eficiente para lo­
grar solucionar, en algunos casos, los problemas más urgentes de los sectores más es­
tables (obreros, empleados y profesionales liberales). Una proporción muy significa­
tiva y variable, sin embargo, no logra solución por esta vía y debe recurrir a otras for­
mas para resolver su condición habitacional.

I
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Los sectores populares ven sus legítimas aspiraciones frustradas en la operatoria de los 
sistemas financieros de los gobiernos y tienen dos salidas, las que utilizan en forma 
alternativa dependiendo de las condiciones políticas generales:

a) Por una parte, tienden a rebajar sus aspiraciones habitacionales, reemplazando la 
imagen de la casa por la de un terreno que les permita iniciar un proceso gradual de 
construcción de su propia casa. El problema crítico se da en la obtención del suelo don­
de hacerlo. En los países en que se tolera en cierto grado la ilegalidad en las normas 
de planificación física (zonificación, tramitación, urbanización y lotificación) se pro­
duce un sistema muy generalizado de loteos ilegales mediante los cuales propietarios 
venden terrenos a familias, terrenos que carecen de normas mínimas de urbanización, 
pavimentación, etc., donde los compradores pueden iniciar la construcción de una vi­
vienda. 21

b) Por otra, en ocasiones se organizan para hacer valer sus derechos a vivienda pero, 
frente a la negativa del gobierno de atender sus necesidades por su incapacidad presu­
puestaria y por las condiciones estructurales del sector vivienda, recurren a la vía ilegal 
de las tomas de terrenos, generalmente fiscales, iniciando un largo camino hacia la le­
gitimación de su aspiración habitacional, tanto desde una perspectiva constructiva 
(autoconstrucción con presión por servicios e infraestructura) como por la precariedad 
con que se encuentra la titulación del suelo en que levantan sus casas. Esta opción se 
da mayormente en los países en que los diyersos partidos políticos asumen la vivienda 
como bandera de lucha.

Sin embargo, un grupo importante de población no logra integrarse a estos movimien­
tos reivindicativos por no pertenecer a organizaciones de ningún tipo, por no estar en 
condiciones de hacerlo o por razones personales y deben buscar soluciones indepen­
dientes a su problema habitacional. El número de familias en esta situación es elevado, 
(fluctúa entre un tercio y la mitad del total de cada país ) dependiendo de las condi­
ciones locales de acceso a la tierra y a la vivienda. Sus opciones, en general, se mueven 
en un mundo informal de solución habitacional, mundo en el que la legislación se apli­
ca poco y mal y en que las relaciones entre ellos y los propietarios de las viviendas se 
mueven entre el mundo de la solidaridad familiar y el de las relaciones mercantiles del 
arriendo, asumiendo posiciones intermedias en muchos casos. Estas opciones se pue­
den caracterizar en las siguientes:

a. Allegamiento. Esto consiste en compartir la vivienda con otro grupo familiar de 
parientes, amigos o conocidos manteniendo o no una economía independiente (Rodrí-

21 Dado que los propietarios de la tierra se desligan de ella, normalmente los asignatarios se organizan 
territorialmente presionando sobre el Estado para la obtención de los componentes que no se pue­
den lograr por autoconstrucción, esto es, alcantarillado, agua potable y, eventualmente, pavimen­
tación, presionando así nuevamente sobre formas veladas de subsidio. El propietario original de 
la tierra cobra muy eficientemente las cuotas, obteniendo una ganancia inmobiliaria que se esti­
ma, por lo general, por sobre los márgenes habituales de la economía y muy por encima de las tasas 
de interés convencionales en créditos hipotecarios. Los compradores los pagan porque su condi­
ción de tenencia es muy precaria al carecer de inscripción de la propiedad a su nombre en el Re­
gistro de la Propiedad, existiendo siempre riesgo de desalojo.
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guez, 1987). En general quienes optan por esta vía de solución se someten a problemas 
de convivencia provocados por los altos niveles de hacinamiento o de promiscuidad.22

b. Arriendo informal. En que las condiciones del contrato entre propietario e inquili­
no no siempre se rigen por el mercado formal y en las que, como se ha visto, la legalidad 
vigente no siempre se aplica en su totalidad dadas las formas de relación entre los con­
tratantes. El arriendo informal puede ser de un terreno, de una parte de una vivienda, 
de una pieza, o de una vivienda en su conjunto. Estas soluciones solían estar en el cen­
tro, en las denominadas piezas de conventillos; hoy se han mudado a la periferia tam­
bién, aprovechándose no solo el deterioro, sino que los instersticios que quedan en 
las poblaciones construidas por el propio Estado (Gilbert, 1987).23

Los niveles de allegamiento suelen llegar a ser tan altos que, en la ciudad de Santiago 
de Chile, en 1983 se estimaba que había más de 150.000 hogares allegados, en circuns­
tancias que no había más de un millón de hogares en la ciudad en ese momento. Ade­
más, estas estadísticas no incorporan a miembros individuales que comparten vivien­
da con sus parientes, sino que solo a los casos en que un hogar independiente, que se 
autopercibe como tal, define que su condición de compartir vivienda es involuntaria 
y que aspiran a resolverla en algún futuro, de ser ello posible (Necochea, 1987).24

El arriendo informal abarca una proporción también importante de familias, tal como 
se ha visto. En la ciudad de Santiago de Chile se realizó una encuesta (denominada 
CASEN) que permite visualizar en alguna medida la magnitud que este fenómeno re-

22 Si se define hacinamiento como la condición en que viven más de tres personas por pieza de la casa 
(que no sea ni baño ni cocina) y promiscuidad como aquella en que más de dos personas deben dor­
mir en cada cama, según los datos censales las cifras de hacinamiento suelen fluctuar entre un 20 
y un 30 por ciento de los hogares, siendo las de promiscuidad levemente inferiores.

23 En el pasado los conventillos fueron mecanismos importantes de captación de renta de la tierra. 
Scobie calcula que la inversión en conventillos en Buenos Aires a fines del siglo pasado producía 
una rentabilidad anual de un 36% (Scobie, 1977). Hoy en día esta esperanza de renta no es tan fre­
cuente. Los propietarios de estas viviendas ocupadas como conventillos, muy deterioradas, espe­
ran demolerlas para hacer efectiva la renta de la plusvalía de la tierra, más que la que se deriva del 
arriendo, la que no suele ser demasiado alta en muchos casos.

24 Adicionalmente, existe un nivel de allegamiento que no se autopercibe normalmente como tal y 
que se compone de familias que conviven con otras familias sin declarar su condición de indepen­
dencia como aspiración. Se compone este grupo normalmente per padres que conviven con los hi­
jos, hijas madres solteras con su descendencia, hijos mayores de 23 años que siguen en el hogar 
paterno, parientes o conocidos que se integran al hogar de otra familia, etc. Una lectura de la misma 
encuesta CASEN (véase nota a pie de página siguiente) indica que en Chile en su conjunto habría 
cerca de cuatro millones de familias así definidas, para las que se dispone del orden de 2.4 millones 
de viviendas. El punto a discutir es si estas familias allegadas no forman parte de un importante 
sector social muy pobre e incluso sin ingresos monetarios que, además de no pertenecer a organi­
zaciones que los representen, no resuelven su problema habitacional en forma independiente y tie­
nen como única opción de sobrevivencia el convivir con otros hogares. El problema es que proba­
blemente su opción de mercado sea muy escasa y su prioridad social también.
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presenta.25 Los datos de ésta muestran que del millón de hogares de la ciudad, un quinto 
arrienda la vivienda en que vive. Adicionalmente, si se definen como segmentos de 
pobreza los dos quintiles más bajos de ingresos, se ubican en ellos unos 65.000hogares 
arrendatarios, lo que sube la proporción de arrendatarios dentro de este grupo en rela­
ción a la de la ciudad toda.

Si se acepta que la definición de arrendatarios de suelo sea probablemente asimilable 
a la de los hogares que son propietarios de su vivienda pero no del suelo en que ella 
se levanta, las cifras de arrendatarios suben dramáticamente, ya que en el país en su 
conjunto, según la misma encuesta CASEN, más de 250.000 hogares, de los 2.5 millo­
nes existentes en el país en 1985, se encuentran en esta condición. Cerca de 150.000 ho­
gares arrendatarios de sitio, adicionalmente, son de los quintiles 1 y 2, es decir, pueden 
caer bajo la definición de población en condición de pobreza (Torche, 1987).

La situación arriba descrita para Chile, único país documentado en este detalle, no pa­
rece ser atípica del resto de América Latina. Por el contrario, es probable que sea aún 
más marcada en los países en que el gasto social en vivienda es menor que en el caso 
chileno y en los que se produce una expansión demográfica muy acelerada como fun­
ción de los altos patrones de fecundidad y/o en aquellos países que aún cuentan con 
una base rural alta y que experimentan un rápido proceso de urbanización.

En su conjunto, los grupos familiares de allegados, arrendatarios informales y habitan­
tes que en general comparten su vivienda ha tenido poca presencia en la literatura espe­
cializada sobre vivienda en América Latina. El supuesto subyacente es, al parecer, que 
éstos van a resolver su problema en la medida en que los programas oficiales los alcan­
cen y que su condición actual es sólo transitoria. Estarían "haciendo cola" para obtener 
su vivienda. Este supuesto, dadas las condiciones imperantes en el pasado no parece 
válido porque el tamaño del grupo aumenta con el paso del tiempo, en vez de disminuir 
y las tomas no parecen haberse constituido en la solución universal del problema habi­
tacional ya que no se han incorporado a ellas.

Este grupo es tal vez uno de los mayores desafíos para el campo de la formulación de 
políticas de vivienda en el futuro próximo ya que son los grupos más difíciles de al­
canzar en una perspectiva de políticas habitacionales ya que no son propietarios del 
lugar en que se levanta su vivienda, no son tampoco sujetos de programas de mejora­
miento sin que se cierna sobre ellos la amenaza del desalojo y ocupan un lugar que, 
en muchos casos, es de alto potencial de mejoramiento y habitabilidad por sus condi­
ciones de alta accesibilidad a bienes y servicios urbanos.

25 La Oficina Nacional de Planificación del Gobierno de Chile encargó a la Univesidad de Chile la 
realización de una encuesta que incorporaba un cuestionario específico para evaluar la percepción 
de subsidios entre los diferentes estratos sociales definidos por su ingreso declarado. Esta se realizó 
en diciembre de 1985 y se llamó encuesta CASEN. Existe una publicación parcial de sus resultados 
(Haindl y Weber, 1986); para la elaboración de los cuadros, sin embargo, se tuvo que recurrir a ta­
bulaciones especiales de los datos de esta encuesta.
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En condiciones precarias de ingreso, con insuficiente gasto social para satisfacer las 
necesidades básicas de vivienda de la población y en condiciones de relativamente alta 
movilización política en tomo al problema de la vivienda, se tolera el acceso al suelo 
por diversas vías al margen de la legislación y normativas vigentes.

La vivienda autoconstruída fuera de normas, que se podría asimilar a lo tratado sobre 
vivienda informal en el punto anterior, las subdivisiones y ventas de terrenos en condi­
ciones diferentes a las que las normas de urbanización especifican (normalmente ca­
rentes de infraestructura sanitaria y de pavimentación)26; y las tomas de terrenos por 
la vía de la invasión constituyen formas ilegales de solución del problema habitacional 
que son normalmente toleradas ante la incapacidad de otorgar soluciones reales a los 
problemas residenciales de sectores muy amplios de la población.

La primera forma ilegal de acceso a la tierra, desde la perspectiva del propietario, con­
siste en la venta de terrenos bajo alguna forma contractual distinta de la que rige for­
malmente para la compra de terrenos de acuerdo a las normas de urbanización vigentes 
(promesa de compraventa, certificado notarial, documentación ilegal, etc.), en que las 
tierras carecen normalmente de urbanización y que se venden a pobladores que de­
muestran tener alguna capacidad de pago. Los lotes que se venden en este mercado son 
por lo general pequeños y se entregan en forma de propiedad precaria y mantiene al 
comprador en una fuerte dependencia del propietario o urbanizador del lote. Esta si­
tuación se ha prestado a todo tipo de abusos por parte de los propietarios en términos 
de cobrar más de lo que corresponde por el lote, cobrar en forma arbitraria o vender 
más de una vez el terreno. Los conflictos que en estos casos se generan llevan a que 
normalmente el Estado termine interviniendo en el problema, comprometiendo con su 
intervención un subsidio a la urbanización con la dotación de infraestructura sanitaria 
y otro, también escondido, en la expropiación o compra del terreno al propietario a fin 
de regularizar la situación de tenencia de los ocupantes (Harth y Luna, 1980). Los pro­
pietarios, por su parte, obtienen utilidades altas, en general, dado que en ocasiones co­
bran precios muy altos a los pobladores compradores, ya que pueden hacerlo al con­
trolar el poder de la propiedad, y también del Estado cuando éste entra a regularizar 
la propiedad de los ocupantes, ya que nuevamente aparece como propietario de la to­
talidad del predio.

Dentro de estas formas ilegales, las tomas de terreno han ocupado una porción signi­
ficativa del espacio de publicaciones sobre las materias de vivienda en la década de 
los años setenta. Son ellas, tal vez, la forma en que mayor cantidad de población ha 
logrado solucionar su problema habitacional en América Latina en los últimos veinte 
años, por la vía de llegar a controlar un lugar. Su origen fue, por lo general, violento 
y vinculado a los acontecimientos políticos de cada país: dependiendo de su situación 
interna, al momento de producirse una coyuntura adecuada, se produjeron tomas de 
terrenos. Los pobladores que participaban en ella lo hacían normalmente al amparo de 
un partido político importante y en el seno de una organización grande de pobladores,

3.6. Tolerantes de formas ilegales de ocupación del suelo urbano.

26 Denominados normalmente “loteos piratas”, “loteos brujos”, etc.
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como estrategia para evitar el desalojo por la vía de la represión. Para los partidos éstas 
significan una forma de generar hechos políticos significativos; para los pobladores, 
una manera de encontrar un lugar donde vivir.

Las tomas ocupan, por lo general, terrenos periféricos y/o marginales, en ocasiones 
asociados a altos costos de urbanización por sus condiciones topográficas adversas y 
difíciles en los casos en que se encuentran en el centro de las ciudades o cercanas a 
ellos, como es el caso de las favelas en Río de Janeiro; también estos altos costos pue­
den deberse a su extrema distancia al centro y a la zona urbana construida, que dificulta 
la prolongación de las redes de infraestructura preexistentes.

Las tomas de terrenos generaron una cantidad importante de literatura que vio en ellas 
una forma de acceso de los sectores populares al poder por la vía de las organizaciones 
urbanas.27 En la actualidad este optimismo está modificándose, no viéndose tan clara 
la efectividad de los movimientos sociales urbanos en la inserción de pobladores en 
las estructuras de poder. Se substituye una visión mas bien optimista y “desarrollista” 
por otra “visión más pesimista y estructurada porque tal vez ya no hay moderniza­
ción sino masificación y violencia” (Touraine, 1977). El propio Touraine opina que 
movimientos urbanos en América Latina propiamente no hubo; luchas urbanas sí, pe­
ro éstas no forman movimientos sociales urbanos propiamente tales. Es en esta nueva 
perspectiva, de corte más bien reivindicativo, que se visualizan hoy día las tomas de 
terrenos y la movilización en tomo a la vivienda. Con creciente énfasis, los movimien­
tos sociales aparecen como un conjunto de luchas urbanas, inestructuradas, y en las 
que crecientemente el individuo se automargina como fruto de una creciente anomia 
frente al fenómeno urbano y sus propios problemas de supervivencia (Tironi, 1987).

De esta forma, el análisis de los movimientos sociales como movimiento reivindicati­
vo se tranforma en el estudio de una vía masiva de acceso a vivienda en propiedad para 
determinados sectores sociales, aspirada por los pobladores, tolerada por el Estado en 
un comienzo, y luego subsidiada por éste en su regularización (escrituras, infraestruc­
tura sanitaria, pavimentación,etc.). Por esta vía es finalmente el Estado quien asume 
los costos de los programas y provee una solución habitacional mínima que pasa a ser 
aceptada como legítima tanto por los pobladores como por los tecnócratas estatales. 
Los montos de los subsidios así otorgados son difícilmente estimables; los propieta­
rios de la tierra son los más beneficiados en la mayoría de los casos, ya que se les paga 
valores comerciales por las expropiaciones de los suelos, por encima de lo que ya les 
han pagado los propios pobladores u ocupantes precarios.28

27 Es muy abundante la literatura sobre el tema. Tal vez el trabajo más conocido sea el de Castells 
(1974).

28 El sistema parece lucrativo de tal manera que se conocen casos en que los propios propietarios han 
organizado el proceso de toma de su terreno, con miras a entrar en una etapa de negociación con 
el gobierno por el valor justo para la expropiación. Así logran que un terreno que normalmente no 
tiene mercado, pase a venderse a valores comerciales atractivos para ellos y que el comprador sea 
el Estado.
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Introducción.

La Conferencia Internacional sobre Atención Primaria de Salud que se realizará en 
Alma-Ata en septiembre de 1978, produjo la Declaración que fuera suscrita por 134 
gobiernos y representantes de 67 organizaciones de las Naciones Unidas, organismos 
especializados y organizaciones no gubernamentales que sostienen lazos oficiales con 
la OMS y el UNICEF.

En esa histórica Declaración se reitera el concepto de que la salud es un estado de com­
pleto bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de enfermedades y 
se avanza ideológicamente en la formulación de que la salud es un derecho humano 
fundamental, que su logro es un objetivo social importante para cuya realización de­
ben intervenir otros sectores sociales y económicos, además del de la salud.

Ahora bien, ese avance ideológico conceptual es mucho más innovador cuando la De­
claración reconoce a continuación que la grave desigualdad que se observa en el estado 
de salud de los pueblos, entre los países en desarrollo y los desarrollados, así como al 
interior de cada país es política, social y económicamente inaceptable. Se debería 
agregar que esa desigualdad es éticamente inaceptable.

Hoy se reconoce con desazón que poco, muy poco, hicieron la mayoría de los países 
firmantes de la Declaración para avanzar con medidas concretas en la dirección traza­
da. Pero es importante, de todos modos, que hayan suscrito un compromiso del que 
se les puede pedir información y rendición de cuentas, compromiso que, además, era 
moralmente imposible dejar de suscribir.

Con posterioridad a la Reunión de Alma Ata, los países de la Región de las Américas 
asumieron por consenso la obligación mutua de alcanzar la meta de salud para todos 
en el año 2000 (SPT 2000). No es fácil alcanzar esa meta, más aún si meditamos en 
las enormes diferencias de todo tipo que se dan en esta Región, desde el país capitalista 
de mayor desarrollo hasta países que figuran entre los más atrasados y miserables del 
planeta; desde regímenes socialmente participativos e igualitarios a sistemas autori­
tarios de injusta apropiación y concentración de la riqueza pública. Todos los matices 
posibles se advieten entre uno y otro extremo, lo que obliga a un análisis, a un diagnós­
tico, para utilizar un término tan natural al quehacer médico, que permita establecer 
grandes líneas de procedimientos comunes en salud dentro de la diversidad, que lleve 
a la formulación de principios básicos para la acción, que faciliten con posterioridad 
medir los avances y evaluar resultados.
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Elementos a considerar

Ya hay suficientes diagnósticos, hasta se puede afirmar que hay demasiados; por ello, 
el centro del quehacer tiene que situarse en propuestas viables y en acciones conse­
cuentes, que consideren el escenario cambiante, incierto, conflictivo, de crisis, en que 
nos toca actuar. En un lado se debe aprender a administrar con generosidad y espíritu 
solidario la abundancia excesiva; en el otro debe primar el espíritu igualitario y de jus­
ticia distributiva en la administración de la miseria. El objetivo a delinear por parte de 
los países que no gozan de la abundancia debe ser el desarrollo social por encima del 
crecimiento económico.

Al iniciar el diagnóstico se puede aseverar que en las Américas subsisten las condicio­
nes de desigualdad y pobreza que impiden que amplios sectores de la población tengan 
acceso a las posibilidades de una vida digna, social y económicamente productiva. Se 
estima que actualmente, en América Latina y el Caribe, se producen 700.000 muertes 
evitables al año, de aplicarse los conocimientos disponibles en salud jpública, en medi­
cina preventiva y en cuidados médicos.

Esta situación reconoce un origen multicausal en lo político, lo económico y lo social. 
La presente década registra la agravación de la crisis al insertarse los problemas deri­
vados de la deuda extema, que afectan directamente los niveles de vida, de bienestar, 
de salud de las mayorías y en especial de sus sectores más desprotegidos, de sus grupos 
especialmente vulnerables a las agresiones del medio físico y social.

En relación al tema “Salud y Políticas Sociales” se hace necesario revisar en la Región 
el nivel de salud de sus habitantes y la situación del sistema de servicios de salud puesto 
a su disposición,>sí como las tácticas, las estrategias y las políticas diseñadas hace po­
cos años, con elpbjetivo urgente de adecuarlas a la situación actual, a fin de lograr la 
meta formulada de SPT 2000. Surgen algunas reflexiones que relacionan la salud y el 
desarrollo, en una nueva dimensión que incorpora los factores políticos y el concepto 
de instersectorialidad en la explicación del proceso salud-enfermedad.

En la XXII Conferencia Sanitaria Panamericana realizada en Washington D.C. en 
1986, se aprobó en su Resolución XXI el documento “Principios Básicos para la Ac­
ción de la OPS, 1987-1990”, que establece prioridades programáticas para los países 
de la Región para el cuadrienio mencionado; allí se dispone que “la comprensión y el 
manejo de las relaciones entre la salud y el desarrollo son elementos importantes de 
acción para la transformación de la infraestructura de los sistemas de salud”.

Esta explicación analiza la brecha que se observa entre el conocimiento creciente de 
los factores actuantes sobre el proceso de salud-enfermedad y la insuficiencia de las 
políticas de salud en ejecución para controlar los factores determinantes de ese pro­
ceso, que escapan a la acción de la capacidad científica y técnica y de decisión del sec­
tor salud.

Elementos económicos y sociales

Para comprender la situación actual del nivel de salud de la población de la Región así 
como de la del sector salud, es ineludible interpretar sus relaciones con la economía
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de cada país en particular, así como la de sus respectivas inserciones en la economía 
mundial.

Hagamos una caracterización apretada de la situación económica que viven nuestros 
países, así como su correspondencia con la economía de los países capitalistas cen­
trales. Un concepto debe quedar muy claro: los países industrializados del Occidente 
se desarrollaron a costa del subdesarrollo del llamado Tercer Mundo. El mecanismo 
de nuestro subdesarrollo se logró principalmente a través del deterioro de los términos 
del intercambio entre nuestros productos, cada vez más devaluados, con sus produc­
tos, cada vez más valuados, mecanismo que persiste y se acentúa en estos días. Esta 
modalidad de apropiación de las riquezas del tercer mundo se encuentra considerable­
mente agravada ante la crisis del endeudamiento, habiéndose llegado a la situación in­
humana e inmoral del presente en la que se produce el fenómeno de que los países en 
vías de subdesarrollo transfieren sus escasos e imprescindibles recursos logrados a 
costa del hambre y la pobreza absoluta de sus pueblos, a los países industrializados pa­
ra financiar su hiperdesarrollo, el armamentismo y el insolente consumo suntuario. Pe­
ro no adjetivemos aunque sea difícil evitar la indignación ante esta realidad perversa; 
hay que remitirse a cifras: durante 1987 América Latina y el Caribe transfirieron más 
de 28.000 millones de dólares a los países industrializados de los que dependemos; pa­
ra estos últimos cinco años los mismos países vieron saqueados sus recursos, que de­
bieron haber impulsado la formación de capital para financiar el desarrollo social, en 
la inimaginable cifra de 130.000 millones de dólares, destinados en gran parte al pago 
de la deuda externa, que de todos modos, hagan los países, mejor dichos sus pueblos, 
los máximos sacrificios, la deuda continúa creciendo.

¿Cómo repercute esta situación sobre nuestros pueblos? Por un lado disminuyen los 
niveles de bienestar y salud de amplios sectores de la población, al punto que hasta las 
capas medias de la sociedad se hallan afectadas en sus ingresos. Hoy en día un tercio 
de nuestros habitantes se encuentran por debajo de los niveles de pobreza absoluta.

A continuación de algunas consideraciones sobre la repercusión de la crisis sobre los 
sectores mayoritarios de nuestros pueblos, regresaremos para analizar con mayor de­
talle los efectos sobre su salud.

En grandes líneas se observa en todos nuestros países el crecimiento de la desocupa­
ción absoluta, que se sitúa por encima del 10% de la población económicamente ac­
tiva, así como del de la subocupación que bordea, en más o en menos, el 50%. Todos 
estos seres humanos, a los que hay que agregar día a día los migrantes del campo, inte­
gran el llamado sector informal de la economía. Lo dicho aquí en forma muy resumida 
se describe con todo detalle en el libro “El Otro Sendero” de Hernando de Soto, refe­
rido a la formación y crecimiento del sector informal en la sociedad peruana, libro que 
recomiendo a los que se interesen en el tema.

A partir de la década de los 40 se acentúa en nuestros países la migración del campo 
a la ciudad. El campo es un polo de expulsión de los trabajadores, que ante la pobreza 
crónica, la explotación y la falta de estímulos sociales tales como servicios escolares, 
de salud, de recreación y otros, optaron por migrar al polo de atracción de las ciudades 
en proceso de industrialización, con su oferta de mejores posibilidades de trabajo, 
salarios, de educación para los hijos, de protección sindical, de seguridad social, de re­
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creación. En el presente, la modernización de las explotaciones agropecuarias y sus 
nuevas formas de desarrollo, así como el saqueo y la destrucción de la ecología, expul­
san a la gente del campo sin que la ciudad conserve sus cualidades de polo de atracción. 
Al habitante del agro no le queda otra alternativa que la migración obligada y azarosa 
y pasa a engrosar los cinturones de miseria de las ciudades y el sector informal de la 
economía; alguna salida ofrecen la prostitución o la delincuencia al menudeo.

Frente a la crisis nuestros gobiernos reaccionan de forma más o menos similar en pro­
cura de equilibrios fiscales y del de la balanza de pagos; la devaluación de nuestras mo­
nedas frente al dólar constituye la norma, con un agravamiento de los índices de infla­
ción. Variables de ajuste la constituyen los salarios, que a diario disminuyen su capa­
cidad de compra.

Otra variable a la que se recurre es al aumento de la desocupación. Se fomenta el crédi­
to a la producción y exportación de productos suntuarios a costa de la producción de 
alimentos esenciales. Se prioriza el crecimiento económico a costa del desarrollo so­
cial. El resultado final es el empobrecimiento de la población con sus secuelas de mar- 
ginalidad, desnutrición, enfermedad y muerte. La crisis la pagan los pobres y a pesar 
de los inauditos sacrificios la deuda no hace más que crecer, como se dijo más arriba. 
Otra variable de ajuste consiste en la disminución de las asignaciones presupuestarias 
a los sectores sociales: salud, educación, bienestar, vivienda, transporte, recreación, 
saneamiento, con el consiguiente deterioro del medio ambiente y de los servicios dedi­
cados a la atención de los problemas de los sectores mayoritarios.

Como efecto directo de la crisis de la deuda externa nuestros países han acumulado una 
considerable deuda social que se manifiesta en las diferencias de oportunidades entre 
los grupos sociales y en las diferencias relativas observadas en los niveles de salud y 
en el acceso a los servicios.

Por un lado un reducido sector privilegiado de la sociedad goza de ingresos crecientes, 
que dilapida en el consumo “ilustre” y que tiene todas las posibilidades de acceso a los 
mejores servicios privados que ofrece la sociedad en la que viven. Y si no les satisface 
la oferta disponible pueden optar por educar a sus descendientes en Suiza o curar sus 
dolencias en Houston o Miami. Un sector más amplio constituido por empresarios me­
dios, profesionales, comerciantes del agro y de la ciudad así como de trabajadores ur­
banos y rurales, pueden satisfacer en diversos grados sus necesidades vitales básicas 
y, según las circunstancias, resolver los problemas de enfermedad con pagos directos 
al sector privado o recurrir a la seguridad social; en el peor de los casos pueden requerir 
los servicios del Estado. La mayoría de la población, constituida por los desocupados, 
los subocupados, los desplazados y marginados del campo y de la ciudad, los que viven 
en una situación de extrema pobreza que aumenta los riesgos de enfermar y morir, no 
tienen otra alternativa que recurrir a los servicios del Estado en creciente deterioro de­
bido a la disminución de recursos que se les asigna como efecto directo de la crisis en 
desarrollo. O buscan alivio a sus dolencias en la medicina tradicional o en el sector in­
formal de cuidados médicos, que acompañan el crecimiento informal de las ciudades.

Diferenciación en los niveles de salud

Lo dicho aquí es un síntoma de la deuda social acumulada que se mencionó más arriba
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y que se patentiza en las diferenciaciones que los tres grupos sociales descritos presen­
tan en sus niveles de salud y en las posibilidades que tienen de acceder a los servicios.

En este punto es importante describir lo que sucede en la condición de salud-enferme­
dad en el mundo desarrollado y en el subdesarrollado; en los hartos y en los necesita­
dos; ante el envejecimiento de las poblaciones; cómo responde orgánicamente el ser 
humano frente a la migración del campo a la ciudad y a los cambios en los hábitos de 
consumo. Ya de por sí la respuesta natural de cualquier persona ante un mayor nivel 
de ingresos es la ampliación y la diversificación del consumo: se “consumen” mejores 
escuelas, servicios de salud, espectáculos, viviendas, transportes, vestimentas. En la 
dieta se pasa, sin necesidad de educadores para la salud, del monótono arroz o fideos 
a la carne, leche, huevos, frutas y verduras. Se advierte por otra parte que los pueblos 
se enferman y mueren de distintas patologías y tienen servicios de atención diferencia­
dos a medida que progresan desde el punto de vista socioeconómico.

A las sociedades subdesarrolladas, con su pobreza mayoritaria, su desnutrición cró­
nica, la falta de higiene ambiental y personal, el analfabetismo, la insuficiencia en can­
tidad y calidad de los servicios públicos, corresponde una primera diferenciación en 
los niveles de salud-enfermedad, caracterizada por el predominio de las enfermeda­
des infecto-contagiosas y carenciales, entre las que se destaca la desnutrición pro- 
téico-calórica; por los índices elevados de mortalidad infantil y de muertes en niños 
de uno a cuatro años de edad; el envejecimiento prematuro y menores expectativas de 
vida al nacer.

En las sociedades intermedias, en donde todos los indicadores de crecimiento y desa­
rrollo muestran una mejoría, en donde el saneamiento del medio, la educación, la vi­
vienda, los salarios, los niveles de ocupación, las condiciones de trabajo, los servicios 
públicos en fin, son aceptables, corresponde una segunda diferenciación en el nivel de 
salud-enfermedad, que se caracteriza por el predominio de las afecciones de aparición 
más frecuente en poblaciones envejecidas, tales como las enfermedades cardiovascu­
lares y degenerativas, las distintas manifestaciones del cáncer, así como la diabetes, 
los transtomos mentales, los accidentes. Los registros de salud muestran una impor­
tante disminución en la mortalidad infantil, del niño de uno a cuatro años de edad y 
en la mortalidad general así como el aumento en las expectativas de vida.

El mundo desarrollado presenta otra patología ligada a la soledad, la alienación, el 
hartazgo. No hay desnutridos pero si malnutridos que pasean su obesidad por calles 
y plazas. En este mundo aparece la tercera diferenciación en los nivles de salud-enfer­
medad, influida por el excesivo uso de sustancias químicas de acción fertilizante, in­
secticida o desfoliante que contaminan el ambiente y son tóxicas para el hombre. Las 
fábricas vuelcan sus desechos sólidos, líquidos y gaseosos al medio que las rodea sin 
consideración por el equilibrio ecológico ni la belleza del paisaje, que también forma 
parte de esa ecología violentada.

La sociedad envejecida enferma sobre todo de afecciones cardiovasculares y de distin­
tas variedades de cáncer y otras degenerativas. Las profundas transformaciones que 
se producen en las relaciones familiares, de trabajo y comunitarias tienen efectos di­
rectos sobre la conducta de la gente, con manifestaciones crecientes de violencia y de 
ingestión de alcohol y drogas. Las tensiones de la vida diaria y las presiones que genera
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la sociedad de consumo para el logro del “éxito”, enerva a la gente y como resultado 
se registran incrementos notables de los accidentes de trabajo y de carretera así como 
las enfermedades ocupacionales y las neurosis. Sexo y violencia van de la mano con 
sus repercusiones físicas, mentales y sociales. La expectativa de vida alcanza los ni­
veles más altos y los ancianos, en vez de consejeros comunitarios como en las socie­
dades rurales precapitalistas, son desechos humanos, estorbos sociales que no tienen 
cabida en un mundo pensado para jóvenes, bellos y exitosos.

El mundo industrializado recorrió en casi dos siglos las tres distintas diferenciaciones 
en los niveles de salud-enfermedad que acaban de enumerarse y resolvieron los prin­
cipales problemas de la patología infecto-contagiosa y carencial desde hace más de 
40 años. Nuestros países tercer mundistas padecen simultáneamente las tres modali­
dades de patologías, desde la diarrea al sida, con escasos recursos de todo tipo para ha­
cerles frente.

Ideologías médicas dominantes

Cabe entonces la pregunta: ¿con qué recursos enfrenta la medicina como institución 
las tres distintas diferenciaciones observadas en los niveles de salud-enfermedad se­
gún el nivel de desarrollo de los países? Cuando se menciona “recursos” naturalmente 
que se incluyen entre los mismos a los recursos ideológicos, a las conceptualizaciones 
que se elaboran para responder a la problemática descrita.

En líneas generales, en las que se pueden reconocer matices de transición entre las tres 
posiciones ideológicas que se analizan a continuación y que tienden a explicar el pro­
ceso de salud-enfermedad, se distinguen las siguientes:

1. Medicalización-Cientificismo

Es esta la ideología médica que predomina en la actualidad; es la posición dominante 
entre los gremios de médicos y odontólogos, que despolitiza el proceso de salud-enfer­
medad al enmascararlas condicionantes sociales y económicas, políticas en suma, que 
llevan a la pérdida de la salud y la capacidad de producir y satisfacer las necesidades 
esenciales del hombre. En su expresión más pura se manifiesta en el predominio y el 
énfasis que se otorga al acto médico; a la tecnología costosa y con frecuencia su- 
perflua; a la medicación que se suministra sin meditar previamente en los posibles 
daños clínicos que usualmente son superiores a los beneficios probables. Es esta la 
ideología de los fabricantes y proveedores de equipos, de medicamentos, de insumos 
médicos, de las empresas constructoras de establecimientos médicos, de los especia­
listas y subespecialistas de éxito. El monopolio médico sobre la enfermedad confisca 
la responsabilidad que la gente debe tener sobre el cuidado de su propia salud y la 
transfiere a los sistemas privados y oficiales de servicios de cuidados médicos. El pro­
greso científico termina por beneficiar a la industria y no al ser humano; en este campo 
se prioriza el crecimiento económico a costa del desarrollo social. Es el gran negocio 
de la medicina instalado alrededor de la recuperación y la rehabilitación de la salud, 
que predomina en los países ricos, intermedios y pobres. Ya no hay inocencia enlos 
finales del siglo XX: la despolitización de la medicina es una política dirigida a la 
industrialización del dolor y la muerte.
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2. Determinación múltiple del proceso

Esta postura politiza el análisis de la problemática del nivel y estructura de salud de 
la población, al tomar en cuenta las condicionantes multicausales que producen la pér­
dida de la salud, considerada ésta, como se mencionó al comienzo de este trabajo, en 
sus implicaciones de completo bienestar físico, mental y social. Esta ideología con­
sidera que todos los sectores económicos y sociales son responsables dé la promoción 
y la protección de la salud, con lo que se añade la dimensión extrasectorial y societaria 
en su totalidad. Se considera importante la incorporación de tecnologías apropiadas 
y el suministro de medicamentos esenciales por oposición al equipamiento indiscri­
minado y exorbitante y a la prescripción habitual del polifármaco, que alguien calificó 
de medicación escopetazo por si algún perdigón acierta. Se considera de gran impor­
tancia la investigación científica, técnica y operacional en beneficio de la conserva­
ción de la salud y de las prácticas menos intervencionistas y más humanitarias para la 
recuperación y la rehabilitación integral de los pacientes. Por ello se puede resumir ex­
presando que esta ideología centra su interés en mantener al hombre sano, al priorizar 
las acciones de fomento y protección de la salud y la aplicación decidida de las es­
trategias de atención primaria con participación de las familias y la comunidad.

3. Determinación política del proceso

En el otro extremo de la posición medicalizada-cientificista aparece esta ideología 
que se puede resumir, radicalizando posiciones, en la fiase “revolución o nada”; en la 
intención formulada de favorecer la agudización de las contradicciones de la sociedad 
de clases a fin de acelerar la toma de conciencia de los sectores populares de la pobla­
ción. En gran medida limita su accionar a la denuncia de las contradicciones y de la 
injusta distribución de los bienes y servicios a nivel internacional y al interior de la so­
ciedad. Esta ideología ofrece excelentes diagnósticos del nivel de salud y de la estruc­
tura de la enfermedad según grupos sociales sin avanzar en propuestas de soluciones 
coyunturales, fuera de la solución definitiva: la revolución.

Dimensiones política e intersectorial

Las relaciones entre salud y desarrollo socioeconómico presenta problemas de índole 
técnico y político. A pesar de que se reconoce como de gran importancia la influencia 
de otros sectores sobre la salud como educación, alimentación y nutrición, agua y sa­
neamiento del medio, trabajo, salarios y otros de relación evidente, así como los pro­
pios del sector salud tales como la formulación de programas integrados de fomento 
y protección, de desarrollo de la infraestructura de servicios, de accesibilidad y otros, 
este reconocimiento no alcanza a influir sobre el proceso de toma de decisiones de los 
Gobiernos. Los Ministerios de Salud apenas si se ocupan de su responsabilidad espe­
cífica y se desentienden de las acciones de otros sectores de la sociedad y del estado 
que actúan directa o indirectamente sobre el nivel y estructura de salud de la población, 
los que no son analizados ni considerados en los posibles impactos negativos.

El uso de productos químicos altamente tóxicos para el hombre en la agricultura, que 
no son biodegradables, que se incorporan a la leche animal y humana y a las hortalizas, 
verduras y frutas de consumo diario; estos tóxicos químicos se utilizan en casi todos 
nuestros países sin regulación alguna o control; los Ministerios de Salud ignoran el
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hecho y en el mejor de los casos se preocupan de habilitar camas para la atención de 
los intoxicados agudos. El crédito del sistema bancario se dirige a la producción de 
bienes de exportación para la obtención de divisas para el pago de la deuda externa y 
hasta para la importación de artículos suntuarios. Ante la falta de crédito desviado a 
otros fines, las sociedad produce menos alimentos vitales y se registra un aumento en 
los índices de desnutrición que afecta en especial a la infancia. Aquí no puedo resistir 
la tentación de citar una frase de cruel ironía leída en el libro “Desnutrición: problemas 
y soluciones” del doctor Plutarco Naranjo, Ministro de Salud del Ecuador desde el 10 
de agosto del presente año. Dice allí:

“Nadie quiere ser el empresario de entierros de niños muertos de hambre. Es rentable 
organizar una empresa productora de alimentos balanceados para pollos, pero a nadie 
se le ocurre organizar una empresa para preparar y llevar a niños desnutridos raciones 
balanceadas de alimentos. Una industria de esta naturaleza no sería rentable ¿Quién 
pagaría?/ En esta cristiana sociedad del siglo XX, es necesario ser pollo para gozar del 
privilegio de una dieta balanceada.”

Ignoro si algún Ministro de Salud de la Región de las Américas emitió una opinión fun­
damentada, en las reuniones de Gabinete Gubernamental, sobre el aumento de los ín­
dices de desnutrición que se detectan a través del sistema de información de los servi­
cios de salud. Es un problema de salud de responsabilidad de la cartera ministerial res­
pectiva originado en decisiones del sector económico, financiero o de agricultura.

Se promueve como Estado la producción de automóviles en desmedro del transporte 
público. Sus efectos nocivos sobre la salud se originan en el aumento de la contamina­
ción ambiental por el ruido, el monóxido de carbono y los accidentes de tránsito. Otro 
contaminante lo constituyen las largas esperas de la gente por transporte que las lleve 
al trabajo o a sus casas, circunstancia que exaspera y origina irritabilidad nerviosa. Los 
Ministerios de Salud no opinan, no lo consideran problema de su incumbencia.

Peor aún es lo que sucede con las fabulosas cifras que los países destinan al gasto en 
armamentos. Los traficantes de la guerra merodean los pasillos gubernamentales y 
convencen a los mandatarios de tumo de las amenazas de enemigos imaginarios. O 
dejan a las Fuerzas Armadas la función de convencerlos a través de la presión de su 
capacidad de fuego frente a la sociedad desarmada. El costo de un solo caza super­
sónico computarizado permitiría financiar con generosidad el funcionamiento de un 
año de un hospital de 200 camas. Me resulta imposible imaginar la utilidad para nues­
tros países de un tanque de guerra que en 10 años es chatarra obsoleta que tiene que 
reponerse según el criterio de los Generales que nadie discute, mucho menos los Mi­
nistros de Salud. La lucha por la paz, por la solución pacífica negociada de los conflic­
tos nacionales e internacionales no puede, no debe ser ajena a la competencia del 
Sector, quizás como su responsabilidad primera y de mayor importancia y trascenden­
cia. Se hace obligatorio repetir que nuestro compromiso como médicos es con la vida, 
desde el momento que aceptamos emocionados el Juramento Hipocrático previo a la 
graduación profesional.

Los ejemplos sobran, lamentablemente. El sector salud tiene una perspectiva limitada 
de sus responsabilidades y posibilidades de acción por lo que sus políticas y progra­
mas, no formulados aunque implícitos, se han dirigido especialmente a las prestacio­
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nes de servicios médico-asistenciales, obedeciendo más a las presiones de las corpo­
raciones profesionales y los intereses ligados con la medicalización. En el mejor de 
los casos se incluyen recomendaciones generales sobre las medidas que se deben 

I adoptar para preservar o mejorar la salud.

La conducta observada en los Ministerios de Salud frente a los que planifican y finan­
cian las actividades del Gobierno ha consistido en pedir aumento de recursos econó­
micos a pesar de una probada incapacidad de gasto, de la subutilización de los servi­
cios en términos de consultas y egresos, de la duplicación de acciones con otras insti­
tuciones del sector, de la falta de mantenimiento de edificios y equipos médicos.

En este punto se hace oportuno formular la siguiente pregunta: ¿consideran apropiado 
los Gobiernos que sus Ministros de Salud cuestionen las políticas emanadas en los 
otros sectores y que afectan al nivel de salud de la población, en especial de los sectores 
vulnerables? Sin entrar a considerar que el sector salud no está en capacidad de discutir 
y menos de convencer, porque en general los médicos carecemos de formación y expe­
riencia en el análisis económico y político y entre los técnicos y consejeros de los mi­
nisterios del ramo no se cuenta con ese tipo de profesional. La norma, entonces, es la 
incapacidad del Sector para evaluar los impactos negativos de las decisiones de otros 
sectores y para proponer alternativas posibles. La eventualidad de vetar una política 
determinada por sus efectos nocivos sobre el hombre constituye una hipótesis ini­
maginable. No se pretende que los Ministerios de Salud Se transformen en Supermi- 
nisterios ni que su Ministro cumpla el rol de Primer Ministro; solo se pide que asuman 
su responsabilidad de proteger la salud de la población, de ser verdaderos Ministerios 
de la salud y no de la enfermedad, como con acierto expresara un ex-ministro ecuato­
riano.

Las actividades de salud y desarrollo con una perspectiva multisectorial necesitan de 
un ambiente democrático sin el cual no puede ejercerse la función de control respon­
sable e informada de los Ministerios de Salud sobre las decisiones de los otros sectores. 
Esta función nueva que se agrega es más efectiva en un contexto político predispuesto 
a ocuparse de las necesidades de los sectores populares de la población. Por ello señalo 
como muy positiva la tendencia a la redemocratización de la sociedad que se observa 
en la actualidad en América Latina. Los modelos neoliberales en crisis pudieron ser 
adoptados en contextos políticos autoritarios, imprescindibles para imponer a la socie­
dad un desarrollo contrario a los intereses mayoritarios.

El autoritarismo en la gestión pública produce el mayor daño a la eficiencia del siste­
ma, porque es alienante y desmotivador; lo opuesto a esta concepción administrativa 
es el estilo participativo en democracia. El modelo de desarrollo puede así diseñarse 
tomando en consideración las demandas y presiones sociales que exigen la satisfac­
ción de las necesidades postergadas de la sociedad. Es obligatorio pensar en la deuda 
social acumulada si de veras se quiere el desarrollo económico pensado y dirigido ha­
cia el hombre.

Estrategias de desarrollp

Para superar la estrechez de los modelos vigentes enunciados es imperativo buscar 
nuevas estrategias de desarrollo, pensadas por un lado para que el sector salud asuma
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su rol ampliado político intersectorial, al redefínir sus funciones en el proceso de 
desarrollo, desvinculándose de lá posición de subordinación en que ha estado hasta el 
presente. No puede eludir entrar en el debate sobre políticas globales y sectoriales a 
fin de que se analicen las consecuencias que tienen las opciones de los otros sectores 
sobre la salud, según ya se ha mencionado.

Por otro lado los dirigentes del sector deben defender sin concesiones economicistas 
el concepto conquistado de que la salud es un derecho humano fundamental, como 
punto de partida para el cumplimiento de su función específica tradicional rectora en 
el enunciado de la política nacional y de la elaboración de planes y programas de salud.

El objetivo central del presente trabajo consiste en delinear las nuevas responsabili­
dades que la evolución histórica y social asigna a los Ministerios de Salud. Al respon­
der al desafío político y a la dimensión intersectorial se gana un liderazgo hacia afuera 
de la institución. Considero que lo escrito hasta aquí pretende cumplir con ese objetivo 
central propuesto. No obstante, para obtener el liderazgo externo es requisito previo 
comenzar a ganar liderazgo al interior de la institución y del sector. Es este un proceso 
que requiere de Ministerios de Salud organizados, fuertes, capaces de ofrecer presta­
ciones adecuadas a las necesidades de la población, con criterio de eficacia, eficiencia 
y equidad.

Por lo general, los Ministerios de Salud de América Latina, con algunas excepciones, 
carecen de un proceso técnico sistemático de definición y aplicación de políticas de 
salud, proceso que se reemplaza por la improvisación como respuesta intuitiva inme- 
diatista. La falta de direccionalidad de un plan reflexivo se expresa en la atomización 
y verticalización de los programas en la administración central y en el debilitamiento 
del papel de los Ministerios en su función rectora del sector. Se observa como manifes­
tación resultante que los servicios estatales de salud para la atención directa del 
público son insuficientes en calidad, cantidad y distribución para cubrir las necesi­
dades de la población. La critica a los establecimientos de salud es generalizada así 
como es profunda la insatisfacción de la sociedad ante la oferta de servicios. La au­
sencia de direccionalidad y de planes, la verticalización de los programas, la concen­
tración de recursos en inversiones físicas complejas urbanas, deja abandonada la infra­
estructura periférica que centra su quehacer, por ausencia de normas y de supervisión, 
en la atención de la demanda espontánea de pacientes, respuesta pasiva que no res­
ponde a la conceptualización de centros del quehacer médico responsable del cuidado 
integral de la población asignada, con la ejecución de actividades de fomento, protec­
ción, recuperación y rehabilitación de la salud, así como de vigilancia y denuncia de 
las condiciones locales, sociales y de ambiente que aumentan el riesgo de enfermar y 
morir, responsabilidad que corresponde a los trabajadores de la salud como miembros 
específicamente informados de la comunidad.

Visualizamos en dos polos la justificación última de los recursos que la sociedad asig­
na al sector salud: un polo se sitúa en el rol ampliado de la dimensión política e inter­
sectorial que se describió anteriormente; el otro polo está conformado por los servicios 
directos que se ofrecen al público, los sistemas locales de salud.

Los cambios que se enumeraron en el nivel y estructura de salud según el grado de de­
sarrollo socioeconómico de los países y que se expresan en los cambios en las estruc-
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turas de la morbimortalidad, en las diferenciaciones de la patología perinatal, en los 
problemas de salud del adolescente y del trabajador, en el envejecimiento de la pobla­
ción, en los fenómenos que acompañan a la creciente y desordenada migración campo- 
ciudad y otros, exigen que esos cambios se expresen en la adecuación en cantidad y 
calidad, en las funciones asignadas y en la organización de los sistemas de salud. Los 
cambios tienen que comenzar en el nivel central de los ministerios sectoriales, con un 
proceso de planificación-programación que reconozca distintos momentos: el mo­
mento central, que se continúa con el momento regional, y finaliza con el momento 
de organización de los sistemas locales de salud con la participación activa y conscien­
te de la comunidad en todas las etapas del proceso: planificación, programación, eje­
cución y evaluación.

Estamos hablando de la necesidad de un Plan de Salud; la opción es ineludible: o se 
planifica o se improvisa. Aunque es muy cierto que hay planes y planes. Disponer de 
un buen Plan de Salud es un instrumento útilísimo; lo que debe quedar claro desde este 
momento es que al acostumbrado libro-plan, que comienza con un detallado diagnós­
tico que incluye todos los indicadores económicos, de salud, de recursos disponibles; 
que inmoviliza a medio ministerio en el nivel central para recoger los datos y elaborar 
las normas pormenorizadas sobre lo que debe hacerse en todos los niveles adminis­
trativos y asistenciales, sin que su personal participe inteligentemente en la produc­
ción de las mismas ni sean consultados los funcionarios de los servicios lócales; todo 
ese esfuerzo termina con la presentación formal y solemne a las autoridades y al pú­
blico, al cabo de dos o tres años de laborioso esfuerzo, de un libro-plan que no puede 
modificar la realidad pasada y que tiene escasa o nula utilidad futura. La planificación 
debe llevar la intención decidida de mejoraren poco tiempo la gestión administrativa, 
el desarrollo de los programas sustantivos, la regionalización y descentralización y la 
entrega de servicios. No se puede ignorar la incertidumbre y el conflicto presentes en 
toda actividad humana.

Lo más importante, lo que debe estar en la base de la planificación-programación y 
que le otorga justificación son los PROBLEMAS; el mejor Plan es el que se dirige a 
la solución de los problemas de toda magnitud e importancia, debidamente presenta­
dos y estructurados; desde los documentos que se pierden en los despachos a la enfer­
medad diarréica; desde los engorrosos trámites de compra al desabastecimiento de 
insumos críticos. El personal de salud, los individuos, las familias y las poblaciones 
se enfrentan a problemas acuciantes que deben ser identificados para su urgente 
solución programada. La organización de grupos de trabajo interdisciplinarios que 
analicen los problemas horizontalmente, en el nivel técnico-normativo y verti­
calmente con el nivel ejecutivo, es una buena propuesta de solución a condición de que 
los grupos de trabajo se organicen alrededor de una actividad bien definida, con plazos 
perentorios, con asignación de responsabilidades y rendición de cuentas. El ambiente 
de trabajo para asegurar la creatividad y fomentar la imaginación no puede ser otro que 
el democrático. Trabajar bajo esta modalidad es altamente motivador y formador. Los 
funcionarios se capacitan pensando y haciendo y la gran mayoría deja en el camino su 
piel de burócratas insensibles.

No cabe dudas que el momento más importante en todo este proceso de planifica­
ción-programación central, regional y local es el que se realiza en los sistemas locales 
de salud, en contacto y con la participación del pueblo, en confrontación con la práctica ^
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y con la realidad. Es en este momento en donde se realiza el mejor ajuste y aproxima­
ción, en el cotejo de lo imaginado con la realidad evidente de los problemas y es en 
los sistemas locales de salud en donde la comunidad juega su rol fundamental partici- 
pativo, responsable de una creciente autosuficiencia dirigida hacia la cogestión. A la 
comunidad le corresponde participar y apoyar los programas que respondan a sus 
problemas y propongan soluciones a sus necesidades, no solo los de salud sino también 
y en especial a los del desarrollo, así como cuestionar, reorientar y eliminar los que no 
se adapten a sus aspiraciones.

El Plan de Salud, que comenzó en la imaginación de los funcionarios del nivel central, 
adquiere realidad y viabilidad en los sistemas locales de salud, cuya consolidación a 
nivel de las regiones sanitarias modifica la propuesta programática que había sido re­
mitida por ese nivel administrativo.

A su vez la suma de propuestas modificadas del nivel regional modifica necesaria­
mente la propuesta originaria del nivel central. Los momentos del Plan se reinician y 
a los técnicos del nivel central les corresponderá sistematizar la enriquecida experien­
cia elaborada en toda la cadena de la red de servicios y en todos los niveles administra­
tivos y recomenzar el proceso con una nueva propuesta de métodos y programas, que 
gradualmente producirá ajustes en los sistemas de personal, financiero-contable, de 
suministros, etc. y, lo que constituye el objetivo final de este quehacer estimulante, la 
adecuación de todo el sistema de servicios de salud a las necesidades postergadas de 
salud y bienestar del pueblo.

Propuesta de recomendaciones

El rol ampliado del sector salud a fin de que asuma las nuevas responsabilidades polí­
ticas y de intersectorialidad diseñadas a lo largo del presente trabajo, así como el cum­
plimiento de las actividades tradicionales inherentes a su quehacer, con los requisitos 
de eficacia, eficiencia y equidad, en un ámbito participativo de programación estra­
tégica, precisa avanzaren la elaboración de la ideología del concepto salud-enferme­
dad como manifestación de multicausalidad; en el análisis de tecnologías adecuadas 
que los paises estén en capacidad de financiar y puesta al servicio de toda la población; 
en la adecuación de la legislación disponible; en el desarrollo de los sistemas admi­
nistrativos y de información, supervisión y control; en el desarrollo institucional de las 
entidades que participan en el compromiso nacional concertado de integración del 
sector.

La sumatoria de estos avances orientados a la conformación del Sistema Nacional de 
Salud con el propósito de lograr un mejor y creciente nivel de bienestar y salud de la 
sociedad como un todo, requiere de especiales esfuerzos para enfrentar unidos los pro­
blemas de salud y desarrollo social en nuestras economías de países empobrecidos.

El desafío es enorme, los recursos imprescindibles son muy escasos pero afirmo para 
finalizar que los mismos estarán disponibles si nuestra América Latina enfrenta unida 
y con coraje el viejo problema de los términos desfavorables del intercambio comer­
cial con las metrópolis y el agregado de la deuda externa. Hay recursos en el despilfarro 
obsceno del armamentismo y del crecimiento de las fuerzas represivas, diseñadas para 
contener los justos reclamos de las mayorías por una mejor distribución de las riquezas
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que ellos producen; el pleno respeto de los derechos humanos garantiza la participa­
ción popular al aporte de soluciones alternativas. La Democracia y la Justicia serán las 
garantes de la evolución que se propone.
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1. Consideraciones generales.

Agradezco la atenta invitación para participar en este Seminario sobre “Nuevas Orien­
taciones de las Políticas Sociales para América Latina y el Caribe”. Una vez más, nos 
reúnen nuestras preocupaciones y obsesiones comunes: el imperativo del desarrollo 
económico y social de la región latinoamericana. Es abrumadora la cantidad de docu­
mentos, reportes y ensayos sobre el tema. Difícilmente se puede pretender ser original. 
Sin embargo, quiero reiterar un conjunto de consideraciones que creo son pertinentes 
a la luz del desarrollo pasado y de la coyuntura actual. En particular me referiré a la 
equidad y al carácter integral de lo económico y lo social.

Asimismo, partiendo de la premisa de que el desarrollo equitativo supone la genera­
ción de empleos y la redistribución del ingreso y de la riqueza intentaré esbozar, a par­
tir de nuestra experiencia mexicana, algunas consideraciones relativas a cómo avanzar 
en esta dirección.

Por último, abordaré los aportes y contribuciones de lo que las formas asociativas de 
trabajo para la producción, cooperativas, autogestionarias, de empresas de producción 
comunitarias, de propiedad social, sector de economía social o, como lo definimos en 
México, sector social de la economía, están en capacidad de desarrollar para la articu­
lación de un renovado proceso de crecimiento con justicia social, en el marco de una 
revaloración del concepto de economía mixta.

Empezaré por reafirmar lo que creo es ya un consenso en la región: el crecimiento eco­
nómico no puede ser un fin en sí mismo, sino que debe entenderse como un medio para 
el logro de los bjetivos del desarrollo tanto del individuo como de la sociedad en su 
conjunto.

Para enfrentar los problemas de la pobreza y el atraso, el crecimiento es una condición 
necesaria, pero no suficiente. La experiencia del ciclo de auge de la posguerra ilustra 
con elocuencia esta afirmación. En consecuencia, el asunto estriba no solo en crecer 
sino en la calidad o estilo del desarrollo que se quiera obtener.

Al comienzo de la década de los años ochenta concluyó la fase de crecimiento y dio 
paso aun prolongado período de crisis que se caracteriza por la incapacidad de volver 
a crecer en forma sostenida, y por profundos desequilibrios económicos y financieros. 
Simultáneamente, en virtud de las políticas de ajuste seguidas, se acentuaron las con­
tradicciones del modelo de desarrollo y se reactivaron las preocupaciones sobre la si­
tuación social.

Ya con anterioridad, Don Raúl Prebisch hacía notar la inviabilidad estructural del ca­
pitalismo periférico por su carácter excluyeme y conflictivo. Sostenía que: “el sistema
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tiende... a excluir grandes masas que quedan vegetando en el fondo de la estructura 
social” y que este rasgo conduce a una permanente “pugna distributiva” que tiene cau­
sales y trasfondo políticos.

Este carácter conflictivo y excluyente del desarrollo latinoamericano que antes men­
cionábamos subyace en lo que se ha conceptualizado como la “deuda social”, y que 
es la magnitud de las insuficiencias en materia de bienestar social de las mayorías. Tal 
como en los trabajos del PREALC se ha señalado, esta deuda social tiene una dimen­
sión histórica, que se refiere a las carencias que de manera permanente ha tenido la po­
blación en condiciones de pobreza; y una dimensión coyuntural, que alude a la forma 
desigual en que los distintos grupos sociales han sobrellevado el costo del ajuste eco­
nómico en la presente década.

En efecto, en el documento básico del Coloquio Internacional, que con el tema del 
“Desarrollo Equitativo y Fortalecimiento del Sector Social de la Economía”, se cele­
bró en la ciudad de México a finales del pasado mes de mayo, se afirmaba que: “A par­
tir de la experiencia vivida en la fase de crecimiento de la posguerra y del reconoci­
miento de la deuda social, se ha alcanzado consenso sobre la necesidad de recuperar 
el desarrollo, reorientándolo para revertir las tendencias concentradoras y de desigual­
dad que se han arraigado profundamente en la realidad económica de los países en vías 
de desarrollo”.

“De esta manera, un nuevo enfoque de desarrollo debiera suponer transformaciones 
no solo en el ámbito estrictamente económico, sino también incluir amplias modifica­
ciones en las relaciones sociales, en virtud de que sus metas tendrán que ser expresión 
de las aspiraciones y objetivos de los sectores que integran la economía mixta. Para 
el fortalecimiento de ésta, es urgente consolidar una opción expansiva y equitativa del 
desarrollo”.

“Desarrollo con equidad supone como requisito reasumir un crecimiento intensivo en 
generación de empleo y en mayores ingresos para los grupos de menores recursos, 
atendiendo simultáneamente la satisfacción de las necesidades básicas de la pobla­
ción”.

“Ante la evidencia del fracaso de la tesis de que los beneficios del crecimiento se “de­
rramarían” hacia los estratos de menor productividad, o marginados del aparato pro­
ductivo, resulta fundamental la adopción de un criterio redistributivo basado en accio­
nes dirigidas a cambiar las condiciones estructurales que determinan la distribución 
de la riqueza y de los ingresos”.

Hasta aquí, me parece que todos estaríamos de acuerdo, con matices o énfasis especí­
ficos, en la necesidad de reemprender un crecimiento de la naturaleza descrita. Pero 
en el Coloquio que mencionaba hace unos momentos se afirmó, también que: “en la 
realidad cotidiana de los países en vías de desarrollo donde es imperativo tanto el cre­
cimiento económico como la justicia social, destacan las posibilidades que presenta 
la participación social en el proceso de la formación del capital productivo nacional, 
como el mecanismo que permitiría conjugar el crecimiento sostenido con el compro­
miso de asegurar una distribución del ingreso más justa, dándole así, también, conteni­
do económico a la propia participación social. De esta manera, desarrollar formas aso-
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dativas en la producción y en la inversión es una respuesta para enfrentar los retos de 
la crisis actual y la necesidad del crecimiento a largo plazo”.

2. La política social y el desarrollo.

La experiencia de la política económica reciente en los países de la región, con matices 
diferentes, ha tenido un fuerte sesgo hacia la contención de la espiral inflacionaria y 
el reestablecimiento de los equilibrios financieros y externos. La pesada carga de la 
deuda externa y su servicio ha resultado verdaderamente agobiante. Es preciso reco­
nocer que en algunos casos la restauración de los equilibrios de corto plazo ha alcan­
zado relativos avances exitosos. Así, por ejemplo, el Pacto de Solidaridad Económica 
aplicado en México, que es un programa antiinflacionario, se distingue por la partici­
pación social que involucra a través de la concertación. Tal vez lo más relevante radi­
ca en la voluntad política de la sociedad para orientar la economía de manera pactada, 
acordada, y con compromisos explícitos de las partes involucradas. En el caso de que 
este programa de estabilización de precios, necesariamente de corto plazo, culmine 
exitosamente como todo parece indicar; es decir, que la inflación haya sido contenida 
y reducida a su dimensión real, se refuerza aún más el carácter impostergable de em­
prender ya, sin dilaciones, un crecimiento equitativo y distributivo como fórmula de 
respuesta a la deuda social.

Ahora, la tarea del corto plazo consiste también en tomar acciones para el desarrollo 
de mediano y largo plazo: articular una nueva estructura económica cuyo funciona­
miento no reproduzca la exclusión. Las medidas a adoptar, por supuesto, tendrán que 
ser sincronizadas y complementarias con aquellas que se estén tomando con la finali­
dad de tener resultados en el corto plazo.

Concebir la política social como una parcela paralela a la política económica es un en­
foque erróneo que no se corresponde con la realidad. Los programas específicos desti­
nados a aliviar las condiciones de vida de los pobres, por sí solos, no constituyen res­
puestas para asegurar el desarrollo social; más aún, en determinadas condiciones, a 
mediano y largo plazo, pueden aun reforzar los factores causantes de la inequidad so­
cial. Ejemplos de lo anterior son las presiones que se producen para la ampliación del 
gasto social sin una ampliación de la base económica. Otro hecho de este fenómeno 
son las características concentradoras del ingreso generado en la estructura productiva 
de la oferta de bienes y servicios esenciales.

Es por ello que para lograr un mayor, sostenido y permanente desarrollo social, habría 
que explorar la aplicación simultánea y sistemática de un conjunto de políticas y accio­
nes en las siguientes áreas:

a) Producción y generación de empleos.

El empleo tiene un carácter estratégico como vínculo entre lo social y lo económico, 
y guarda una relación estrecha con la satisfacción de las necesidades básicas. La exis­
tencia de desempleo, subempleo, o cualquier otra forma de subutilización de mano de 
obra, constituye una de las causas principales del deterioro del nivel de vida. La exis­
tencia de esta situación constituye un poderoso mecanismo de propagación de los di­
versos factores que inciden en el bienestar social.
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b) Estructura productiva y de consumo.

Un componente básico del bienestar social es el acceso al consumo de los bienes bási­
cos de toda la población. Ello está ligado a los ingresos familiares, pero también a la 
estructura de la producción, y ésta a su vez, tiene efectos en el empleo y en la distri­
bución del ingreso.

c) Gasto social y estructura de producción de los bienes y servicios.

La experiencia nos ha enseñado que el aumento del gasto social es necesario, pero no 
necesariamente cumple en definitiva los objetivos de un mayor desarrollo social. Es 
indudable que un mayor gasto social y una mayor capacidad de selectividad, relacio­
nando directamente el gasto con las poblaciones objetivo, es una necesidad innegable. 
Sin embargo, la producción de bienes o prestación de servicios que conlleva a la ejecu­
ción de ese gasto, en una estructura originaria, a menudo concentradora, como la exis­
tente en varios de los países de la región, puede llevar a que dicho proceso de produc­
ción refuerce a mediano y largo plazo las tendencias de los factores originarios de la 
pobreza y la marginalidad.

d) Selectividad y usos de los instrumentos de la política económica.

Unida a las áreas de acción anteriores, y en relación a la Rectoría del Estado está la ne­
cesidad de determinar y seleccionar los instrumentos utilizados para enfrentar la crisis 
en el corto plazo y su congruencia con el mediano y largo plazo.

A estos efectos conviene aclarar si es posible lograr un mayor desarrollo social, con 
una política económica manejadas globalmente, o si los propios requisitos planteados 
por las necesidades de un mayor grado de prioridad social y económica y de selectivi­
dad en las políticas, significan la utilización de una variedad mayor de instrumentos. 
Ambas alternativas llevan ventajas y desventajas, en donde el propio nivel de desarro­
llo social actual e institucional de cada país constituyen factores a considerar.

e) Distribución del ingreso y la participación social en la formación del capital pro­
ductivo.

La generación de empleos, la estructura productiva y la distribución del ingreso consti­
tuyen un conjunto integrado y la forma en que se logre este último determina en gran 
parte los niveles de desarrollo social de un país. A su vez, la distribución del ingreso, 
es resultado y refuerza la forma de distribución de la riqueza nacional.

Las formas asociativas de participación en el proceso económico constituyen una ma­
nera de ampliar el acceso de amplios sectores de la población a la propiedad de los me­
dios de producción. Las formas cooperativas, y otras asociaciones de tipo autogestio- 
nario, constituyen un ejemplo de esos esfuerzos.

3. El sector social de la economía.

En los puntos anteriores me ocupé en enunciar lo que considero son los ámbitos de la 
política económica y social cuya acción simultánea y complementaria forman parte
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de una estrategia de pago de la deuda social. Permítaseme ahora desarrollar con un po­
co de mayor amplitud el último de los puntos antes mencionado del cual, en mi país, 
el fortalecimiento y ampliación del sector social de la economía constituye un com­
ponente estratégico.

En la perspectiva en la que el crecimiento económico, la justicia social y una mayor 
democratización se presentan como el imperativo de nuestro tiempo, cobra particular 
relevancia esta participación social en el proceso de la formación del capital produc­
tivo nacional. Así, el desarrollo de las formas asociativas en la producción y en la in­
versión, se constituyen en una respuesta para enfrentar la crisis actual y la necesidad 
del crecimiento a largo plazo, dándole contenido económico a la participación social.

Generalmente, el término de economía mixta alude a un sistema de mercado en el 
que coexisten la propiedad privada y la pública. De esta manera, se tiende a pensar que 
las unidades económicas o bien pertenecen al Estado o a la iniciativa privada. Es co­
múnmente aceptado que estos tipos de propiedad se relacionan funcionalmente para 
los fines de formación de capital y, en mayor o menor medida, deben ser complemen­
tarios en la producción de bienes y servicios que la sociedad demanda en el mercado.

En México, el Artículo 25 de la Constitución Política establece explícita y claramente 
que nuestra economía mixta está integrada por tres sectores que son: el social, el pú­
blico y el privado.

Por sector social se entiende a “.. .los ejidos,1 organizaciones de trabajadores, coope­
rativas, comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los 
trabajadores y, en general, de todas las formas de organización social para la produc­
ción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios”.

Pero además es preciso destacar que se incluye en un solo cuerpo de ideas la rectoría 
del Estado en la conducción del desarrollo nacional y se definen los propósitos, los ám­
bitos de actuación y las relaciones que se dan entre los sectores de la economía mixta. 
Asimismo, se señada expresamente el compromiso del Estado en impulsar las activi­
dades económicas del sector social.

El Artículo 25 eleva a rango constitucional a un amplio conjunto de unidades econó­
micas de propiedad social que existen como tales hace ya mucho tiempo y que tienen 
un arraigo tan profundo como lo es el de la propiedad comunal, ejidal y las sociedades 
cooperativas.

En términos agregados, el sector social de la economía está conformado por poco más 
de 25 mil ejidos con una población de 3.5 millones de ejidatarios, alrededor de 1.800 
comunidades agrarias con una población cercana a los 600 mil comuneros, más de 
ocho mil sociedades cooperativas, de producción y de consumo, que reúnen a más de 
600 mil socios y alrededor de 500 empresas sindicales que participan activamente en 
un amplio espectro de actividades económicas.

1 El ejido es la forma más generalizada de propiedad social sobre la tierra que se da como resultado 
del proceso de reforma agraria.
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Actualmente, el sector social de la economía en su conjunto participa aproximada­
mente con 6% del producto interno bruto y da empleo a alrededor de seis millones de 
personas, que representan más de una cuarta parte del personal ocupado a nivel na­
cional.

Por lo relativamente reciente de su incorporación al cuerpo legal y con vacíos todavía 
por llenar, el sector social de la economía frecuentemente es objeto de incomprensio­
nes. Entre éstas, las más comunes consisten en identificar al sector social con las enti­
dades que realizan funciones de servicios y atención social como son la salud, la vi­
vienda, la educación, etc. Otra confusión reiterada es la de asociar al sector social de 
la economía con el sector informal, o los grupos marginados. Por otra parte, el sector 
enfrenta también una serie de prejuicios interesados que pretenden presentarlo como 
ineficiente e incapacitado para enfrentar exitosamente sus funciones empresariales. 
Con apego al texto constitucional, se puede decir que el sector social de la economía 
se refiere a las unidades económicas cuyas características se resumen de la siguiente 
manera:

- El régimen de propiedad es de carácter eminentemente social.

- Sus miembros participan en la administración, operación y organización de las 
unidades económicas.

- Los resultados económicos de las actividades del propio sector se distribuyen entre 
el conjunto de los trabajadores.

- El desarrollo del sector tiene por finalidad incrementar el patrimonio de los traba­
jadores y contribuir a mejorar el bienestar de la población.

Por la naturaleza de las organizaciones que lo componen (ejidos, comunidades, coope­
rativas y empresas de trabajadores), por la orientación y fines de su producción y por 
las formas de administrar y distribuir sus excedentes, el sector tiene amplias potencia­
lidades para contribuir al desarrollo económico y social del país.

Todas estas consideraciones sobre estas formas de organización social para la produc­
ción ocurren en un mundo moderno cuya divisa es un profundo y acelerado proceso 
de cambio en el que las relaciones económicas, sociales, políticas, culturales e institu­
cionales están sujetas a revisión. En general, puede decirse que hay una redefinición 
a fondo de las relaciones entre la sociedad y el Estado y, a nivel de lo económico, entre 
el gobierno y el aparato productivo. El punto central aquí no es la organización social, 
aisladamente, sino la organización social insertada en una actividad económica, viable 
y factible, en el contexto de la realidad de cada país.

Si la opción, como hemos reiterado en esta exposición, es un desarrollo con adjetivos; 
es decir, equitativo y redistributivo, el fortalecimiento del sector social de la economía 
es el eslabón que une el crecimiento, la modernización y la justicia social. En otras pa­
labras, el despliegue de las actividades económicas del sector puede contribuir a la re­
distribución del ingreso, la generación de empleos, a la modernización de la produc­
ción y elevación de la productividad, así como al incremento del patrimonio de los tra­
bajadores.
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Por otra parte, desde la perspectiva del papel en la economía del Estado, es preciso re­
conocer que el proceso de ajuste en la década de los años ochenta ha dado como re­
sultado, entre otras cosas, la reducción de su tamaño si bien en lo cualitativo puede ha­
berse fortalecido su capacidad de rectoría. Aun así, su redimensionamiento significa 
una menor participación directa de éste en el proceso económico como ente dinami- 
zador del crecimiento. En cuanto a la respuesta del sector privado, ésta ha sido errática 
y débil de manera que la combinación de esta conducta de ambos sectores se ha tradu­
cido en una fuerte caída en la producción y en la inversión en los años recientes.

En este contexto, la pregunta obligada que se desprende de lo anterior es ¿como se arti­
cularán los sectores de la economía mixta para fortalecer el proceso de inversión y la 
formación de capital en los próximos años? Aun cuando la inversión pública se dina- 
mice, difícilmente alcanzará los niveles que tuvo en el pasado. En consecuencia las ac­
tividades no gubernamentales, sean sociales o privadas, enfrentan el imperativo de 
darle énfasis distintos a los del pasado a la formación de capital. En este contexto, el 
concepto de inversiones mixtas y de complementariedad, previsiblemente abordarán 
modalidades hasta ahora no desarrolladas.

El sector privado se enfrentará a su dicotomía: necesidades nacionales para incremen­
tar la formación de capital productivo, y su tendencia estructural por mantener pautas 
de consumo y ahorro no compatibles con el entorno nacional de nuestros países. De 
esta manera, la transición a un nuevo estilo de desarrollo incluye el revalorar y realzar 
el concepto de economía mixta.

En este escenario, el sector social de la economía deberá consolidarse, por sus carac­
terísticas y potencialidades en términos de recursos físicos, como el agente económico 
socialmente más eficiente y que participa activamente en la recuperación y crecimien­
to de la economía en un proceso que simultáneamente genera y multiplica empleos y 
redistribuye ingresos y riqueza, induciendo un “círculo virtuoso de bienestar” en el 
comportamiento estructural de la economía, como respuesta a los sectores tradicional­
mente más afectados y a aquellos golpeados por la crisis y el ajuste de los años ochenta.

4. La política de fomento a las actividades económicas del sector social.

La vía del fortalecimiento y expansión del sector social de la economía no es un camino 
fácil. Enfrenta, por diversas circunstancias y motivos, un conjunto de problemas. De 
manera más específica, estos problemas se manifiestan en insuficiencias de organiza­
ción empresarial, disponibilidad de cuadros técnicos y gerenciales, asistencia técnica, 
problemas de financiamiento, comercialización, y todo ello dentro de un marco jurídi­
co que no contempla todavía cabalmente las necesidades y particularidades del sector.

La revisión de los obstáculos que impiden una mayor aceleración del desarrollo del 
sector social conduce a la conclusión de que, potenciar y acelerar su desenvolvimiento 
requiere establecer las prioridades y el ritmo dé las acciones en un esquema de simul­
taneidad, oportunidad y especificidad de los aspectos involucrados en la identifica­
ción de proyectos de inversión, la asistencia técnica, el financiamiento, los incentivos 
fiscales y la formación de recursos humanos. Así como se alentó y promovió el desa­
rrollo del sector privado a través de un vasto conjunto de mecanismos e instrumentos
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“ad hoc”, de igual manera, atendiendo a sus condiciones y particularidades, el sector 
social de la economía necesita una política de fomento, por lo menos en igual medida 
a la que el sector privado recibió.

Aquí cabe destacar un interesante aspecto de los desarrollos empresariales recientes 
de las unidades económicas de propiedad social, que es el de que éstas se han planteado 
desmitificar la versión de que para poder existir tienen necesariamente que estar sub­
vencionadas. En sus diferentes expresiones, estas unidades económicas coinciden en 
dar más énfasis a la necesidad de tener acceso a recursos para invertir con inteligencia, 
que a subsidios y transferencias, de manera que la “energía social” y la creatividad em­
presarial de las formas asociativas pueda desenvolverse. Definitivamente, y la expe­
riencia lo demuestra, los métodos autogestionarios no están reñidos con la eficiencia 
y la competitividad.

Una política de fomento de carácter integral para el fortalecimiento del sector social 
de la economía tiene que estar inserta en el Sistema Nacional de Planeación. Para 
ello, el sector necesita inducir, en distintos plazos, procesos internos de planeación 
para asegurar un uso más adecuado de los recursos materiales, humanos, financieros 
y materiales de sus unidades, así como para alcanzar una mayor integración vertical 
y horizontal de los procesos productivos.

Por otra parte, una política de fomento adecuada requiere de una asistencia técnica que 
profundice el desarrollo de la capacidad de autogestión, de operación técnica y de toma 
de decisiones por los miembros de las empresas del sector que les permita construir 
una capacidad autosostenida de desarrollo en un plazo mediano. Los programas de ca­
pacitación técnica y formación de cuadros administrativos y gerenciales es otro rubro 
particularmente relevante.

Igualmente importante es lo referido a la selección de tecnología, su diseño, adapta­
ción, y el proceso de absorción, de manera que el sector social pueda contribuir a esta­
blecer una capacidad nacional para construir sus propias ventajas comparativas.

Como denominador común de los casos exitosos de empresas sociales están la gestión 
administrativa eficiente, la profesionalidad tanto de los cuadros gerenciales como de 
los trabajadores, la identificación y el compromiso con los objetivos de la empresa y 
con los del conjunto del sector social, así como la adecuada constitución de reservas 
para la acumulación social, entendida esta última como la reproducción ampliada de 
la inversión productiva.

Otro elemento común en los casos del desarrollo empresarial social es el de la existen­
cia de una verdadera equidad distributiva de acuerdo al trabajo aportado por los miem­
bros de las comunidades económicas del sector social. Así lo ilustran, por ejemplo, las 
experiencias de ciertas empresas sindicales, tiendas, establecimientos de servicio, eji­
dos colectivos y cooperativas en México; las empresas de la economía social de Israel; 
las cooperativas en España; el movimiento cooperativo italiano; húngaro; las empre­
sas asociativas de interés social en Alemania, y otras más.

144



_ y

5. Las actividades informales y el sector social de la economía.

Por último, muy brevemente quiero abordar los vínculos posibles entre las actividades 
informales y el sector social de la economía.

Hablar de las actividades informales como si fuesen un sector puede inducir a una im­
precisión práctica bastante considerable. En efecto, ello puede significar que en el pla­
no conceptual estemos homogeneizando, constituyendo como un todo, y de algún mo­
do articulando, actividades que por definición en la realidad se caracterizan por su 
enorme heterogeneidad y dispersión. En este sentido, no son comparables, ni mucho 
menos sinónimos, las actividades informales y lo que hemos denominado sector social 
de la economía o, en general, sector de las formas asociativas para la producción. No 
obstante, ello no significa que no existe ninguna relación entre el fenómeno de la infor­
malidad y el eventual fortalecimiento y desarrollo del sector social de la economía. 
Más bien, la posibilidad de tener una política positiva frente a las actividades infor­
males podría hacerse viable en la medida que se expandan las formas asociativas de 
producción. Dada la creciente capacidad de organización del sector social de la eco­
nomía y su experiencia acumulada, se puede atraer por diferentes vías a las actividades 
informales, incorporándola con mejores condiciones en la calidad de vida de su pobla­
ción participante.

Lo anterior significa que las políticas hacia este tipo de actividades constituyen un pro­
ceso paulatino de cambio interno en la naturaleza de la informalidad. De constituir un 
sector marginado, con ingresos escasos y con nulas prestaciones sociales, tendría que 
pasarse a establecer las bases de un proceso, lento pero sostenido, de transformación 
progresiva en un área de pequeñas empresas económicamente viables.

En primera instancia, ello requiere también detectar aquellas actividades informales 
con mejores posibilidades de desarrollo. Esto supone que existan áreas, quizá cuanti­
tativamente pequeñas, pero no desdeñables, en que bajo las condiciones vigentes es 
posible desarrollar en circunstancias aceptables de rentabilidad.

Desde el punto de vista operativo, se requiere de una ampliación y coordinación de las 
funciones institucionales del sector público y que, a su vez, se exija un mínimo de or- 
ganicidad del conjunto de actividades, ya que en la medida en que la dispersión con­
tinúe, al nivel de cada unidad microeconómica, el acceso a las políticas de fomento se 
dificulta. En otras palabras, se requiere de un mínimo de organización social que per­
mita efectivamente facilitar el acceso al crédito, a los conocimientos técnicos más ade­
cuados, a la capacitación, al conocimiento anticipado de las demandas y condiciones 
de los mercados y, en general, a todos aquellos servicios que en una etapa de despegue 
se hacen prácticamente imposibles de asumir en la medida en que las actividades no 
están estructuradas en un área o sector, dadas sus condiciones de partida y su disper­
sión.

A partir de la ejecución de planes y programas específicos, de carácter regional y local, 
se pueden promover las acciones y servicios para la constitución de organizaciones 
asociativas de trabajo para la producción, sociedades cooperativas y otras formas 
asociativas en las que participen los empresarios informales.
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Núcleos de origen formal, organizados en estas formas asociativas, pueden desarro­
llarse en condiciones de competitividad que, basadas en la descentralización de las ac­
tividades económicas y una mayor integración local, multiplican sus efectos indirec­
tos en otras actividades generadoras de empleo.

De esta manera, las figuras empresariales del sector social, aplicadas a las actividades 
informales, pueden contribuir a alcanzar un conjunto de servicios que redundarían en 
el crecimiento de las empresas del sector informal. Estos servicios podrían ser:

I. el abastecimiento de insumos;
II. la prestación de servicios;

III. la venta en común y,
IV. la organización de un sistema financiero para empresas informales.

Atraer e incorporar al sector social a los trabajadores y a las empresas informales no 
solo es un acto de solidaridad entre los trabajadores, es también ofrecer una vía de so­
lución a los problemas que les afectan, en especial a los más pobres.

Por último, con toda franqueza, sin ánimo de exaltar personalidades, sino más bién de 
expresar en breve síntesis lo que hemos tratado, permítaseme terminar con una frase 
que a mi entender refleja muy atinadamente lo que en la práctica significa llevar a cabo 
este tipo de actividades económicas en el sector social. En la Clausura del Coloquio 
Internacional que he mencionado, el Presidente de México, Miguel de la Madrid, seña­
ló que: “La actividad empresarial no puede quedar reservada a grupos minoritarios, 
sino que es un derecho del que disfrutan todos los (ciudadanos). De otra manera se des­
virtuaría la aspiración de un sistema democrático y la libertad podría quedar como un 
nuevo formulismo ante el privilegio de unos cuantos”.
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Del Derecho Individual al Derecho Social.

“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho 
incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, y el de difundirlas sin limitación 
de fronteras por cualquier medio de expresión”. Art. 19, Declaración Universal de los 
Derechos Humanos (aprobada por las Naciones Unidas en 1948).

“Es indispensable que los países formulen políticas globales de comunicación a nivel 
nacional, ligadas a los objetivos de desarrollo social, cultural y económico”. UNES­
CO, 1983.

Entre los documentos, resoluciones y antecedentes, que durante estos años han con­
vulsionado el mundo de la información y la comunicación (y por qué no, conmovido 
el ámbito político y las relaciones internacionales) hemos elegido dos que, en nuestra 
opinión, de manera emblemática, marcan otros tantos hitos, donde la comunidad in­
ternacional sancionó posiciones inequívocas sobre estos temas.

La Declaración de los Derechos del Hombre de 1948 se transforma, en un análisis re­
trospectivo, en el inicio de un riquísimo debate que congregó a dentistas sociales, 
hombres de gobierno, comunicadores, en un apasionado intento de darle contenido 
concreto, parámetros de realización, a lo consagrado en el texto universal.

Por su parte, los documentos aprobados por la UNESCO, se presentan como la cul­
minación, la síntesis cualitativamente superior, de ese proceso que le dió a un derecho 
humano inalienable, su ineludible contexto social, su natural relación (y dependencia) 
con las estructuras económicas, su íntima vinculación con los procesos políticos, y, 
lo que es particularmente significativo, los instrumentos para que ese “derecho a infor­
mar” encontrara su forma idónea de expresión.

No fue un camino fácil. Se necesitaron siete lustros (los que separan ambos documen­
tos) para generar el clima político e intelectual, que abriera paso a la conciencia de que 
la información y la comunicación no podían concebirse al margen de las realidades 
socio-culturales de que los gobiernos estaban llamados a un papel protagónico como 
“tutores activos” de las comunicaciones y fueran encontrando los caminos institu­
cionales que les permitiera ubicar a la comunicación como un factor de desarrollo e 
integración, como un sector preponderante que, al igual que otros (financiero, agro­
pecuario, vivienda, etc.), debía ser objeto de un tratamiento concreto y políticas es­
pecíficas.
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Las bases del debate.

El desarrollo acelerado de las técnicas de comunicación, los cambios sustanciales en 
los instrumentos comunicacionales, que se inician en la década del 50, no solo estre­
mecieron las estructuras existentes, sino que, como no podía ser de otra manera, dieron 
la base objetiva y el estímulo intelectual a los debates de las décadas sucesivas.

En primer lugar, se hizo evidente la importancia decisiva que la información adquiría 
como instrumento de poder. Esa constatación le dio a la discusión otros contenidos 
y participantes (que trascendieron al ámbito académico), ubicándola en un terreno po­
lítico e ideológico, de lucha de intereses antagónicos, de contradicciones dependen­
cia-independencia, de correlaciones de fuerza, en fin, de todos aquellos ingredientes 
que condimentan la lucha por un instrumento de poder.

Era natural que “si la información es poder”, elementos como la calidad y cantidad de 
la misma, la utilización de los canales de comunicación y otros recursos técnicos, la 
correspondencia entre el flujo informativo y los intereses a los cuales responde, el pa­
pel de la comunicación como herramienta de cambios o perpetuadora y/o reproduc­
tora de las relaciones de dominación, pasaran a ser componentes esenciales de la discu­
sión. Esta nueva concepción, exigía no sólo una revisión y reacondicionamiento con­
ceptuales (que la fundamentaran) sino respuestas políticas concretas.

Es a esto precisamente a lo que apuntaba el documento de la UNESCO de 1983 cuando 
afirmaba: “La comunicación puede ser tanto un instrumento de poder como un arma 
revolucionaria, un producto comercial o un medio de educación. Puede estar al ser­
vicio de causas de liberación o de opresión, puede contribuir para la formación de la 
personalidad individual y para un adoctrinamiento uniforme de los seres humanos. Le 
corresponde a una sociedad escoger su camino para cumplir la tarea en la cual estamos 
todos comprometidos y encontrar la manera de superar los obstáculos materiales, so­
ciales y políticos que impiden el progreso”.

Concomitantemente, e interrelacionándose dialécticamente con lo anterior, la reali­
dad ofrecía otro dato: un profundo desequilibrio o asimetría en el intercambio infor­
mativo que el desarrollo científico-técnico de las comunicaciones estaba propiciando. 
Este desequilibrio, perversamente coherente, se verificaba en todos los terrenos: canti­
dad de noticias, calidad de los mensajes, selección y tratamiento de los temas, la suma 
de lo cual daba por resultado un predominio incontrastable del mundo industrializado 
sobre los países del Tercer Mundo.

En primer lugar, las estadísticas revelaban una circulación unidireccional de la infor­
mación, marcando a fuego una disparidad entre la información emanada desde el Nor­
te hacia el Sur, y el volumen del tráfico en el sentido contrario. Este desequilibrio “ver­
tical” se verificaba, haciéndolo aún más trágico, a nivel “horizontal” entre los propios 
países del Sur. En la mayoría de los casos, los países del Tercer Mundo, debían recurrir 
exclusivamente a las grandes agencias occidentales para informarse de las realidades 
de los países vecinos, e incluso para transmitir sus propias realidades.

En segundo lugar, al desequilibrio cuantitativo, se superponía el tema de los conteni­
dos, de la calidad misma de la información que se intercambiaba. En este esquema el
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Tercer Mundo era noticia solo en caso de calamidades, catástrofes o golpes de estados, 
ofreciéndose a su vez, como excelente consumidor de patrones culturales e ideológi­
cos del centro, de escasa o nula relación con las realidades políticas y sociales de los 
países periféricos.

A todo lo anterior, como si fuera poco, se sumaba a nivel nacional una pasividad de 
los gobiernos (verdadera omisión) en los temas de la comunicación, que se expresaba 
en una ausencia de políticas de información, dejando a las sociedades inermes frente 
a esa penetración cultural y sin la posiblidad de informar siquiera a los miembros del 
cuerpo social de sus procesos nacionales.

Todo lo señalado conformaba un cuadro que hablaba a las claras de la maduración de 
las condiciones objetivas para los cambios. Una vez más, debían ser los hombres los 
que, al decir de Gramsci, “con el pesimismo de la inteligencia y el optimismo de la vo­
luntad”, debían modificar la realidad existente.

De esta manera y paralelamente el desarrollo de las discusiones en foros internacio­
nales del llamado Nuevo Orden Económico Internacional, se inicia la discusión -tam­
bién internacional- por el llamado Nuevo Orden Internacional de la Información 
(NOII), que llenará casi una década y que, a veces en forma altamente agresiva, mar­
cará la vida de la UNESCO y de la UIT, sin olvidar los organismos y asociaciones de 
nivel académico. El tema del NOII, de su aplicabilidad, de los cambios que implicaría 
de llegarse a aprobar, de las consecuencias que traería al interior de cada uno de los 
llamados “Primer”, “Segundo” y “Tercer Mundo”, y en las relaciones entre ellos, fue­
ron sin duda ejes de la época.

Hoy, ya en otra etapa de la discusión comunicacional, un balance se hace imprescin­
dible y en él destacan con especial claridad una serie importante de proyectos que, par­
tiendo de la efervescencia de esos años, son clara presencia en nuestra vida cotidiana. 
Más allá de que la discusión pública o privada sobre el NOII haya dejado de ser “mo­
neda corriente”, es indudable que su presencia fue base clara para ampliar el marco de 
discusión sobre la participación de los hechos comunicacionales en la vida cotidiana 
de los millones de habitantes de nuestro planeta. De esa comprensión nacieron otras: 
la de la necesaria e imprescindible democratización de las comunicaciones, del mayor 
acceso social e individual a las mismas, de la importancia que los sistemas de comu­
nicación tienen en nuestra cotidianidad y, por ende, su innegable presencia en todo 
proyecto social que se encare.

Hacia una política comunicacional.

La comunicación como un hecho social.

El concepto de la comunicación en función y correspondencia con un proyecto social, 
cuestión en la cual hoy casi todos coinciden, fue uno de los grandes aportes a la cultura 
de la información y piedra angular de su desarrollo teórico y de la consecuente apli­
cación de medidas y búsqueda de instrumentos concretos que en la práctica hicieran 
posible dicha concepción socializadora y socializante.
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La comunicación, por definición, lleva implícito un hecho social: la inexistencia de un 
ámbito social en el cual ejecutarse generaría la imposibilidad de “comunicarse”. En 
sentido contrario, un ámbito social en que no se desarrolle “comunicación” es tam­
bién, por definición, imposible.

Enfoque diferente, en todo sentido, es si esa comunicación imposible de no existir es 
meramente tal por necesidad humana -en los planos más primitivos de la misma- o, 
si existe un sistema de normas, reglas, implicaciones, entre esa realidad y necesidad 
humana, con proyectos y planes de funcionamiento de un determinado conglomerado 
social, en un momento histórico dado.

La comunicación aparece, de esta manera, como un problema de naturaleza estructural 
y por lo mismo, imposible de considerarla al margen de las otras estructuras (políticas, 
económicas, culturales, etc.) con las cuales entra en relación de mutua dependencia (y 
por qué no, contradicción), tendiendo en última instancia a conformar un producto ar­
mónico. Dicho de otra manera, lo comunicacional responderá -y a su vez estará impli­
cado- al contexto social en el que se desarrolla.

Carácter participativo: de la información a la comunicación.

Los distintos estudios, y entre ellos los de Daniel Lemer, tendientes a resaltar el papel 
decisivo (“catalizador”) de la comunicación de masas en los procesos de desarrollo, 
coinciden en señalar el imprescindible carácter participativo que la comunicación en­
cierra en sí misma.

La participación se definiría como el uso activo de los canales de comunicación exis­
tentes por parte de las comunidades y los individuos, en calidad de creadores de men­
sajes. No se trata solamente de asegurar el acceso o recepción pasiva de la información, 
a través de dichos canales en un contexto socio-político determinado, sin discrimina­
ción de lugar, clase social o nivel económico.

Esta nueva perspectiva, como bien explica Femando Reyes Matta, significa “pasar de 
una comunicación unidireccional con participación pasiva a una comunicación bidi- 
reccional con participación activa de los receptores”.

Queda de esta manera de manifiesto el carácter empático de las comunicaciones, en­
tendiendo por empatia ese vínculo entre lo social y lo individual, imprescindible para 
la recíproca comprensión, participación y solidaridad de todos y cada uno de los miem­
bros de la sociedad, con el proyecto nacional, cualquiera sea éste.

La asunción plena de esta concepción de las comunicaciones pone de manifiesto la ne­
cesidad de elaborar un cuerpo orgánico y coherente de principios, normas y métodos 
que amalgamen los distintos “comunicadores y comunicaciones parciales o sectoria­
les”, que responden a otros tantos “intereses parciales o sectoriales”, en una unidad que 
las “aprehenda”, en una síntesis cualitativamente distinta a la simple suma de esas rea­
lidades parciales. En otras palabras, una política nacional de comunicación.
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Esta política, para que prospere, a la vez que reglamenta o arbitra entre los distintos 
intereses sectoriales, deberá integrarse a las estrategias del país del cual forma parte, 
poniéndose al servicio de las distintas políticas sociales (educación, salud, vivienda, 
bienestar social).

Mirada desde esta óptica es que la información y la comunicación adquieren su ver­
dadera dimensión y emergen del confinamiento que interesadamente, durante dece­
nios, les fuera reservado.

Esta nueva dimensión es la que justifica la aparición de nuevos actores y contenidos 
en la información, desde la necesaria participación del Estado en la elaboración de po­
líticas de comunicación, hasta las distintas formas institucionales que, ya sea a nivel 
nacional (Ministerios de Información, agencias nacionales), regional (ASIN) e inter­
nacional (Pool de Agencias de los Países No Alineados), constituyen respuestas a un 
mismo desafío: vincular la información y la comunicación a las distintas políticas so­
ciales y a los procesos de integración y desarrollo.

Los años setenta se convierten de esta manera en escenario de una verdadera revolu­
ción en el campo de la información, poniendo de pie lo que estaba de cabeza, some­
tiendo a una profunda revisión los valores, hasta el momento “adquiridos e inamovi­
bles”, construyendo las bases de la nueva realidad que aparecerá nítidamente en los 
años sucesivos. Desde el punto de vista conceptual, se podría hablar de una verdadera 
ruptura epistemológica en la historia de la comunicación.

El papel del Estado.

Uno de los grandes resultados de esta nueva situación fue la plena conciencia de ne­
cesidad de que los Estados asumieran un papel activo en la elaboración de políticas de 
comunicación, ya fuera “como factor racionalizador, como organizador o como árbi­
tro”, según reclamaba Capriles.

La participación de los Estados en el campo de la comunicación, y en particular en el 
terreno informativo, ha sido una de las cuestiones más polémicas y que más contro­
versias ha suscitado, cayéndose muchas veces en posiciones maniqueas, simplifica- 
doras de una realidad mucho más compleja. Esa realidad estaba demostrando la ine­
vitable participación del sector público en la información. En ese cuadro, el desinterés 
del Estado y de los gobiernos hubiera implicado un renunciamiento tácito a la elabo­
ración de una política globlal -y en consecuencia el perdurar de la atomización y anar­
quía existentes- o, lo que es lo mismo, desde otra perspectiva, dejar exclusivamente 
en manos del sector privado la responsabilidad de armonizar las comunicaciones con 
el proyecto de país; arriesgando que fueran la lógica de mercado, los costos-benefi­
cios, las rentabilidades del sector empresarial, los que guiaran las pautas de la informa­
ción nacional.

El generar la conciencia de este cambio, que no era otra cosa que complementar con 
medidas políticas concretas lo que el análisis había anticipado, fue particularmente di­
fícil. No siempre, vale la pena reconocerlo, fue el sector privado quien conspiró contra 
la participación estatal. Muchas veces fueron los propios gobiernos quienes no visua­
lizaron que, junto al derecho de informar, adquirían la obligación irrenunciable de ser
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ellos quienes, en primera persona, debían transmitir al mundo las realidades cultura­
les, políticas y sociales que los identifica como nación en la comunidad internacional. 
Esto, lejos de lesionar la iniciativa privada, se presentaba como un caso más de coexis­
tencia entre ambos sectores.

Le asiste razón a Roncagliolo cuando afirma que “la función de formular políticas y 
planes, inherente al Estado democrático, se vuelve de crucial importancia durante la 
actual fase de la economía, caracterizada por el hecho de que la organización de la pro­
ducción a nivel internacional, a cargo precisamente de corporaciones transnacionales, 
deteriora y corroe las posibilidades de cada Estado para regular y desarrollar su propio 
territorio en términos económicos, sociales y culturales”.”No existe discusión -con­
cluye el comunicólogo peruano-, sobre la necesidad de que el Estado democrático for­
mule políticas y planes que atiendan justamente al afianzamiento de la democracia y 
la soberanía”.

Fueron los países del área andina (Perú, Ecuador, Venezuela, Bolivia y Colombia) 
quienes primero comprendieron el problema y comenzaron a aplicar medidas concre­
tas, entre los años sesenta y setenta. Se constata una importante incorporación de ex­
pertos comunicacionales en esferas de la toma de decisiones políticas; se cambian ra­
dicalmente los perfiles de trabajo de los Ministerios de Información y Oficinas de 
Prensa oficiales-, nacen o se desarrollan las Agencias Nacionales, creando mecanismos 
de distribución nacional e internacional. Junto con ello, cambios a nivel académico 
modifican las existentes escuelas de periodismo, convirtiéndolas en escuelas de co­
municación social, dando así una nueva definición de la relación entre el profesional 
del área y la sociedad. Todos estos hechos fueron desbrozando el camino para la parti­
cipación de los gobiernos, demostrando en la práctica la factibilidad de la propuesta 
teórica.

La incorporación de los Estados adjuntó nuevos problemas e interrogantes, que iban 
desde las compatibilidades entre la información pública y la privada, hasta el acceso 
a la tecnología que hiciera posi ble la comunicación; sin olvidar los aspectos de la capa­
citación profesional y de contenidos del servicio informativo, de la selección de temas 
y actores; problemas todos que se incorporaban por primera vez en la agenda de los 
encargados de la información gubernamental de los países de América Latina.

ASIN: de la utopía a la realidad.

El más inmediato antecedente histórico de Acción de Sistemas Informativos Nacio­
nales, ASIN, se sitúa en el “Primer Encuentro de Periodistas del Area Andina”, rea­
lizado en San Cristóbal, Venezuela, el 30 de marzo de 1978. Para rescatar los antece­
dentes conceptuales que llevaron a su constitución formal, un año después de aquel en­
cuentro, basta recorrer la historia de la comunicación en el Continente.

Se puede afirmar, sin vacilaciones, que ASIN es, al mismo tiempo, hija y síntesis insti­
tucional de las nuevas concepciones que se fueron gestando durante esos años. Otra 
hubiera sido la historia de las comunicaciones regionales de no haber existido la vo­
luntad política de aquellos diez gobiernos (Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador,
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Jamaica, Panamá, Perú, República Dominicana, Surinam y Venezuela) y la Agencia 
Internacional de Noticias “Inter Press Service”, de crear un real mecanismo de inter­
cambio informativo para América Latina y el Caribe.

La utopía, a la cual Beltrán llamó a no renunciar, comenzaba a realizarse.

La creación de un intercambio informativo gubenamental, regular y sistemático, que 
promoviera el conocimiento recíproco, a través de la comunicación directa entre los 
distintos países, fue el gran propósito de ASIN.

“La desconfianza entre nosotros llegó a tal extremo que para llegar al entendimiento 
final tuvimos que comunicamos diariamente en rondas telefónicas entre los Jefes de 
Estado”, reconocía Carlos Andrés Pérez, clausurando el citado encuentro de San Cris-' 
tóbal, al constatar el manejo informativo que la prensa internacional había hecho del 
proyecto de integración automotriz que en ese entonces discutían los países andinos.

El reclamo del entonces Presidente de Venezuela marca uno de los rasgos fundamen­
tales de ASIN: propiciar un intercambio informativo alternativo al sistema existente 
que, complementando y enriqueciendo a este último, incorporará temas y contenidos 
tradicionalmente ausentes en los servicios informativos de las grandes agencias inter­
nacionales.

Era vital que la creación de ASIN fuera visualizada, desde el inicio, como un proyecto 
de integración regional que, lejos de pretender subrogar a la iniciativa privada, inten­
taba llenar un vacío en la información, aportando nuevas voces (en este caso guberna­
mentales), nuevos canales, nuevos puntos de vista y, porqué no, nuevas concepciones 
en el tratamiento de las noticias.

La vida se encargó, una vez más, de demostrar la justeza de este principio. Solo así se 
puede explicar que, a pesar de las rispideces que fue adquiriendo el debate de las co­
municaciones, en ningún momento la existencia y el papel de ASIN ha sido objeto de 
controversia sino, por el contrario, el si tema logra un crecimiento acelerado en los años 
ochenta, donde se verifica una reducción progresiva de la comprensión y de la activi­
dad del Estado en la comunicación.

Creado el instrumento, que les confería a los gobiernos el soporte material y político 
para ejercer su derecho-deber de informar y comunicarse, nuevos problemas se ponían 
por delante.

El servicio informativo, para cumplir plenamente sus objetivos, no debía limitarse al 
mero intercambio en el ámbito gubernamental (de por sí importante pero estrecho), 
sino que debía tener la calidad profesional y posibilidades de penetración en el resto 
del sistema tradicional. El verdadero reto, y aporte, consistía en demostrar que los go­
biernos eran capaces de informar con un sentido profesional y no propagandístico, de 
sus propias realidades. Solo así los medios de prensa podrían recibir el impacto de la 
nueva información que se comenzaba a producir.

La capacitación de los periodistas de los Sistemas Nacionales de Información, los nue­
vos contenidos temáticos, la selección de los mensajes, la creación de Agencias Nacio­
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nales en los países que aún no las tenían, el acceso a las nuevas tecnologías, la identifi­
cación de los destinatarios y actores de la información y el intercambio horizontal con 
otras regiones del Tercer Mundo, se incorporan por primera vez en la agenda de prio­
ridades de los Ministros o Jefes de los Sistemas de Información.

La existencia misma del instrumento, y he aquí otro de los méritos de ASIN, obligó, 
para su real utilización, a una reformulación de las políticas nacionales de informa­
ción; promovió un debate conceptual sobre las formas y estilos de comunicación; es­
timuló la constitución de varias agencias nacionales; se emuló con otras experiencias 
similares en el mundo árabe, Africa y Asia; se convirtió en punto de referencia obliga­
da para cualquier iniciativa regional sobre comunicación; depositario de la coopera­
ción internacional para la ayuda al desarrollo; socio natural de otras experiencias re­
gionales de integración.

Vale la pena repasar las principales actividades que caracterizan el funcionamiento del 
Sistema:

A través de los canales de ASIN, 20 gobiernos de América Latina y el Caribe inter­
cambian diariamente información que promedia los 30 despachos, distruibuidos en 4 
boletines en español e inglés.

El servicio informativo de ASIN llega a 500 medios de prensa (diarios, revistas, radios 
y televisión) clientes de la agencia Inter Press Service (IPS), que a su vez funge como 
Secretaria Operativa del Sistema.

Una selección de la información de ASIN se intercambia, según acuerdos con PANA 
y FANA, con Africa y los países árabes. Además, el servicio de ASIN es distribuido 
a través de las agencias del Pool NO-AL.

Una vez traducido a sus respectivos idiomas, el servicio de ASIN es recibido por los 
principales medios de prensa de Alemania, Holanda, Suecia, Finlandia, Noruega, ade­
más de España e Italia.

El servicio de ASIN es leido diariamente por los funcionarios de Organismos Interna­
cionales del Sistema de Naciones Unidas, el FMI y el Banco Mundial.

Desde octubre de 1986 ASIN edita semanalmente un boletín sobre desarrollo rural co­
mo parte de un proyecto fimado con el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola 
(FIDA), permitiendo, por primera vez, a los gobiernos de la región informar regular­
mente sobre un sector vital para nuestras economías.

Según acuerdo con el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura 
(IICA), una selección de dicho servicio es distribuida mensualmente a más de 6000 
usuarios entre Ministerios, universidades, organizaciones no gubernamentales espe­
cializadas, asociaciones de campesinos y productores rurales y organismos de integra­
ción, de América Latina, Estados Unidos y Canadá.

Anualmente, auspiciado por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Italia e IPS, 
ASIN realiza seminarios de capacitación denominados “Periodismo para el Desarro-
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lio”. Durante dos meses, en la sede central de IPS en Roma, periodistas designados por 
los países miembros del Sistema reciben entrenamiento específico de acuerdo a las 
normas de las agencias internacionales.

Actualmente se encuentra en fase de ejecución un proyecto financiado por la Oficina 
de Cooperación Técnica del Gobierno alemán, GTZ, orientado a la capacitación de 
profesionales en el tratamiento de la información económica. Objetivo último de estos 
talleres-seminarios es el diseño del perfil de lo que será, a partir del próximo año, el 
Servicio Económico que ASIN lanzará en cooperación con el SELA.

Siempre en el terreno de la capacitación técnico-profesional, ASIN participa en el pro­
yecto conjunto IICA-Radio Nederland, orientado a la especialización de periodistas 
de radio y prensa escrita en el área del desarrollo rural. No se descarta, en este sentido, 
la posibidad de inaugurar un intercambio radiofónico entre los Sistemas Nacionales 
de Información, que cuenten con un componente radial.

Además de los boletines rurales y económicos, ASIN analiza la factibilidad, en acuer­
do con el Fondo de Naciones Unidas para la Lucha contra la Droga, de producir un ser­
vicio especializado en el problema del narcotráfico, del cultivo y uso de drogas y de 
sus implicaciones sociales.

Para el próximo año ASIN estará en condiciones de renovar tecnológicamente a ocho 
Agencias Nacionales de América Latina y el Caribe, en virtud de un proyecto de IPS 
y el Gobierno Italiano, sin que esto represente costo alguno para los países beneficia­
rios.

Este apretado elenco de los principales logros que ASIN ha logrado acumular, consti­
tuye un punto de referencia obligatoria y permite afirmar que los objetivos para los que 
fuera concebido, fueron alcanzados. Efectivamente, fue posible proporcionar a los 
gobiernos las condiciones materiales (canales y tecnología) y profesionales para una 
presencia real de los países de América Latina y el Caribe en el Sistema Mundial de 
Información, no solo promoviendo el intercambio horizontal en el Tercer Mundo, sino 
además asegurando la presencia de la región en el mundo industrializado.

De no existir ASIN sería impensable que países como Antigua-Barbuda, con una po­
blación que no supera los 100 mil habitantes, lograra un alto nivel de publicaciones 
en los principales medios de prensa, capacitar a sus periodistas, recibir información 
diaria, ayuda tecnológica, entregando a cambio 1000 dólares anuales y pagando la mi­
tad del costo de un canal a 50 baudios entre ST. John’s y la Central de Edición de Asin. 
El mismo ejemplo vale para el resto de los Estados miembros. Es bueno recordar, a 
título comparativo, que el Bank of América, destinó de su presupuesto 1979, US $ 70 
millones para gastos de información y telecomunicaciones.

América Latina, la integración y el futuro de las comunicaciones.

Como todo organismo de integración, la vida de ASIN, su historia y su futuro están 
indisolublemente vinculados a los procesos políticos y económicos regionales. Los 
años ochenta enfrentaron a América Latina a una realidad particularmente difícil, ca­
racterizada en el terreno económico por la deuda externa -expresión más alarmante de
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una crisis estructural-, caída abrupta de los precios de las materias primas y exacerba­
ción del proteccionismo (que profundizó la ya desfavorable relación de los términos 
del intercambio) y déficits en las balanzas de pagos, que hablan de un continente ex­
portador neto de capitales.

Esta situación, entre otras consecuencias, provocó un debilitamiento de los aparatos 
estatales, obligando a los gobiernos a recortes drásticos en los rubros presupuéstales, 
que afectaron particularmente los proyectos y las políticas sociales. Todo esto afectó 
también a las comunicaciones que, en particular en la segunda mitad de los ochenta, 
también entran en un doble proceso crítico: por un lado, una sensible reducción -en 
algunos casos una real desaparición- de los Sistemas Nacionales de Información y, por 
otro, una crisis en el debate de la comunicación que despertó un conjunto de reacciones 
que, a nuestro juicio, no tomaron en cuenta los verdaderos contenidos de la propuesta 
comunicacional que se había gestado, sustituyendo la discusión seria y franca por ana­
temas y consignas.

Con esta realidad debió convivir ASIN. No obstante, el Sistema logró crecer (de los 
10 miembros que lo fundaron a los 21 que lo componen actualmente) y consolidarse. 
Las explicaciones del por qué de esta aparente contradicción deben buscarse en la 
esencia de ASIN y la justa concepción del trabajo informativo que lo había orientado. 
La vitalidad de un proyecto de integración en la comunicación se mide en función de 
la capacidad de percibir los momentos políticos, económicos y sociales, decodificar- 
los de su lenguaje específico al comunicacional y transformarlo en mensaje informa­
tivo.

El análisis comparativo 1985-1987 de los contenidos del servicio informativo de 
ASIN, presentado por la Dra. Raquel Salinas a la última Asamblea General, de­
muestran una creciente participación de las noticias económicas (pasan a constituir ca­
si el 40%) y un incremento en los temas de la cooperación, la integración regional, de­
sarrollo, cultura y educación. Estos datos estadísticos nos ayudan a confirmar lo an­
terior: la sensibilidad informativa del Sistema ante la nueva situación (los distintos as­
pectos de la crisis económica merecían un tratamiento extraordinario) y además la ca­
pacidad de recuperar, a pesar de que la realidad podía sugerir lo contrario, temas vitales 
para el tejido social, como son la cultura, el desarrollo, las políticas sociales.

A pesar de la subsistencia (y en algunos casos agudización) de las tendencias econó­
micas negativas, el Continente vive hoy un nuevo momento político. La reconquista 
de las democracias en el Cono Sur, el surgimiento de líderes políticos y gobiernos ins­
pirados en los ideales de la integración, con clara conciencia de nuestro destino común, 
hablan de una mayor autonomización de América Latina, y de una recuperación de su 
capacidad negociadora en el concierto internacional. Contadora, el Grupo de los 
Ocho, el Consenso de Cartagena, son algunas de las expresiones más relevantes de esta 
nueva realidad.

En esta perspectiva podemos afirmar que la última década del siglo XX será decisiva 
para el futuro del Continente. La principal responsabilidad de nuestras sociedades será 
profundizar estas tendencias objetivas y subjetivas a la integración y hacerlas irrever­
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sibles. Solo así América Latina jugará un rol activo en las relaciones internacionales, 
en defensa de sus legítimas aspiraciones de justicia económica y social, de sus iden­
tidades culturales, de su destino común.

Una vez más, la comunicación está llamada a acompañar e impulsar este histórico de­
safío.
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